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Ciudad de México, a 27 de junio de 2023. 

 

V I S T O S los autos para resolver el juicio contencioso 

administrativo citado al rubro para dar CUMPLIMIENTO A LA EJECUTORIA 

de 28 de abril de 2023, dictada en el juicio de amparo D.A. 99/2022 del índice 

del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, se procede en los términos siguientes y: 

 

R E S U L T A N D O S  

 

1.- Por escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común de las 

Salas Regionales Metropolitanas de este Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa el 21 de junio de 2018, el C. **********************, en su carácter 

de representante legal de la empresa actora **********************, compareció 

a demandar la nulidad de la resolución contenida en el oficio número 

**********************, de 09 de mayo de 2018, a través del cual el Titular de la 

Administración Desconcentrada de Auditoria Fiscal del Distrito Federal “2”, con 

sede en la Ciudad de México de la Administración General de Auditoria Fiscal 

Federal del Servicio de Administración Tributaria, le determinó un crédito fiscal 

en cantidad total de *****************, por concepto de Impuesto sobre la Renta, 
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Impuesto al Valor Agregado, recargos, actualizaciones y multas por el ejercicio 

fiscal 2014. 

 

El escrito de demanda quedó radicado en el del índice de la Sexta 

Sala Regional Metropolitana de este Tribual, con sede en Ciudad de 

México, con el número de expediente 15044/18-17-06-06. 

 

2.- Por auto de 25 de junio de 2018, el entonces Magistrado 

Instructor de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, admitió a 

trámite la demanda de nulidad interpuesta, así como las pruebas ofrecidas, 

entre ellas, las periciales en materia de contabilidad y sistemas de 

computación. 

 

Asimismo, ordenó correr traslado a la autoridad demandada para 

que produjera su contestación de demanda en el término de ley, requiriendo a 

ésta la exhibición del expediente administrativo del que derivó la resolución 

impugnada, con el apercibimiento respectivo en caso de incumplir. 

 

3.- Mediante acuerdo de 01 de agosto de 2018, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, dio 

cuenta del oficio ***************** de 09 de agosto de 2018, mediante el cual la 

autoridad demandada interpuso recurso de reclamación en contra del 

proveído descrito en el resultando inmediato anterior; por lo que, tuvo por 

interpuesto dicho medio de defensa y ordenó dar vista a la actora para que 

manifestara lo que a su interés conviniera. 

 

4.- A través de auto de 02 de agosto de 2018, las Magistradas 

integrantes de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, 

propusieron el ejercicio de la facultad de atracción a esta Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en virtud que la cuantía del asunto 

asciende a *****************. 
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5.- Mediante sentencia interlocutoria de 22 de octubre de 2018, 

los Magistrados integrantes de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal, resolvieron el recurso de reclamación interpuesto por la autoridad 

enjuiciada, en el sentido de confirmar la legalidad del auto recurrido de 25 de 

junio de 2018. 

 

6.- Por auto de 24 de octubre de 2018, la Magistrada Instructora 

de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal dio cuenta del oficio 

***************** de 22 de agosto de 2018, mediante el cual el Titular de la 

Administración Desconcentrada Jurídica del Distrito Federal “2”, de la 

Administración General Jurídica del Servicio de Administración Tributaria, 

produjo su contestación a la demanda, exhibió pruebas, señaló peritos de su 

parte y adjuntó los expedientes administrativos solicitados. 

 

Derivado de lo anterior, se tuvo por contestada la demanda, por 

ofrecidas y admitidas las probanzas, por señalados a los peritos en materia de 

contabilidad y sistema computacional, y por cumplimentado el requerimiento 

del auto de 25 de junio de 2018, respecto de los expedientes administrativos 

requeridos. 

 

Finalmente, se requirió a los peritos de las partes para que 

comparecieran a aceptar y protestar el cargo conferido. 

 

7.- Por acta de comparecencia de 12 de noviembre de 2018, se 

tuvo por aceptado y protestado el cargo del perito de la parte actora en 

materia de sistemas computacionales, por lo que mediante acuerdo de esa 

fecha la Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de 
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este Tribunal requirió al especialista para que en el plazo de 15 días rindiera 

y ratificara el dictamen. 

 

8.- A través de acta de comparecencia de 12 de noviembre de 

2018, se tuvo por aceptado y el protestado el cargo del perito de la actora en 

materia de contabilidad, por lo que por acuerdo de esa fecha la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, requirió 

al especialista para que en el plazo de 15 días rindiera y ratificara el dictamen 

respectivo. 

 

9.- Mediante acta de comparecencia de 23 de noviembre de 

2018, se tuvo por aceptado y el protestado el cargo del perito de la autoridad 

demandada en materia de contabilidad, por lo que por acuerdo de esa fecha 

la Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal, requirió al especialista para que en el plazo de 15 días rindiera y 

ratificara el dictamen respectivo. 

 

10.- Por acta de comparecencia de 27 de noviembre de 2018, se 

tuvo por aceptado y el protestado el cargo del perito de la autoridad 

demandada en materia de sistemas computacionales, por lo que por 

acuerdo de esa fecha la Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional 

Metropolitana de este Tribunal, requirió al especialista para que en el plazo de 

15 días rindiera y ratificara el dictamen respectivo. 

 

11.- Mediante acta de 30 de noviembre de 2018, se asentó la 

comparecencia del perito de la demandante en materia de sistemas 

computacionales, a fin de ratificar el dictamen efectuado. 

 

12.- Por diversa acta de 30 de noviembre de 2018, se asentó la 

comparecencia del perito de la demandante en materia de contabilidad, a fin 

de ratificar el dictamen efectuado. 
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13.- A través del acta de 14 de diciembre de 2018, se asentó la 

comparecencia del perito de la autoridad demandada en materia de 

contabilidad, a fin de ratificar el dictamen efectuado. 

 

14.- Mediante diversa acta de 14 de diciembre de 2018, se 

asentó la comparecencia del perito de la autoridad demandada en materia de 

sistemas computacionales, a fin de ratificar el dictamen efectuado. 

 

15.- Por auto de 03 de enero de 2019, la Magistrada Instructora 

de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal tuvo por rendido el 

dictamen del perito de la actora en materia de Sistemas Computacionales, por 

lo que se reservó para ser tomado en consideración en el momento procesal 

oportuno. 

 

16.- A través del diverso acuerdo de 03 de enero de 2019, la 

Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal tuvo por rendido el dictamen del perito de la actora en materia de 

contabilidad, por lo que se reservó ser tomado en consideración en el 

momento procesal oportuno. 

 

17.- Mediante proveído de 08 de enero de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, tuvo por 

rendido el dictamen del perito de la autoridad demandada en materia de 

contabilidad, por lo que se reservó para ser tomado en consideración en el 

momento procesal oportuno. 

 

18.- Por diverso auto de 08 de enero de 2019, se tuvo por rendido 

el dictamen del perito de la autoridad demandada en materia de Sistemas de 
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Computación, por lo que se reservó para ser tomado en consideración en el 

momento procesal oportuno. 

 

19.- A través del acuerdo de 09 de enero de 2019, los 

Magistrados integrantes de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Órgano Jurisdiccional, designaron perito tercero en discordia en materia de 

contabilidad. 

 

20.- Mediante proveído de 10 de enero de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal giró oficio 

al titular de la Unidad de Peritos de este Tribunal a efecto que designara perito 

en materia de sistemas computacionales. 

 

21.- A través del acuerdo de 27 de febrero de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal concedió 

la prórroga solicitada por el perito tercero en discordia en materia de 

contabilidad, peticionada mediante escrito ingresado en la Oficialía de Partes 

Común de las Salas Regionales Metropolitanas de este Tribunal el 11 de 

febrero de 2019. 

 

22.- Mediante acta de 27 de febrero de 2019, se asentó la 

comparecencia del perito tercero en materia de contabilidad, quien acepto y 

protesto el cargo conferido; por lo que, la Magistrada Instructora de la Sexta 

Sala Regional Metropolitana de este Tribunal por auto de esa fecha, le 

concedió el plazo de ley para que rindiera y ratificara su dictamen. 

 

23.-. Por acuerdo de 27 de febrero de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal dio 

cuenta del oficio ***************** de 31 de enero de 2019, mediante el cual la 

Jefa de Departamento de la Unidad de Peritos de este Tribunal, asignó perito 

en materia de sistemas computacionales. 
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24.- A través de auto de 05 de octubre de 2018, el Magistrado 

Presidente de esta Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal federal 

de Justicia Administrativa, acordó el ejercicio de la facultad de atracción 

respecto del presente juicio, al tratarse de un asunto con características 

especiales y designó como Ponente al Magistrado Julián Alfonso Olivas 

Ugalde. 

 

25.- Por proveído de 28 de marzo de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal dio 

cuenta del oficio por el cual la entonces Secretaria Adjunta de Acuerdos de la 

Primera Sección de la Sala Superior de este Tribunal, informó el contenido del 

proveído descrito en el resultando inmediato anterior; en consecuencia, acusó 

de recibo a dicha Sección, ordenó notificar de manera personal el auto de 05 

de octubre de 2018, por el cual se ejerció la facultad de atracción y se requirió 

a las partes para que señalaran domicilio dentro de la sede de esta Sala 

Superior y designaran autorizados o delegados de su parte, con el 

apercibimiento de ley. 

 

26.- A través de diverso auto de 28 de marzo de 2019, la 

Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal, dio cuenta del escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común de 

las Salas Regionales Metropolitanas de este Tribunal, el 22 de marzo de 2019, 

mediante el cual el perito tercero en discordia en materia de contabilidad, 

solicitó se concediera prórroga para rendir y ratificar el dictamen en la referida 

materia; en consecuencia, se le concedió el plazo de 15 días para que rindiera 

y ratificara el dictamen encomendado. 
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27.- Mediante acuerdo de 01 de abril de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, dio 

cuenta del oficio por el cual la Jefa de Departamento en suplencia por ausencia 

del Titular de la Unidad de Peritos de este Tribunal, señalo especialista en 

materia de sistemas computacionales, por lo que se tuvo por designado y se 

requirió al referido especialista para que compareciera a aceptar y protestar el 

cargo conferido, asimismo, se acusó recibo a la titular de la Unidad de Peritos 

de este Tribunal. 

 

28.- A través del auto de 22 de abril de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal dio 

cuenta del oficio ***************** de 11 de abril de 2019, mediante el cual la 

autoridad demandada compareció a desahogar el requerimiento de 28 de 

marzo de 2019, en el cual se le requirió señalara domicilio para oír y recibir 

notificaciones, así como designar delegados para los mismos efectos, por lo 

que se tuvo como domicilio para oír y recibir notificaciones y delegados a los 

designados por la autoridad demandada. 

 

29.-. Mediante acta de 24 de abril de 2019, se asentó la 

comparecencia del perito tercero en materia de sistemas computacionales, 

mediante la cual aceptó y protesto el cargo conferido; por lo que, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal por auto 

de esa fecha, le concedió el plazo de ley para que rindiera y ratificara el 

dictamen realizado. 

 

30.- A través del acta de 10 de mayo de 2019, se asentó la 

comparecencia del perito tercero en materia de contabilidad a fin de ratificar 

el dictamen efectuado. 

 

31.- Por diverso de 10 de mayo de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal tuvo por 

rendido el dictamen del especialista tercero en materia de contabilidad, por lo 



PRIMERA SECCIÓN DE SALA 
SUPERIOR 

 
EXPEDIENTE: 15044/18-17-06-
6/1707/19-S1-02-04. 

 
ACTORA: ***************** 

 

- 9 - 

que se reservó la valoración de éste al momento que se dictara sentencia 

definitiva. 

 

32.- A través del auto de 16 de mayo de 2018, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, dio 

cuenta del escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común de las Salas 

Regionales Metropolitanas de este Tribunal, el 15 de mayo de 2019, mediante 

el cual el perito tercero en discordia en materia de sistemas computacionales, 

solicitó se le permitiera el acceso a la infraestructura de la empresa 

demandante; en consecuencia, requirió a la actora para que pudiera brindar 

las facilidades necesarias para que el perito tercero en materia de sistemas 

computacionales pudiera recabar la información pertinente para efectuar el 

dictamen encomendado por la Sala. 

 

33.- Por acuerdo de 10 de junio de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, dio 

cuenta del escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común de las Salas 

Regionales Metropolitanas de este Tribunal, el 06 de junio de 2019, mediante 

el cual la demandante señaló fecha para que el perito tercero en discordia en 

materia de sistemas computacionales, acudiera a recabar las muestras 

respectivas para realizar el dictamen. 

 

En consecuencia, se informó al aludido perito Tercero los días que 

podía acudir a recabar la información pertinente para la emisión del dictamen 

encomendado; asimismo, se le concedió el plazo de ley para que rindiera y 

ratificara el referido dictamen. 
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34.- Mediante acuerdo de 12 de agosto de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, dio 

cuenta del escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común de las Salas 

Regionales Metropolitanas el 09 de agosto de 2019, mediante el cual el perito 

tercero en materia de sistemas computacionales, solicitó se concediera 

prórroga para poder rendir el dictamen de ley; en consecuencia, se concedió 

la prórroga solicitada. 

 

35.- A través del proveído de 24 de septiembre de 2019, la 

Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal, dio cuenta del escrito presentado en la Oficialía de Partes Común 

para las Salas Regionales Metropolitanas de ese Tribunal el 23 de septiembre 

de 2019, mediante el cual el perito tercero en materia de sistemas 

computacionales rindió su dictamen; por lo que tuvo por rendido y ratificado el 

dictamen aludido, previa comparecencia de 23 de septiembre de 2019, la cual 

quedó asentada en acta de misma fecha. 

 

36.- Mediante diverso acuerdo de 24 de septiembre de 2019, la 

Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal, concedió el término de ley a las partes para que formularan alegatos. 

 

37.- Por auto de 04 de noviembre de 2019, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal tuvo por 

precluido el derecho de la demandante para que señalara domicilio para oír y 

recibir notificaciones dentro de la Ciudad de México, así como para designar 

autorizados.  

 

38.- A través de proveído de 05 de noviembre de 2019, la 

Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este 

Tribunal, declaró cerrada la instrucción del presente juicio, por lo que se 

ordenó la remisión de los autos a esta Primera Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, para que emitiera la sentencia que 

en derecho correspondiera. 
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39.- A través de proveído de 29 de noviembre de 2019, el 

entonces presidente de esta Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, dio cuenta del oficio *****************, 

mediante el cual la Magistrada Presidente de la Sexta Sala Regional 

Metropolitana de este Tribunal, remitió los autos del juicio citado al rubro; en 

consecuencia, ordenó remitir los mismos a la ponencia del Magistrado Juan 

Ángel Chávez Ramírez, a fin que elaborara el proyecto correspondiente. 

 

40.- Mediante sentencia interlocutoria de 06 de febrero de 2020, 

esta Primera Sección de la Sala Superior resolvió que existía una violación 

sustancial al procedimiento que impidió la resolución del fondo del presente 

asunto, por lo que ordenó la remisión de los autos a la Sala de Origen con la 

finalidad que se subsanara dicha violación. 

 

41.- Por acuerdo de 06 de abril de 2021, la Magistrada Instructora 

de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, dio cuenta del oficio 

***************** mediante el cual el Secretario Adjunto de Acuerdos de la 

Primera Sección de esta Sala Superior, informó el contenido del proveído 

descrito en el resultando inmediato anterior; en consecuencia, procedió a 

regularizar el procedimiento dejando sin efectos los siguientes proveídos: 

 

• El acuerdo de 24 de septiembre de 2019, por el que se otorgó a las partes 

el plazo legal para formular alegatos. 

 

• El auto de 05 de noviembre de 2019, por el que se declaró cerrada la 

Instrucción del juicio. 
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Finalmente, concedió el plazo de 15 días hábiles para que el 

perito de la actora en materia de sistemas computacionales ampliara el 

dictamen respecto de los cuestionamientos introducidos por la autoridad 

demandada. 

 

42.- Mediante acuerdo de 03 de mayo de 2021, la Magistrada 

Instructora de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, tuvo por 

ampliado el dictamen del perito designado por la parte actora en materia de 

sistemas computacionales; asimismo, se le requirió a dicho perito para que, 

en el término de 03 días, compareciera a ratificar dicha ampliación al dictamen. 

 

43.- Por acta de 21 de mayo de 2021, se asentó la 

comparecencia del perito designado por la parte actora en materia de sistemas 

computacionales, mediante el cual ratificó su ampliación de dictamen; en 

consecuencia, la Magistrada Instructora de la Sexta Sala Regional 

Metropolitana de este Tribunal por auto de esa fecha tuvo por ratificado el 

mismo y se reservó su valoración. 

 

Finalmente, se concedió el plazo de ley a las partes para que 

formularan alegatos por escrito. 

 

44.- A través del proveído de 08 de julio de 2021, se declaró 

cerrada la Instrucción del juicio y se ordenó la remisión del expediente a la 

Sala Superior de este Tribunal para su resolución. 

 

45.- Mediante proveído de 16 de agosto de 2021, la entonces 

Magistrada Presidente de esta Primera Sección de la Sala Superior, se 

designó como Ponente del presente asunto. 

 

46.- Mediante diverso acuerdo de 16 de agosto de 2021, la 

entonces Magistrada Presidente de esta Primera Sección de la Sala Superior, 

dio cuenta del oficio *****************, mediante el cual la Magistrada Presidente 

de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal remitió los autos del 
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juicio citado al rubro, por lo que tuvo por recibidos éstos y ordenó remitirlos a 

la ponencia para la formulación del proyecto respectivo. 

 

47.- Con fecha 09 de noviembre de 2021, los Magistrados 

integrantes de la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, emitieron sentencia definitiva, cuyos puntos 

resolutivos fueron los siguientes:  

 
“… 
 
I.- La parte actora no probó los hechos constitutivos de su pretensión, por lo 
que: 
 
II.- Se reconoce la validez de la resolución impugnada, la cual quedó descrita 
en el resultando primero del presente fallo, por los motivos y fundamentos 
expuestos en el presente fallo. 
 
III.- NOTIFÍQUESE. 
 
…” 

 

48.- Inconforme con lo resuelto por este Cuerpo Colegiado, 

mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes de Sala Superior de este 

Tribunal el 19 de enero de 2022, la parte actora promovió demanda de 

amparo directo en contra de la resolución definitiva descrita en el Resultando 

inmediato anterior; en consecuencia, por auto de fecha 20 de enero de 2022, 

se le requirió a la promovente para que en el término de cinco días hábiles 

exhibiera copias de traslado para notificar a los terceros interesados, con el 

apercibimiento respectivo.  

 

49.- Por acuerdo de fecha 28 de enero de 2022 el entonces 

Magistrado Presidente de la Primera Sección de la Sala Superior de este 

Tribunal dio cuenta del escrito ingresado en la Oficialía de Partes de Sala 

Superior de este Órgano Jurisdiccional el 27 de enero de 2022, a través del 
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cual, el representante de la parte actora dio cumplimiento al requerimiento 

descrito en el Resultando inmediato anterior, exhibiendo para tal efecto las 

copias suficientes para efectuar el emplazamiento correspondiente a cada uno 

de los terceros interesados.  

 

Por lo anterior, se tuvo por cumplimentado el requerimiento de 

mérito y se dejó sin efectos el apercibimiento respectivo; en consecuencia, se 

rindió el informe justificado y se ordenó remitir los autos del presente juicio al 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito que por turno 

correspondiera.  

 

50.- Mediante proveído de fecha 24 de febrero de 2022 el 

entonces Magistrado Presidente de la Primera Sección de la Sala Superior de 

este Tribunal, dio cuenta con el oficio ******* ingresado en la Oficialía de Partes 

de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, a través de 

cual el Actuario Judicial del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito comunicó el contenido del acuerdo dictado 

por el Presidente del citado Tribunal de Alzada en el juicio de amparo D.A. 

99/2022, por el cual requirió a este Cuerpo Colegiado para que en el término 

de tres días remitiera las constancias de las notificaciones efectuadas a los 

terceros interesados, respecto del acuerdo por el cual se les emplazó a juicio 

de amparo.  

 

En consecuencia, se acusó recibo del oficio anteriormente 

mencionado y se ordenó remitir las constancias de notificación requeridas, 

para los efectos legales conducentes.  

 

51.- Con fecha 28 de abril de 2023, los Magistrados integrantes 

del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito dictaron ejecutoria dentro del juicio de amparo D.A. 99/2022, en la 

cual, se resolvió lo siguiente:  
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“…  
 
ÚNICO. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a 
**********************************, contra el acto y autoridad precisados en el 
considerando quinto de este fallo, por las razones y para los efectos 
expresados en el último considerando de la presente resolución. 
 
…” 
 

 
52.- A través de auto de fecha 19 de mayo de 2023, aprobado 

por unanimidad de votos de los Magistrados integrantes de la Primera Sección 

de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en sesión 

de fecha 23 de mayo de 2023, se dejó insubsistente la sentencia de fecha 

09 de noviembre de 2021.  

 

53.- Mediante proveído de fecha 12 de junio de 2023 el 

Magistrado Presidente de la Primera Sección de Sala Superior de este 

Tribunal dio cuenta con el oficio ************* ingresado en la Oficialía de Partes 

de Sala Superior, por medio del cual, el Actuario Judicial del Décimo Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito comunica el 

acuerdo dictado en el juicio de amparo D.A. 99/2022, a través del cual, se 

ordena devolver a esta Primera Sección los autos del juicio citado al rubro, 

para efecto que se de cumplimiento a la ejecutoria dictada en el aludido juicio.  

 

En consecuencia, se ordenó turnar los autos del presente juicio a 

la Ponencia del Magistrado Víctor Martín Orduña Muñoz, para que realice el 

proyecto de sentencia que cumplimente en su totalidad la aludida ejecutoria.  
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C O N S I D E R A N D O :  

 

PRIMERO.- LINEAMIENTOS DE LA EJECUTORIA. En el juicio 

en que se actúa, obra copia certificada de la ejecutoria dictada el 28 de abril 

de 2023, dentro del juicio de amparo D.A. 99/2022, en la que el Décimo 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

resolvió en los términos que enseguida se reproducen:  

(…) 
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De las digitalizaciones que anteceden, se advierte que el Décimo 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

estimó fundados los argumentos de la parte quejosa relativos a que en la 

sentencia recurrida este Cuerpo Colegiado realizó una indebida valoración de 

las probanzas ofrecidas por la accionante en el presente juicio de nulidad.  

 

Al respecto, se señaló que la fundamentación y motivación de una 

resolución judicial se encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que 

integran la litis, lo cual implica que de conformidad con el artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas de este 

Tribunal deben estudiar, todos los planteamientos expresados en la demanda 

y la contestación, incluyendo las pruebas que ofrezcan las partes que exhiban 

a efecto de resolver la cuestión efectivamente planteadas.  

 

En ese sentido, el Tribunal de Alzada consideró que esta Primera 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa fue 

omisa en analizar en su integridad las pruebas parciales ofrecidas por la 

accionante, pues en relación con la pericial en materia de sistemas 

computacionales, este Cuerpo Colegiado se limitó a analizar el contenido del 

dictamen del perito de la parte actora sin hacer referencia a los dictámenes 

rendidos por el perito de la autoridad demandada y el perito tercero, por lo que 

resulta evidente que el estudio de dicha prueba fue parcial.  

 

Asimismo, se precisó que también el estudio de la prueba pericial 

en materia de contabilidad, fue parcial ya que que este Órgano Jurisdiccional 

se limitó a hacer referencia al contenido del dictamen rendido por el perito de 

la demandante, sin que se refiriera a los dictámenes rendidos por la 

demandada y el tercero en discordia.  

 

De igual forma, el Tribunal Colegiado señaló que en la sentencia 

reclamada, se omitió valorar las pruebas periciales en los términos que fueron 

ofrecidas, es decir, de forma adminiculada con las manifestaciones realizadas 
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por la demandante en su escrito de demanda, pues de forma dogmática se 

desestimó su contenido, sin hacer pronunciamiento alguno sobre el contenido 

material de las respuestas, aunado a que fueron valoradas de manera 

incompleta.  

 

Por lo anterior, concluyó que esta Primera Sección fue omisa en 

valorar debidamente las pruebas documentales ofrecidas en el juicio de 

nulidad, pues dadas las características de la empresa actora, este Órgano 

Jurisdiccional se encontraba obligado a analizar de manera conjunta las 

pruebas periciales ofrecidas por la actora al estar dirigidas a demostrar la 

pretensión principal de la actora en el presente juicio.  

 

En ese sentido, se concedió el amparo a la quejosa para los 

siguientes efectos:  

 

1. Se deje insubsistente la sentencia reclamada.  

 

2. Se emita otra en la que, reiterando los aspectos que no son 

materia de la concesión de amparo, analice en forma íntegra y 

adminiculada los medios de convicción ofrecidos en los 

términos propuestos y para los fines señalados por la actora. 

 

SEGUNDO.- SE DEJA INSUBSISTENTE LA SENTENCIA DE 09 

DE NOVIEMBRE DE 2021. En cumplimiento a lo ordenado en la ejecutoria de 

28 de abril de 2023, mediante de auto de fecha 19 de mayo de 2023, 

aprobado por unanimidad de votos de los Magistrados integrantes de la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
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Administrativa en sesión de fecha 23 de mayo de 2023, se dejó insubsistente 

la sentencia de fecha 09 de noviembre de 2021. 

 

TERCERO.- COMPETENCIA DE LA PRIMERA SECCIÓN DE 

LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA (REITERACIÓN DEL CONSIDERANDO PRIMERO DE 

LA SENTENCIA DE 09 DE NOVIEMBRE DE 2021, INTOCADO EN LA 

EJECUTORIA DICTADA EL 28 DE ABRIL DE 2023 POR EL DÉCIMO 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO EN EL D.A. 99/2022). Esta Primera Sección de la Sala 

Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa es competente para 

dictar sentencia en el juicio contencioso administrativo en que se actúa, 

conforme a lo dispuesto en los artículos 48 fracción I, inciso a), de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 13 de junio de 2016; 3 fracción II, y 18 fracción III, 

de la Ley Orgánica de este Tribunal, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 18 de julio de 2016, y el Acuerdo G/46/2016, vigente a partir del 

06 de septiembre de 2016; disposiciones que son del tenor literal siguiente: 

 

“LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO” 

 
ARTÍCULO 48.- El Pleno o las Secciones del Tribunal podrán resolver los 
juicios con características especiales: 
 
I. Revisten características especiales los juicios en los que: 
 
a) Por su materia, conceptos de impugnación o cuantía se consideren de 
interés y trascendencia. 
 
Tratándose de la cuantía, el valor del negocio será determinado por el pleno 
jurisdiccional de la Sala Superior, mediante la emisión del acuerdo general 
correspondiente. 
 
(…)” 

 
LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA 
 

“ARTÍCULO 3.- El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra 
las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se 
indican a continuación: 
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(…) 
 
II. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales 
autónomos, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije 
en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 
 
(...)” 
"ARTÍCULO 18.- Son facultades de la Primera y Segunda Sección, las 
siguientes: 
 
(…) 
 
III. Resolver los juicios con características especiales, en términos de las 
disposiciones aplicables, con excepción de los que sean competencia 
exclusiva de la Tercera Sección; 
 
(…)” 
 
 

ACUERDO G/46/2016 
SE DETERMINA CUANTÍA PARA EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE 

ATRACCIÓN 
 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 17, fracción XIII, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en relación con el 
artículo 48, fracción I, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo. 
 

CONSIDERANDO 
 

ÚNICO. Que mediante Decreto publicado el 13 de junio de 2016, en el Diario 
Oficial de la Federación, se realizaron reformas a la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, y se establece en su artículo 48, 
fracción I, inciso a), que el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior de este 
Tribunal, determinará la cuantía de los juicios para efectos de la facultad de 
atracción; esto con la finalidad de que la Sala Superior se enfoque en la 
resolución de los asuntos de mayor importancia y actualice tal monto de 
manera periódica. 
 
El Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa expide el siguiente: 
 

ACUERDO 
 

ÚNICO.- Se determina que para efectos de la facultad de atracción, 
tratándose de la cuantía, el valor del negocio deberá exceder de 
$100´000,000.00 (Cien millones de pesos 00/100 M.N.) 
 
(...)” 
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El transcrito artículo 48 fracción I inciso a), de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que el Pleno o las 

Secciones de este Órgano Jurisdiccional, de oficio o a petición fundada de la 

Sala Regional correspondiente o de las autoridades, podrán ejercer la facultad 

de atracción para resolver los juicios con características especiales y que el 

valor del negocio será determinado por el Pleno Jurisdiccional de la Sala 

Superior, mediante la emisión del acuerdo general correspondiente. 

 

Asimismo, el artículo 3 fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, establece que este Tribunal es competente 

para conocer, entre otras resoluciones, las dictadas por autoridades fiscales 

federales y organismos fiscales autónomos, en que se determine la 

existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las 

bases para su liquidación. 

 

Por su parte, el artículo 18 fracción III, de la Ley aludida, prevé 

como facultad específica de las Secciones de la Sala Superior de este 

Tribunal, resolver los juicios con características especiales, en términos de las 

disposiciones aplicables. 

 

Por último, el Acuerdo G/46/2016 emitido por el Pleno de la Sala 

Superior de este Tribunal establece que, para decidir sobre la atracción de 

asuntos por parte de las Secciones de dicha Sala Superior, la cuantía del 

negocio deberá ser superior a $100´000,000.00. 

 

Bajo esa guisa, en el presente caso se actualizan los supuestos 

señalados, puesto que se controvierte la legalidad de la resolución contenida 

en el oficio **********************, de 9 de mayo de 2018, a través del cual el 

Titular de la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal del Distrito 

Federal “2”, con sede en Ciudad de México, de la Administración General de 

Auditoria Fiscal Federal del Servicio de Administración Tributaria determinó a 

cargo de la empresa actora un crédito fiscal en cantidad total de 

*****************; resultando evidente que esta Primera Sección de la Sala 
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Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa es competente 

para resolver el juicio contencioso administrativo que nos ocupa. 

 

CUARTO.- EXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 

(REITERACIÓN DEL CONSIDERANDO SEGUNDO DE LA SENTENCIA DE 

09 DE NOVIEMBRE DE 2021, INTOCADO EN LA EJECUTORIA DICTADA 

EL 28 DE ABRIL DE 2023 POR EL DÉCIMO TERCER TRIBUNAL 

COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO EN 

EL D.A. 99/2022). La existencia de la resolución cuya legalidad se controvierte 

se encuentra debidamente acreditada en autos, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 15 fracción III y 46 fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con los diversos 

artículos 129, 200 y 202 del Código Federal de Procedimiento Civiles de 

aplicación supletoria a la materia, en virtud que tal documental fue exhibida 

por el actor al presentar la demanda, así como por el reconocimiento expreso 

que formuló la autoridad demandada al contestar ésta. 

 

QUINTO.- COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA EMITIR 

LA ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA, ASÍ COMO LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA (REITERACIÓN DEL CONSIDERANDO TERCERO DE LA 

SENTENCIA DE 09 DE NOVIEMBRE DE 2021, INTOCADO EN LA 

EJECUTORIA DICTADA EL 28 DE ABRIL DE 2023 POR EL DÉCIMO 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO EN EL D.A. 99/2022). En virtud que la competencia es de 

orden público y estudio preferente, esta Primera Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de conformidad con el artículo 50 

tercer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

procede al estudio y resolución del concepto de impugnación identificado como 
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SEGUNDO del escrito inicial de demanda, a través del cual la demandante 

argumenta literalmente lo siguiente: 

 

“(…) 

 

(…)” 

 

De lo anteriormente digitalizado, se desprende que la 

demandante argumentó en esencia lo siguiente: 

 

➢ Que niega lisa y llanamente que la resolución impugnada y la 

orden de visita hayan sido emitidas por autoridad competente. 

 

➢ Que derivado de lo anterior, solicita se declare la nulidad de la 

resolución impugnada al ser fruto de actos viciados de origen. 

 

Por su parte, la autoridad demandada en el oficio de 

contestación señaló literalmente lo siguiente: 
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“(…) 
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(…)” 
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De las digitalizaciones anteriores, medularmente la autoridad 

fiscal federal consideró lo siguiente:  

 

➢ Que resultan infundadas las manifestaciones de la parte actora 

toda vez que en la orden de visita domiciliaria y en la resolución impugnada 

se señalaron con precisión los ordenamientos legales que le otorgan 

existencia y competencia material y territorial a las autoridades emisoras de 

éstas para realizar tales actuaciones. 

 

➢ Que en la orden de visita domiciliaria contenida en el oficio 

************************** de 12 de noviembre de 2015, emitida por la entonces 

Administración Local de Auditoría Fiscal del Centro del Distrito Federal, se 

citaron con precisión los ordenamientos legales que establecen la existencia 

de la autoridad signante, así como su competencia material y territorial para 

su actuación. 

 
 
➢ Por otra parte, respecto de la resolución determinante señala que 

contrario a lo manifestado por la parte actora en su demanda, la resolución 

contenida en el oficio ********************** de 09 de mayo de 2018, emitida por 

la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal del Distrito Federal “2”, 

citó con precisión los ordenamientos legales que le otorgan existencia a la 

autoridad signante, así como competencia material y territorial. 

 

➢ Que derivado de lo expuesto solicita se reconozca la validez del 

acto impugnado. 

 
Delimitado lo anterior, esta Primera Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa estima que el concepto de impugnación 

en estudio deviene INFUNDADO, en virtud de las consideraciones de hecho y 

derecho que a continuación se exponen: 

 

En primer lugar, debe precisarse que la litis a dilucidar se 

circunscribe en determinar: 
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a) Si la autoridad emisora de la orden de visita domiciliaria 

contenida en el oficio ************************** de 12 de noviembre de 2015, 

fundamentó y motivó debidamente su competencia material y territorial 

para emitir tal acto. 

 

b) Si la autoridad emisora de la resolución determinante 

contenida en el oficio **********************, de 09 de mayo de 2018, 

fundamentó y motivó debidamente su competencia material y territorial 

para emitir tal acto. 

 

Ahora bien, previo a resolver la litis planteada se considera 

oportuno recordar que la competencia de las autoridades, como presupuesto 

procesal que atañe a la correcta integración de un procedimiento, es una 

cuestión de orden público, de tal manera que si en un acto de molestia no se 

citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad 

administrativa para afectar al gobernado, ese acto concreto de autoridad 

carecerá de eficacia y validez. 

 

Al respecto, los artículos 16 de la Carta Magna y 38 del Código 

Fiscal de la Federación, exigen la debida fundamentación de la competencia 

de todo acto de autoridad. 

 

En efecto, conforme a las garantías de legalidad y seguridad 

jurídica que rigen a nuestro sistema jurídico, los actos de molestia de las 

autoridades requieren para ser legales, ser emitidos por autoridad competente 

para tales efectos, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente 

debe emitirse por quien para ello esté legitimado, expresándose el carácter en 
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que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que 

le otorgue tal legitimación, pues de lo contrario se dejaría al particular en 

estado de indefensión, ya que al no conocer el sustento de la facultad de la 

autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita; en tal sentido,  es 

evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si la actuación de 

ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es 

o no conforme a la ley que le resulta aplicable, para que, en su caso, esté en 

aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del sustento en que se 

funde la autoridad para emitirlo en el carácter con que lo haga, pues bien 

puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, 

acuerdo o decreto que invoque. 

 

Así lo ha sostenido el Pleno de nuestro más Alto Tribunal, al emitir 

la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de 

1994, que dice: 

 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL 
DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de 
las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran 
los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia 
y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad 
competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia 
jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe 
emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de 
las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el 
dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, 
se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el 
apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que 
lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su 
actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y 
es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté 
en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que 
se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su 
actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que 
invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o 
la secundaria.” 

 

 

Es por ello que, para cumplir con la debida fundamentación en lo 

relativo a la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia, es 

necesario que en el documento se invoquen las disposiciones legales, 
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acuerdo o decreto que otorga las facultades a dicha autoridad y, en caso que 

tales normas legales contengan diversos supuestos, se deben precisar 

con claridad y detalle el apartado, fracción o fracciones, incisos y 

subincisos en que se apoya su actuación, pues de lo contrario, se dejaría 

a los particulares en estado de indefensión, toda vez que no es dable ninguna 

clase de ambigüedad, ya que debe existir una exacta individualización del acto 

de autoridad de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el particular, 

con relación a las facultades de la autoridad, por razones de seguridad 

jurídica. 

 

El criterio anterior ha sido sostenido por la Segunda Sala de 

nuestro máximo Tribunal, en la tesis de jurisprudencia 2a./J 57/2001, emitida 

por contradicción de tesis, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, visible en el Tomo XIV, noviembre de 2001, cuyo 

texto dispone: 

 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, 
DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 
OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA 
RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la 
tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: 
"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL 
ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se 
sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación 
consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las 
normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto 
de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la 
exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad 
jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o 
lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su 
defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. 
En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha 
la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto 
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constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa 
para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se 
contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que 
otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas 
incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, 
la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues 
de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que 
se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra 
o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y 
territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, 
porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna 
clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una 
exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis 
jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la 
autoridad, por razones de seguridad jurídica.” 

 

 

Este criterio tiene su base en que la garantía de seguridad jurídica 

prevista en el artículo 16 de la Carta Magna, en cuanto a la fundamentación 

de la competencia de la autoridad que dicta el acto de molestia, descansa en 

el principio de legalidad, consistente en que: "Los órganos o autoridades 

estatales sólo pueden hacer aquello que expresamente les permita la ley", por 

lo que tiene que fundar en derecho su competencia y, por tanto, no basta la 

cita global del ordenamiento jurídico que se la confiere, sino que es 

necesario citar en el cuerpo mismo del documento que lo contenga.  

 

Es decir, la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 

16 de la Constitución, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita 

de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el 

acto de molestia que se trate, atendiendo al valor jurídicamente protegido por 

la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad 

jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que considere afectan 

o lesionan su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de defensa 

de aquéllos, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. 

 

Al efecto, debe tomarse en cuenta que la competencia de las 

autoridades administrativas se fija siguiendo, básicamente, tres criterios: por 

razón de materia, por razón de grado y por razón de territorio; los cuales 

consisten en: 
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a) Material: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones 

jurídicas que constituyen el objeto de aquél, se ubican dentro del campo de 

acción de cada órgano, que se distingue de los demás. (salud, fiscales, 

administrativas, ecología, comercio, etc.) 

 

b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la 

competencia estructurada piramidalmente, que deriva de la organización 

jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por 

grados y los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a 

los superiores o viceversa. 

 

c) Territorio: Ésta hace alusión a las circunscripciones 

administrativas. El Estado por la extensión de territorio y complejidad de las 

funciones que ha de realizar, se encuentra en necesidad de dividir su actividad 

entre órganos situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales 

tiene un campo de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que 

tengan idéntica competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin 

embargo, por razón de territorio. 

 

Por tales razones, si la autoridad no invoca una fracción que le da 

la competencia material precisa y tampoco invoca las disposiciones que le 

otorgan la competencia territorial, es insuficiente para estimar que el acto, en 

cuanto a la competencia de la autoridad, se encuentra correctamente fundado 

por razón de materia, grado y territorio; luego, ante tal situación, también 

resulta indispensable señalar el precepto legal que atendiendo a dicha 

distribución de competencia, le confiere facultades para realizar dicho 

proceder, a fin de que el actor se encuentre en posibilidad de conocer si el 

acto respectivo fue emitido por autoridad competente. 



- 50 - 

En este tenor, es dable concluir que para estar debidamente 

fundado un acto de autoridad, por lo que hace a la competencia material, por 

grado y territorial de la autoridad emisora, es necesario que en el documento 

se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan 

facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan 

diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción 

o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser 

así, se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que 

ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito 

competencial respectivo, y en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. 

 

Nuestro máximo Tribunal, continuando en el avance de lo que 

debe entenderse por la debida fundamentación de la competencia de la 

autoridad, ha establecido que cuando se trate de normas complejas, la 

autoridad debe llegar incluso al extremo de transcribir la parte correspondiente 

del precepto que le otorgue su competencia, con la única finalidad de 

especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le 

corresponden, pues considerar lo contrario, significaría que el gobernado es a 

quien le correspondería la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales 

que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia para 

fundar su competencia, si la autoridad tiene competencia de grado, materia y 

territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en un completo 

estado de indefensión, en virtud de que ignoraría en cuál de todas las normas 

legales que integran el texto normativo, es la específicamente aplicable a la 

actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio. 

 

Lo anterior fue sustentado por la Segunda Sala de nuestro 

máximo Tribunal, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2005, emitida por 

contradicción de tesis 114/2005-SS, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, visible en el Tomo XXIII, septiembre 

de 2005, cuyo texto dispone: 
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“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A 
PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 
OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 
FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS 
CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la 
tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: 
"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL 
ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se 
sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación 
consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las 
normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto 
de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la 
exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad 
jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o 
lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa 
ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una 
obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues 
sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto 
dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente 
para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido 
específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para 
considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en 
el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise 
exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con 
base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución 
ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin 
embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata 
de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con 
la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades 
que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el 
gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que 
señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene 
competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo 
hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las 
normas legales que integran el texto normativo es la específicamente 
aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, 
grado y territorio.” 

 

 

Precisado lo anterior, esta Primera Sección se avoca al estudio y 

resolución de la litis planteada en el inciso a) relativa a determinar si la 
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autoridad emisora de la orden de visita domiciliaria contenida en el oficio 

************************** de 12 de noviembre de 2015, fundamentó y motivó 

debidamente su competencia material y territorial para emitir tal acto; por 

lo que se procede a imponerse del contenido de la misma, únicamente en su 

parte conducente; documental que es valorada en términos del artículo 46, 

fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo que 

es del contenido siguiente: 
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De las anteriores imágenes, se desprende que la autoridad 

hacendaria fundamentó su competencia utilizando los siguientes artículos: 

 

ACTO Orden de visita domiciliaria. 

No. DE OFICIO ************************** de 12 de noviembre de 2015. 

AUTORIDAD 

EMISORA 

Administración Local de Auditoría Fiscal del Centro del Distrito 

Federal de la Administración General de Auditoría Fiscal 

Federal del Servicio de Administración Tributaria. 

FUNAMENTACIÓN: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Artículo 16. 
 
Ley del Servicio de Administración Tributaria publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, 
reformada mediante Decreto publicado el 12 de junio de 2003, 
en el citado medio de difusión oficial. 
 
Artículo 1. 
 
Artículo 7 fracciones VII, XII y XVIII. 
 
Artículo 8 fracción III 
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Reglamento Interior del Servicio de Administración 
Tributaria publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 
de octubre de 2007 y reformado mediante Decretos publicados 
el 29 de abril de 2010, 13 de julio de 2012 y 30 de diciembre de 
2013, en el mismo órgano oficial. 
 
Artículo 2 primer párrafo, apartado C, fracción II. 
 
Artículo 9 primer párrafo, fracción XXXVII y último párrafo. 
 
Artículo 10 primer párrafo, fracción I. 
 
Artículo 17 párrafos primero, fracción III, segundo, 
antepenúltimo y penúltimo, numeral 9. 
 
Artículo 19 primer párrafo, apartado A, fracción I y último 
párrafo. 
 
Artículo 37 primer párrafo apartado A, fracción LXIV y último 
párrafo. 
 
Acuerdo por el que se establece la Circunscripción 
Territorial de las Unidades Administrativas Regionales del 
Servicio de Administración Tributaria, publicado en e Diario 
Oficial de la Federación el 15 de enero de 2013. 
 
Artículo Primero, primer párrafo, fracción LXIV. 
 
Artículo Séptimo. 
 
Código Fiscal de la Federación 
 
Artículo 33 último párrafo. 
 
Artículo 42 primer párrafo, fracción III y segundo párrafo. 
 
Artículos 43 a 46. 

 

Preceptos que disponen textualmente lo siguiente: 

 

CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los 
juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca 
como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en 
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cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo 
previsto en este párrafo. 
 
(…) 
 
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente 
para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de 
policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para 
comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en 
estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los 
cateos. 
 
(…)” 

 
 

LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
 

 
“Artículo 1o. El Servicio de Administración Tributaria es un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el 
carácter de autoridad fiscal, y con las atribuciones y facultades ejecutivas que 
señala esta Ley.” 
 
 
“Artículo 7o. El Servicio de Administración Tributaria tendrá las atribuciones 
siguientes: 
 
(…) 
 
VII. Vigilar y asegurar el debido cumplimiento de las disposiciones fiscales y 
aduaneras y, en su caso, ejercer las facultades de comprobación previstas en 
dichas disposiciones; 
 
(…) 
 
XII. Allegarse la información necesaria para determinar el origen de los 
ingresos de los contribuyentes y, en su caso, el cumplimiento correcto de sus 
obligaciones fiscales. 
 
(…) 
 
XVIII. Las demás que sean necesarias para llevar a cabo las previstas en esta 
Ley, su reglamento interior y demás disposiciones jurídicas aplicables.” 
 
 
“Artículo 8o. Para la consecución de su objeto y el ejercicio de sus 
atribuciones, el Servicio de Administración Tributaria contará con los órganos 
siguientes:  
 
(…) 
 
III.  Las unidades administrativas que establezca su reglamento interior.” 
 
 

REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA 
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“Artículo 2.- Para el despacho de los asuntos de su competencia, el Servicio 
de Administración Tributaria contará con las siguientes unidades 
administrativas: 
 
(…) 
 
C. Unidades Administrativas Regionales: 
 
(…) 
 
II.- Administraciones Locales. 
 
(…)” 
 
 
“Artículo 9.- Los Administradores Generales, además de las facultades que 
les confiere este Reglamento, tendrán las siguientes: 
 
(…) 
 
XXXVII.- Notificar los actos que emitan relacionados con el ejercicio de sus 
facultades, así como los que dicten las unidades administrativas que les estén 
adscritas. 
 
Las unidades administrativas regionales tendrán la sede que se establece en 
el artículo 37 de este Reglamento y ejercerán su competencia dentro de la 
circunscripción territorial que al efecto se determine en el acuerdo 
correspondiente, con excepción de la facultad de notificar y la de verificación 
en materia de Registro Federal de Contribuyentes y de cualquier padrón 
contemplado en la legislación fiscal y aduanera, las cuales podrán ejercerse 
en todo el territorio nacional. Asimismo, dichas unidades podrán solicitar a 
otras unidades con circunscripción territorial distinta, iniciar, continuar o 
concluir cualquier procedimiento y, en su caso, realizar los actos jurídicos 
correspondientes.” 
 
 
“Artículo 10.- Los Administradores Centrales, Regionales, Locales y de las 
Aduanas; los Coordinadores, y los Administradores adscritos a las Unidades 
Administrativas Centrales, además de las facultades que les confiere este 
Reglamento, tendrán las siguientes: 
 
I.- Las señaladas en las fracciones II, IV, V, VII, VIII, IX, X, XI, XIII, XIV, XV, 
XVI, XVII, XXI, XXII, XXIV, XXVI, XXVII, XXX, XXXI, XXXIV, XXXV, XXXVI, 
XXXVII, XXXVIII, XXXIX, XL, XLI, XLIII, XLVII, XLVIII, XLIX, L y LI del artículo 
anterior de este Reglamento. 
 
(…)” 
 
“Artículo 17.- Compete a la Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal: 
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(…) 
 
III.- Ordenar y practicar visitas domiciliarias, auditorías, inspecciones, actos 
de vigilancia, verificaciones, verificaciones de origen y demás actos que 
establezcan las disposiciones fiscales y aduaneras, para comprobar el 
cumplimiento de tales disposiciones por los contribuyentes, responsables 
solidarios y demás obligados en materia de contribuciones, incluyendo las que 
se causen por la entrada al territorio nacional o salida del mismo de 
mercancías y medios de transporte, aprovechamientos, estímulos fiscales, 
franquicias y accesorios de carácter federal, cuotas compensatorias, 
regulaciones y restricciones no arancelarias, inclusive normas oficiales 
mexicanas, y para comprobar de conformidad con los acuerdos, convenios o 
tratados en materia fiscal o aduanera de los que México sea parte, el 
cumplimiento de obligaciones a cargo de los contribuyentes, importadores, 
exportadores, productores, responsables solidarios y demás obligados en 
materia de impuestos, inclusive en materia de origen; comunicar a los 
contribuyentes la sustitución de la autoridad que continúe con el 
procedimiento instaurado para la comprobación de las obligaciones fiscales y 
reponer dicho procedimiento de conformidad con el Código Fiscal de la 
Federación. 
 
(…) 
 
Cuando la Administración General de Auditoría Fiscal Federal, sus unidades 
administrativas centrales y administraciones locales o subadministraciones 
que dependan de éstas, inicien facultades de comprobación respecto de un 
sujeto de su competencia que cambie de domicilio y se ubique en la 
circunscripción territorial de otra Administración Local, la autoridad que haya 
iniciado las facultades de comprobación continuará su ejercicio hasta su 
conclusión, incluyendo, en su caso, la emisión del oficio que determine un 
crédito fiscal, salvo que la unidad administrativa competente por virtud del 
nuevo domicilio fiscal notifique que continuará el ejercicio de las facultades de 
comprobación ya iniciadas. 
 
(…) 
 
La Administración General de Auditoría Fiscal Federal estará a cargo de un 
Administrador General, auxiliado en el ejercicio de sus facultades por los 
servidores públicos que en adelante se señalan. 
 
Las unidades administrativas de las que sean titulares los servidores públicos 
que a continuación se indican estarán adscritas a la Administración General 
de Auditoría Fiscal Federal: 
 
(…) 
 
9. Administradores Locales de Auditoría Fiscal. 
 
(…)” 
 
“Artículo 19.- Compete a las siguientes unidades administrativas de la 
Administración General de Auditoría Fiscal Federal, dentro de la 
circunscripción territorial que a cada una corresponda, ejercer las facultades 
que a continuación se precisan: 
 
A. Administraciones Locales de Auditoría Fiscal: 
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I.- Las señaladas en las fracciones II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, 
XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, 
XXVIII, XXXI, XXXII, XXXIII, XXXIV, XXXV, XXXVII, XXXVIII, XL y XLIII del 
artículo 17 de este Reglamento. 
 
(…) 
 
Las Administraciones Locales de Auditoría Fiscal estarán a cargo de un 
Administrador Local, quien será auxiliado en el ejercicio de las facultades 
conferidas en este artículo por los Subadministradores Locales de Auditoría 
Fiscal “1”, “2”, “3”, “4”, “5”, “6”, “7” y “8”, Jefes de Departamento, 
Coordinadores de Auditoría, Enlaces, Supervisores, Auditores, Inspectores, 
Verificadores, Ayudantes de Auditor y Notificadores, así como por el personal 
que se requiera para satisfacer las necesidades del servicio” 
 
 
“Artículo 37.- El nombre y sede de las unidades administrativas regionales 
del Servicio de Administración Tributaria será el siguiente: 
 
A. Administraciones Locales de Servicios al Contribuyente, de 
Auditoría Fiscal, Jurídicas y de Recaudación:  
 
(…)” 
 
LXIV.- Del Centro del Distrito Federal, con sede en el Distrito Federal. 
 
(…) 
 
Las unidades administrativas regionales a que se refiere este artículo tendrán 
la circunscripción territorial que se determine mediante acuerdo del Jefe del 
Servicio de Administración Tributaria." 
 
 

ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
TERRITORIAL DE LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS REGIONALES 

DEL SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA 
 
“Artículo Primero. Las unidades administrativas regionales del Servicio de 
Administración Tributaria denominadas Administraciones Locales, las cuales 
se encuentran integradas por las Administraciones Locales de Servicios al 
Contribuyente, Auditoría Fiscal, Jurídicas y de Recaudación de conformidad 
con el artículo 37, Apartado A del Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria, tendrán la circunscripción dentro del territorio que 
les corresponda conforme a las siguientes fracciones: 
 
(…) 
 
LXIV. ADMINISTRACION LOCAL DEL CENTRO DEL DISTRITO FEDERAL: 
En el Distrito Federal, el territorio delimitado por el perímetro siguiente: 
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AL NORTE: A partir del Circuito Interior, avenida Melchor Ocampo, hacia el 
Este por las avenidas Ribera de San Cosme, Puente de Alvarado y avenida 
Hidalgo, acera sur, hasta Paseo de la Reforma Norte, siguiendo hacia el 
Noreste por Paseo de la Reforma Norte hasta Valerio Trujano, continuando 
hacia el Sur por Valerio Trujano hasta avenida Hidalgo, continuando hacia el 
Este por avenida Hidalgo, Tacuba hasta Seminario. 
 
AL ESTE: A partir de República de Guatemala hacia el Sur por Seminario, 
Plaza de la Constitución, José María Pino Suárez y calzada San Antonio 
Abad, acera oeste, hasta Viaducto Presidente Miguel Alemán. 
 
AL SUROESTE: A partir de calzada San Antonio Abad hacia el Oeste, por 
Viaducto Presidente Miguel Alemán, acera norte, hasta avenida Doctor Vértiz, 
continuando hacia el Sur por avenida Doctor Vértiz, acera oeste, hasta 
Cumbres de Maltrata, continuando hacia el Noroeste por Cumbres de 
Maltrata, acera noreste, hasta Pedro Romero de Terreros; siguiendo hacia el 
Oeste por Pedro Romero de Terreros, acera norte, hasta avenida División del 
Norte, continuando hacia el Sureste por avenida División del Norte, acera 
suroeste, hasta Eje 6 Sur, Ángel Urraza. 
 
AL SUR: A partir de avenida División del Norte hacia el Oeste por Eje 6 Sur, 
Ángel Urraza, California, Plaza Baja California, Holbein y Tintoreto, acera 
norte, hasta avenida Revolución. 
 
AL OESTE: A partir del Eje 6 Sur, Tintoreto, hacia el Norte por avenida 
Revolución, acera este, hasta Eje 3 Sur, avenida Benjamín Franklin; siguiendo 
hacia el Este por Eje 3 Sur, avenida Benjamín Franklin, acera suroeste, hasta 
Ciencias; continuando hacia el Noreste por avenida Tamaulipas, acera 
sureste, hasta avenida Alfonso Reyes; siguiendo hacia el Noroeste por 
avenida Alfonso Reyes, acera noreste, hasta avenida José Vasconcelos, 
continuando hacia el Noreste por avenida José Vasconcelos, hasta avenida 
Chapultepec, continuando hacia el Noroeste por José Vasconcelos, hasta 
Paseo de la Reforma, siguiendo hacia el Noreste por Circuito Interior, calzada 
Melchor Ocampo, acera sureste, hasta Ribera de San Cosme. 
 
(…)” 
 
 
“Artículo Séptimo. Cuando de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables se creen entidades federativas, municipios o delegaciones o se 
cambie la denominación de los ya existentes, las referencias a los mismos en 
el presente Acuerdo, antes de las reformas respectivas, se entenderán 
hechas a las nuevas entidades federativas, municipios o delegaciones o a las 
denominaciones recientes. 
 
Cuando se modifique la extensión territorial de una Entidad Federativa, 
Municipio o Delegación Política, los contribuyentes ubicados dentro de dicha 
extensión continuarán siendo competencia de la unidad administrativa a la 
que pertenecían territorialmente antes de la modificación.” 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
“Artículo 33.- Las autoridades fiscales para el mejor cumplimiento de sus 
facultades, estarán a lo siguiente: 
 
(…) 
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Cuando las Leyes, Reglamentos y demás disposiciones legales hagan 
referencia u otorguen atribuciones a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público o a cualquiera de sus Unidades Administrativas, se entenderán 
hechas al Servicio de Administración Tributaria, cuando se trate de 
atribuciones vinculadas con la materia objeto de la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria, su Reglamento interior o cualquier otra disposición 
jurídica que emane de ellos.” 
 
 
“Artículo 42.- Las autoridades fiscales a fin de comprobar que los 
contribuyentes, los responsables solidarios o los terceros con ellos 
relacionados han cumplido con las disposiciones fiscales y, en su caso, 
determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para 
comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información a 
otras autoridades fiscales, estarán facultadas para: 
 
(…) 
 
III. Practicar visitas a los contribuyentes, los responsables solidarios o 
terceros relacionados con ellos y revisar su contabilidad, bienes y mercancías. 
 
(…) 
 
Las autoridades fiscales podrán ejercer estas facultades conjunta, indistinta o 
sucesivamente, entendiéndose que se inician con el primer acto que se 
notifique al contribuyente. 
 
(…)” 
 
 
“Artículo 43.- En la orden de visita, además de los requisitos a que se refiere 
el artículo 38 de este Código, se deberá indicar: 
 
I. El lugar o lugares donde debe efectuarse la visita. El aumento de lugares a 
visitar deberá notificarse al visitado. 
 
II. El nombre de la persona o personas que deban efectuar la visita las cuales 
podrán ser sustituidas, aumentadas o reducidas en su número, en cualquier 
tiempo por la autoridad competente. La sustitución o aumento de las personas 
que deban efectuar la visita se notificará al visitado. 
 
Las personas designadas para efectuar la visita la podrán hacer conjunta o 
separadamente. 
 
III. Tratándose de las visitas domiciliarias a que se refiere el artículo 44 de 
este Código, las órdenes de visita deberán contener impreso el nombre del 
visitado excepto cuando se trate de órdenes de verificación en materia de 
comercio exterior y se ignore el nombre del mismo. En estos supuestos, 
deberán señalarse los datos que permitan su identificación, los cuales podrán 
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ser obtenidos, al momento de efectuarse la visita domiciliaria, por el personal 
actuante en la visita de que se trate.” 
 
 
“Artículo 44.- En los casos de visita en el domicilio fiscal, las autoridades 
fiscales, los visitados, responsables solidarios y los terceros estarán a lo 
siguiente: 
 
I. La visita se realizará en el lugar o lugares señalados en la orden de visita. 
 
II. Si al presentarse los visitadores al lugar en donde deba practicarse la 
diligencia, no estuviere el visitado o su representante, dejarán citatorio con la 
persona que se encuentre en dicho lugar para que el mencionado visitado o 
su representante los esperen a hora determinada del día siguiente para recibir 
la orden de visita; si no lo hicieren, la visita se iniciará con quien se encuentre 
en el lugar visitado. 
 
Si el contribuyente presenta aviso de cambio de domicilio después de recibido 
el citatorio, la visita podrá llevarse a cabo en el nuevo domicilio manifestado 
por el contribuyente y en el anterior, cuando el visitado conserve el local de 
éste, sin que para ello se requiera nueva orden o ampliación de la orden de 
visita, haciendo constar tales hechos en el acta que levanten, salvo que en el 
domicilio anterior se verifique alguno de los supuestos establecidos en el 
artículo 10 de este Código, caso en el cual la visita se continuará en el 
domicilio anterior. 
 
Cuando exista peligro de que el visitado se ausente o pueda realizar 
maniobras para impedir el inicio o desarrollo de la diligencia, los visitadores 
podrán proceder al aseguramiento de la contabilidad. 
 
En los casos en que al presentarse los visitadores al lugar en donde deba 
practicarse la diligencia, descubran bienes o mercancías cuya importación, 
tenencia, producción, explotación, captura o transporte deba ser manifestada 
a las autoridades fiscales o autorizada por ellas, sin que se hubiera cumplido 
con la obligación respectiva, los visitadores procederán al aseguramiento de 
dichos bienes o mercancías. 
 
III. Al iniciarse la visita en el domicilio fiscal, los visitadores que en ella 
intervengan se deberán identificar ante la persona con quien se entienda la 
diligencia, requiriéndola para que designe dos testigos; si éstos no son 
designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los 
designarán, haciendo constar esta situación en el acta que levanten, sin que 
esta circunstancia invalide los resultados de la visita. 
 
Los testigos pueden ser substituidos en cualquier tiempo por no comparecer 
al lugar donde se esté llevando a cabo la visita, por ausentarse de él antes de 
que concluya la diligencia o por manifestar su voluntad de dejar de ser testigo, 
en tales circunstancias la persona con la que se entienda la visita deberá 
designar de inmediato otros y ante su negativa o impedimento de los 
designados, los visitadores podrán designar a quienes deban sustituirlos. La 
sustitución de los testigos no invalida los resultados de la visita. 
 
Si al cierre del acta que se levante, el visitado o la persona con quien se 
entendió la diligencia o los testigos se niegan a firmar el acta, o el visitado o 
la persona con quien se entendió la diligencia se niegan a aceptar copia del 
acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta, sin que esto afecte la 
validez y valor probatorio de la misma; dándose por concluida la diligencia. 
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IV. Las autoridades fiscales podrán solicitar el auxilio de otras autoridades 
fiscales que sean competentes, para que continúen una visita iniciada por 
aquéllas notificando al visitado la sustitución de autoridad y de visitadores. 
Podrán también solicitarles practiquen otras visitas para comprobar hechos 
relacionados con la que estén practicando.” 
 
 
“Artículo 45.- Los visitados, sus representantes o la persona con quien se 
entienda la visita en el domicilio fiscal, están obligados a permitir a los 
visitadores designados por las autoridades fiscales el acceso al lugar o 
lugares objeto de la misma, así como mantener a su disposición la 
contabilidad y demás papeles que acrediten el cumplimiento de las 
disposiciones fiscales de los que los visitadores podrán sacar copias para que 
previo cotejo con sus originales se certifiquen por éstos y sean anexados a 
las actas finales o parciales que levanten con motivo de la visita. También 
deberán permitir la verificación de bienes y mercancías, así como de los 
documentos, estados de cuentas bancarias, discos, cintas o cualquier otro 
medio procesable de almacenamiento de datos que tenga el contribuyente en 
los lugares visitados. 
 
Cuando los visitados lleven su contabilidad o parte de ella con el sistema de 
registro electrónico, o microfilmen o graben en discos ópticos o en cualquier 
otro medio que autorice el Servicio de Administración Tributaria mediante 
reglas de carácter general, deberán poner a disposición de los visitadores el 
equipo de cómputo y sus operadores, para que los auxilien en el desarrollo 
de la visita, así como entregar a la autoridad los archivos electrónicos en 
donde conste dicha contabilidad. 
 
En el caso de que los visitadores obtengan copias certificadas de la 
contabilidad deberán levantar acta parcial al respecto, la cual deberá reunir 
los requisitos que establece el artículo 46 de este Código, con la que podrá 
terminar la visita domiciliaria en el domicilio o establecimientos del visitado, 
pudiéndose continuar el ejercicio de las facultades de comprobación en el 
domicilio del visitado o en las oficinas de las autoridades fiscales, donde se 
levantará el acta final, con las formalidades a que se refiere el citado artículo. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no es aplicable cuando los visitadores 
obtengan copias de sólo parte de la contabilidad. En este caso, se levantará 
el acta parcial señalando los documentos de los que se obtuvieron copias, 
pudiéndose continuar la visita en el domicilio o establecimientos del visitado. 
En ningún caso las autoridades fiscales podrán recoger la contabilidad del 
visitado.” 
 
 
“Artículo 46.- La visita en el domicilio fiscal se desarrollará conforme a las 
siguientes reglas: 
 
I. De toda visita en el domicilio fiscal se levantará acta en la que se hará 
constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren 
conocido por los visitadores. Los hechos u omisiones consignados por los 
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visitadores en las actas hacen prueba de la existencia de tales hechos o de 
las omisiones encontradas, para efectos de cualquiera de las contribuciones 
a cargo del visitado en el periodo revisado. 
 
II. Si la visita se realiza simultáneamente en dos o más lugares, en cada uno 
de ellos se deberán levantar actas parciales, mismas que se agregarán al acta 
final que de la visita se haga, la cual puede ser levantada en cualquiera de 
dichos lugares. En los casos a que se refiere esta fracción, se requerirá la 
presencia de dos testigos en cada establecimiento visitado en donde se 
levante acta parcial, cumpliendo al respecto con lo previsto en la fracción II 
del artículo 44 de este Código. 
 
III. Durante el desarrollo de la visita los visitadores a fin de asegurar la 
contabilidad, correspondencia o bienes que no estén registrados en la 
contabilidad, podrán, indistintamente, sellar o colocar marcas en dichos 
documentos, bienes o en muebles, archiveros u oficinas donde se 
encuentren, así como dejarlos en calidad de depósito al visitado o a la persona 
con quien se entienda la diligencia, previo inventario que al efecto formulen, 
siempre que dicho aseguramiento no impida la realización de las actividades 
del visitado. Para efectos de esta fracción, se considera que no se impide la 
realización de actividades cuando se asegure contabilidad o correspondencia 
no relacionada con las actividades del mes en curso y los dos anteriores. En 
el caso de que algún documento que se encuentre en los muebles, archiveros 
u oficinas que se sellen, sea necesario al visitado para realizar sus 
actividades, se le permitirá extraerlo ante la presencia de los visitadores, 
quienes podrán sacar copia del mismo. 
 
IV. Con las mismas formalidades a que se refieren las fracciones anteriores, 
se podrán levantar actas parciales o complementarias en las que se hagan 
constar hechos, omisiones o circunstancias de carácter concreto, de los que 
se tenga conocimiento en el desarrollo de una visita. Una vez levantada el 
acta final, no se podrán levantar actas complementarias sin que exista una 
nueva orden de visita. 
 
Cuando en el desarrollo de una visita las autoridades fiscales conozcan 
hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento de las disposiciones 
fiscales, los consignarán en forma circunstanciada en actas parciales. 
También se consignarán en dichas actas los hechos u omisiones que se 
conozcan de terceros. En la última acta parcial que al efecto se levante se 
hará mención expresa de tal circunstancia y entre ésta y el acta final, deberán 
transcurrir, cuando menos veinte días, durante los cuales el contribuyente 
podrá presentar los documentos, libros o registros que desvirtúen los hechos 
u omisiones, así como optar por corregir su situación fiscal. Cuando se trate 
de más de un ejercicio revisado o fracción de éste, se ampliará el plazo por 
quince días más, siempre que el contribuyente presente aviso dentro del plazo 
inicial de veinte días. 
 
Los visitadores tendrán la facultad para realizar la valoración de los 
documentos o informes obtenidos de terceros en el desarrollo de la visita, así 
como de los documentos, libros o registros que presente el contribuyente 
dentro de los plazos establecidos en el párrafo anterior para desvirtuar los 
hechos u omisiones mencionados en la última acta parcial. La valoración 
comprenderá la idoneidad y alcance de los documentos, libros, registros o 
informes de referencia, como resultado del análisis, la revisión, la 
comparación, la evaluación o la apreciación, realizadas en lo individual o en 
su conjunto, con el objeto de desvirtuar o no los citados hechos u omisiones. 
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Se tendrán por consentidos los hechos consignados en las actas a que se 
refiere el párrafo anterior, si antes del cierre del acta final el contribuyente no 
presenta los documentos, libros o registros de referencia o no señale el lugar 
en que se encuentren, siempre que éste sea el domicilio fiscal o el lugar 
autorizado para llevar su contabilidad o no prueba que éstos se encuentran 
en poder de una autoridad. 
 
Tratándose de visitas relacionadas con el ejercicio de las facultades a que se 
refieren los artículos 179 y 180 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, deberán 
transcurrir cuando menos dos meses entre la fecha de la última acta parcial y 
el acta final. Este plazo podrá ampliarse por una sola vez por un plazo de un 
mes a solicitud del contribuyente. 
 
Dentro de un plazo no mayor de quince días hábiles contados a partir de la 
fecha de la última acta parcial, exclusivamente en los casos a que se refiere 
el párrafo anterior, el contribuyente podrá designar un máximo de dos 
representantes, con el fin de tener acceso a la información confidencial 
proporcionada u obtenida de terceros independientes respecto de 
operaciones comparables que afecte la posición competitiva de dichos 
terceros. La designación de representantes deberá hacerse por escrito y 
presentarse ante la autoridad fiscal competente. Se tendrá por consentida la 
información confidencial proporcionada u obtenida de terceros 
independientes, si el contribuyente omite designar, dentro del plazo conferido, 
a los citados representantes. Los contribuyentes personas físicas podrán 
tener acceso directo a la información confidencial a que se refiere este 
párrafo. 
 
Presentada en tiempo y forma la designación de representantes por el 
contribuyente a que se refiere esta fracción, los representantes autorizados 
tendrán acceso a la información confidencial proporcionada por terceros 
desde ese momento y hasta los cuarenta y cinco días hábiles posteriores a la 
fecha de notificación de la resolución en la que se determine la situación fiscal 
del contribuyente que los designó. Los representantes autorizados podrán ser 
sustituidos por única vez por el contribuyente, debiendo éste hacer del 
conocimiento de la autoridad fiscal la revocación y sustitución respectivas, en 
la misma fecha en que se haga la revocación y sustitución. La autoridad fiscal 
deberá levantar acta circunstanciada en la que haga constar la naturaleza y 
características de la información y documentación consultadas por él o por 
sus representantes designados, por cada ocasión en que esto ocurra. El 
contribuyente o sus representantes no podrán sustraer o fotocopiar 
información alguna, debiéndose limitar a la toma de notas y apuntes. 
 
El contribuyente y los representantes designados en los términos de esta 
fracción serán responsables hasta por un plazo de cinco años contados a 
partir de la fecha en que se tuvo acceso a la información confidencial o a partir 
de la fecha de presentación del escrito de designación, respectivamente, de 
la divulgación, uso personal o indebido, para cualquier propósito, de la 
información confidencial a la que tuvieron acceso, por cualquier medio, con 
motivo del ejercicio de las facultades de comprobación ejercidas por las 
autoridades fiscales. El contribuyente será responsable solidario por los 
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perjuicios que genere la divulgación, uso personal o indebido de la 
información, que hagan los representantes a los que se refiere este párrafo. 
 
La revocación de la designación de representante autorizado para acceder a 
información confidencial proporcionada por terceros no libera al representante 
ni al contribuyente de la responsabilidad solidaria en que puedan incurrir por 
la divulgación, uso personal o indebido, que hagan de dicha información 
confidencial. 
 
V. Cuando resulte imposible continuar o concluir el ejercicio de las facultades 
de comprobación en los establecimientos del visitado, las actas en las que se 
haga constar el desarrollo de una visita en el domicilio fiscal podrán levantarse 
en las oficinas de las autoridades fiscales. En este caso se deberá notificar 
previamente esta circunstancia a la persona con quien se entiende la 
diligencia, excepto en el supuesto de que el visitado hubiere desaparecido del 
domicilio fiscal durante el desarrollo de la visita. 
 
VI. Si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o 
su representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora 
determinada del día siguiente, si no se presentare, el acta final se levantará 
ante quien estuviere presente en el lugar visitado; en ese momento cualquiera 
de los visitadores que haya intervenido en la visita, el visitado o la persona 
con quien se entiende la diligencia y los testigos firmarán el acta de la que se 
dejará copia al visitado. Si el visitado, la persona con quien se entendió la 
diligencia o los testigos no comparecen a firmar el acta, se niegan a firmarla, 
o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niegan a 
aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta sin 
que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma. 
 
VII. Las actas parciales se entenderá que forman parte integrante del acta 
final de la visita aunque no se señale así expresamente. 
 
VIII. Cuando de la revisión de las actas de visita y demás documentación 
vinculada a éstas, se observe que el procedimiento no se ajustó a las normas 
aplicables, que pudieran afectar la legalidad de la determinación del crédito 
fiscal, la autoridad podrá de oficio, por una sola vez, reponer el procedimiento, 
a partir de la violación formal cometida. 
 
Lo señalado en la fracción anterior, será sin perjuicio de la responsabilidad en 
que pueda incurrir el servidor público que motivó la violación. 
 
Para los efectos de este artículo, se entenderá por circunstanciar detallar 
pormenorizadamente toda la información y documentación obtenida dentro de 
la visita domiciliaria, a través del análisis, la revisión, la comparación contra 
las disposiciones fiscales, así como la evaluación, estimación, apreciación, 
cálculo, ajuste y percepción, realizado por los visitadores, sin que se entienda 
en modo alguno que la acción de circunstanciar constituye valoración de 
pruebas. 
 
La información a que se refiere el párrafo anterior será de manera enunciativa 
mas no limitativa, aquélla que esté consignada en los libros, registros y demás 
documentos que integran la contabilidad, así como la contenida en cualquier 
medio de almacenamiento digital o de procesamiento de datos que los 
contribuyentes sujetos a revisión tengan en su poder, incluyendo los objetos 
y mercancías que se hayan encontrado en el domicilio visitado y la 
información proporcionada por terceros.” 
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De los preceptos en cita se desprende lo siguiente: 

 

El artículo 16 Constitucional señala que nadie puede ser 

molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 

virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive 

la causa legal del procedimiento. 

 

Asimismo, que la autoridad administrativa podrá practicar visitas 

domiciliarias únicamente para cerciorarse que se han cumplido los 

reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles 

indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, 

sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades 

prescritas para los cateos. 

 

Por su parte, el artículo 1° de la Ley del Servicio de Administración 

Tributaria señala que dicho Servicio de Administración, es un órgano 

desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el 

carácter de autoridad fiscal quien cuenta con las atribuciones y facultades 

ejecutivas que señala la referida Ley. 

 

Asimismo, el numeral 7 fracciones VII, XII y XVIII, de la aludida 

Ley, prevé que dicha autoridad contará, entre diversas atribuciones, con la de 

vigilar y asegurar el debido cumplimiento de las disposiciones fiscales y 

aduaneras y, en su caso, ejercer las facultades de comprobación previstas 

en dichas disposiciones y allegarse de la información necesaria para 

determinar el origen de los ingresos de los contribuyentes y de ser 

conducente del cumplimiento correcto de sus obligaciones fiscales; 

además de las que sean necesarias para llevar a cabo las previstas en 
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dicha ley, así como su reglamento interior y demás disposiciones 

jurídicas aplicables. 

 

El artículo 8 fracción III prevé que, para ejercer las anteriores 

atribuciones, el Servicio de Administración Tributaria contará con las 

unidades administrativas que establezca su reglamento interior. 

 

Asimismo, que para la consecución de su objeto y el ejercicio de 

sus atribuciones, contará -entre otros- con las unidades administrativas que 

establezca su reglamento interior. 

 

Ahora bien, el artículo 2 primer párrafo, inciso C), fracción II, del 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, señala que 

dicho Servicio de Administración contará con unidades administrativas 

regionales, en el caso, con Administraciones Locales. 

 

Mientras que el diverso artículo 9 primer párrafo, fracción XXXVII 

y último párrafo del aludido Reglamento, establece que los Administradores 

Generales estarán facultados para notificar los actos que emitan, así como los 

que dicten las unidades administrativas que les estén adscritas. 

 

Además de lo anterior, indica que la sede de las unidades 

administrativas regionales se establecerá conforme al artículo 37 de dicho 

Reglamento y ejercerán su competencia dentro de la circunscripción territorial 

que al efecto se determine en el acuerdo correspondiente. 

 

Asimismo, dichas unidades podrán solicitar a otras unidades con 

circunscripción territorial distinta, iniciar, continuar o concluir cualquier 

procedimiento y, en su caso, realizar los actos jurídicos correspondientes. 

 

Por su parte, el artículo 10 fracción I del Reglamento de marras, 

establece entre otros supuestos, que los Administradores Locales, tendrán las 

atribuciones conferidas en el artículo 9 fracciones II, IV, V, VII, VIII, IX, X, XI, 
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XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XXI, XXII, XXIV, XXVI, XXVII, XXX, XXXI, XXXIV, 

XXXV, XXXVI, XXXVII, XXXVIII, XXXIX, XL, XLI, XLIII, XLVII, XLVIII, XLIX, L 

y LI de dicho Reglamento Interior. 

 

Asimismo, el artículo 17 párrafos primero, fracción III, segundo, 

antepenúltimo y penúltimo, numeral 9 del Reglamento que nos ocupa, 

establece que compete a la Administración General de Auditoría Fiscal 

Federal, entre otras cuestiones, ordenar y practicar visitas domiciliarias,, para 

comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales por los 

contribuyentes, responsables solidarios y demás obligados en materia de 

contribuciones. 

 

Así también, se indica que la Administración General de Auditoría 

Fiscal Federal estará a cargo de un Administrador General, auxiliado en el 

ejercicio de sus facultades, entre otros, por las unidades administrativas de las 

que sean titulares, entre otros, los Administradores Locales de Auditoría 

Fiscal, quienes estarán adscritos a la Administración General de Auditoría 

Fiscal Federal. 

 

Por su parte, el artículo 19 primer párrafo, apartado A, fracción I y 

último párrafo del multicitado Reglamento, señala que le compete a las 

unidades administrativas de la Administración General de Auditoría Fiscal 

Federal, dentro de la circunscripción territorial que a cada una corresponda, 

ejercer sus facultades, entre otras, auxiliar en el ejercicio de las conferidas en 

dicho artículo a los Subadministradores Locales de Auditoría Fiscal “1” a “8”, 

Jefes de Departamento, Coordinadores de Auditoría, Enlaces, Supervisores, 

Auditores, Inspectores, Verificadores, Ayudantes de Auditor y Notificadores, 



- 70 - 

así como por el personal que se requiera para satisfacer las necesidades del 

servicio. 

 

Por su parte, el artículo 37 del Reglamento de mérito refiere el 

nombre y sede de las unidades administrativas regionales del Servicio de 

Administración Tributaria, entre las que se encuentra la Administración Local 

de Auditoría Fiscal del Centro del Distrito Federal, con sede en el Distrito 

Federal. 

 

Asimismo, indica que las unidades administrativas regionales 

antes referidas tendrán la circunscripción territorial que se determine mediante 

acuerdo del Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 

 

En ese sentido, en el Acuerdo por el que se establece la 

circunscripción territorial de las unidades administrativas regionales del 

servicio de administración tributaria, en su artículo primero, señala los límites 

territoriales en los que podrá actuar la Administración Local del Centro del 

Distrito Federal. 

 

Y por lo que hace al Artículo Séptimo del referido acuerdo, señala 

que cuando se modifique la extensión territorial de una Entidad Federativa, 

Municipio o Delegación Política, los contribuyentes ubicados dentro de dicha 

extensión continuarán siendo competencia de la unidad administrativa a la que 

pertenecían territorialmente antes de la modificación. 

 

En relación al Código Fiscal de la Federación, su artículo 33 último 

párrafo, establece que cuando la Leyes, Reglamentos y demás disposiciones 

legales hagan referencia u otorguen atribuciones a la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público o a cualquiera de sus unidades administrativas, se 

entenderán hechas al Servicio de Administración Tributaria, cuando se trate 

de atribuciones vinculadas con la materia objeto de la ley del Servicio de 

Administración Tributaria, su reglamento Interior o cualquier otra disposición 

jurídica que emane de ellos. 
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Ahora, el numeral 42 primer párrafo, fracción III y segundo párrafo 

del citado Código Tributario, hace referencia a las facultades de comprobación 

con que cuentan las autoridades hacendarias para verificar el cumplimiento 

de las disposiciones fiscales, entre las que destaca la visita domiciliaria a los 

contribuyentes, los responsables solidarios o terceros relacionados con ellos 

para revisar su contabilidad. 

 

El artículo 43 del Código en referencia, hace alusión a los 

requisitos que debe contener la orden de visita domiciliaria, como el lugar 

donde se va a practicar la visita, los visitadores autorizados para actuar, entre 

otros. 

 

Mientras que el artículo 44 del citado ordenamiento establece 

diversas reglas que deben de observarse en casos extraordinarios durante el 

desarrollo de la visita domiciliaria. 

 

El artículo 45, señala la obligación del contribuyente en permitir el 

acceso a los visitadores, así como mantener a su disposición la contabilidad y 

demás papeles que acrediten el cumplimiento de las disposiciones fiscales de 

los cuales, los visitadores podrán obtener copia certificada, siempre que se 

actualice el supuesto enumerado en sus diversas fracciones. 

 

Y finalmente, el Código Fiscal de la Federación en su artículo 46, 

detalla el procedimiento que debe seguir la autoridad fiscalizadora, cuando en 

el ejercicio de sus facultades de comprobación revisen el dictamen emitido por 

el contador público registrado. 
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Ahora bien, del conglomerado de preceptos normativos que 

fueron transcritos con antelación, esta Juzgadora advierte que la autoridad 

fiscalizadora no dejó en estado de incertidumbre jurídica a la hoy actora; esto 

en virtud, que de los dispositivos en comento se advierte que la autoridad 

fiscalizadora fundó adecuadamente su competencia material y territorial 

para la emisión de la orden de visita domiciliaria contenida en el oficio 

************************** de 12 de noviembre de 2015, para verificar el 

cumplimiento de las disposiciones fiscales en materia de contribuciones 

federales. 

 

En efecto, la autoridad fiscalizadora para justificar su 

competencia material citó, entre otros, los artículos 7 fracciones VII, XII y 

XVIII de la Ley del Servicio de Administración Tributaria; 17 párrafos primero, 

fracción II, segundo y penúltimo, numeral 9; 19 primer párrafo apartado A, 

fracción I y último párrafo y 37 del Reglamento Interior del Servicio de 

Administración Tributaria; 42 fracción III del Código Fiscal de la Federación; 

de los cuales se advierte que la Administración Local del Centro del Distrito 

Federal, de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal del Servicio 

De Administración Tributaria, tiene atribuciones para ordenar y practicar 

visitas domiciliarias para comprobar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales a que se encuentran sujetas los contribuyentes, responsables 

solidarios y demás obligados en materia de contribuciones. 

 

Asimismo, justificó su competencia territorial, con la invocación 

de los artículos 9 y último párrafo; 37 primer párrafo apartado A, fracción LXIV 

y último párrafo del Reglamento Interior del Servicio de Administración 

Tributaria; y el Artículo Primero, primer párrafo fracción LXIV del “Acuerdo por 

el que se establece la circunscripción territorial de las unidades administrativas 

regionales del Servicio de Administración Tributaria “, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 15 de enero de 2013. 

 

Lo anterior es así, pues los dispositivos legales señalados se 

advierte que la Administración Local de Auditoría Fiscal del Centro del 
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Distrito Federal de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal 

del Servicio de Administración Tributaria, puede ejercer sus atribuciones 

dentro del perímetro donde se ubica el domicilio fiscal del demandante. 

 

Por lo que, se tiene que la Administración Local de Auditoría 

Fiscal del Centro del Distrito Federal de la Administración General, es 

considerada como una autoridad fiscal que tiene -entre otras- la facultad de 

ordenar y practicar visitas domiciliarias para comprobar el cumplimiento 

de las obligaciones fiscales a que se encuentran sujetas los 

contribuyentes, responsables solidarios y demás obligados en materia 

de contribuciones, atribución que puede ejercer en los límites 

territoriales que fueron referidos en la orden de visita en estudio, dentro 

de la circunscripción territorial donde se ubica el domicilio fiscal del 

actor. 

 

Consecuentemente, se concluye que la autoridad fiscalizadora 

al emitir la orden de visita domiciliaria contenida en el oficio 

************************** de 12 de noviembre de 2015, fundó de manera 

adecuada su competencia material y territorial; por lo tanto, resulta 

infundado el argumento de la actora en lo tocante a la incompetencia por 

materia y territorio de la autoridad para emitir la orden de visita domiciliaria. 

 

Sin que pase desapercibido el argumento de la demandante en el 

sentido que niega la existencia de la Administración Local de Auditoría Fiscal 

del Centro del Distrito Federal, con sede en el Distrito Federal; no obstante, el 

mismo deviene infundado ya que del artículo 2, primer párrafo, inciso C), 

fracción II, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, 

citado en la orden de visita, se advierte que el Servicio de Administración 
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Tributaria contará con unidades administrativas regionales, en el caso, 

con Administraciones Locales; mientras que por su parte, el artículo 37, 

refiere el nombre y sede de las unidades administrativas regionales del 

Servicio de Administración Tributaria, entre las que se encuentra la 

Administración Local de Auditoría Fiscal del Centro del Distrito Federal, 

con sede en el Distrito Federal, por lo que de dichos ordenamientos se 

desprende la existencia de la autoridad emisora de la orden de visita 

controvertida. 

 

Determinado lo anterior, se procede a al análisis y resolución de 

la litis planteada en el inciso b) relativa a determinar si la autoridad 

emisora de la resolución determinante contenida en el oficio 

**********************, de 09 de mayo de 2018, fundamentó y motivó 

debidamente su competencia material y territorial para emitir tal acto; 

para lo cual es necesario imponerse de la documental en comento, misma que 

se valora en términos del artículo 46 fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, y que se reproduce a 

continuación, únicamente en su parte conducente:  
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(…) 

 

 

De lo anterior, se advierte que el Administrador 

Desconcentrado de Auditoría Fiscal, de la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal del Distrito Federal “2” del Servicio 

de Administración Tributaria, fundamentó su competencia utilizando los 

siguientes artículos: 

 

ACTO Resolución Determinante de Crédito Fiscal 
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No. DE OFICIO ********************** 

AUTORIDAD EMISORA Administrador Desconcentrado de Auditoría 
Fiscal, de la Administración 
Desconcentrada de Auditoría Fiscal del 
Distrito Federal “2” del Servicio de 
Administración Tributaria. 

FUNDAMENTACIÓN Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
Artículo 16. 
 
Ley del Servicio de Administración 
Tributaria publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 15 de diciembre de 1995, 
reformada mediante Decreto publicado el 
12 de junio de 2003, en el citado medio de 
difusión oficial. 
 
Artículo 1. 
 
Artículo 7 fracciones VII, XII y XVIII. 
 
Artículo 8 fracción III 
 
 
Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 24 de 
agosto de 2015, vigente a partir del 22 de 
noviembre de 2015, vigente a partir del 22 
de noviembre de 2015, de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo primero del 
Artículo primero transitorio de dicho 
reglamento y artículo decimocuarto 
transitorio del Decreto por el que se 
declaran reformadas y derogadas diversas 
disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de reforma política de la Ciudad de México, 
publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 29 de enero de 2016. 
 
Artículo 1. 
 
Artículo 2 primer párrafo, apartado C y 
segundo. 
 
Artículo 5 párrafo tercero. 
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Artículo 6 párrafo primero, apartado A, 
fracción XXXII, inciso b). 
 
Artículo 11, fracción XXIII. 
 
Artículo 14, fracciones I y VI. 
 
Artículo 22, primer párrafo fracción XII y 
último, numeral 8. 
 
Artículo 24 párrafo primero, fracción I, inciso 
a), y último párrafo. 
 
Código Fiscal de la Federación 
 
Artículo 33 último párrafo. 
 
Artículo 42, primer párrafo fracción III. 
 
Artículo 50. 
 
Artículo 63 
 
Artículo 70 

 

Preceptos que disponen textualmente lo siguiente: 

 

CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los 
juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca 
como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en 
cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo 
previsto en este párrafo. 
 
(…) 
 
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente 
para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de 
policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para 
comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en 
estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los 
cateos. 
 
(…)” 

LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
 

“Artículo 1o. El Servicio de Administración Tributaria es un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el 
carácter de autoridad fiscal, y con las atribuciones y facultades ejecutivas que 
señala esta Ley.” 
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“Artículo 7o. El Servicio de Administración Tributaria tendrá las atribuciones 
siguientes: 
 
(…) 
 
VII. Vigilar y asegurar el debido cumplimiento de las disposiciones fiscales y 
aduaneras y, en su caso, ejercer las facultades de comprobación previstas en 
dichas disposiciones; 
 
(…) 
 
XII. Allegarse la información necesaria para determinar el origen de los 
ingresos de los contribuyentes y, en su caso, el cumplimiento correcto de sus 
obligaciones fiscales. 
 
(…) 
 
XVIII. Las demás que sean necesarias para llevar a cabo las previstas en esta 
Ley, su reglamento interior y demás disposiciones jurídicas aplicables.” 
 
 
“Artículo 8o. Para la consecución de su objeto y el ejercicio de sus 
atribuciones, el Servicio de Administración Tributaria contará con los órganos 
siguientes:  
 
(…) 
 
III.  Las unidades administrativas que establezca su reglamento interior.” 
 
 
 

REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA 

 
“Artículo 1.- El Servicio de Administración Tributaria, como órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, tiene a su cargo el ejercicio de las atribuciones y el despacho de los 
asuntos que le otorgan la Ley del Servicio de Administración Tributaria, otras 
leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, así como los asuntos que el Secretario de Hacienda y Crédito 
Público le encomiende ejecutar y coordinar en las materias a que se refiere el 
presente Reglamento.” 
 
 
“Artículo 2.-El Servicio de Administración Tributaria, para el despacho de los 
asuntos de su competencia, contará con las unidades administrativas 
siguientes: 
 
(…) 
C. Unidades Administrativas Desconcentradas, y 
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(…) 
 
Las administraciones generales estarán integradas por sus titulares y por 
administradores centrales, coordinadores, administradores, administradores 
desconcentrados, administradores de las aduanas, subadministradores, jefes 
de departamento, enlaces, supervisores, auditores, ayudantes de 
auditor, inspectores, abogados tributarios, ejecutores, notificadores, 
visitadores, verificadores, oficiales de comercio exterior, personal al servicio 
de la Unidad de Apoyo para la Inspección Fiscal y Aduanera y demás 
servidores públicos que señala este Reglamento, así como por el personal 
que se requiera para satisfacer las necesidades del servicio. 
 
(…)” 
 
 
“Artículo 5.- Las administraciones generales y las administraciones centrales, 
así como las coordinaciones, las administraciones y las subadministraciones 
adscritas a éstas, tendrán su sede en la Ciudad de México y ejercerán sus 
atribuciones en todo el territorio nacional. 
 
(…) 
 
Las unidades desconcentradas a que se refiere el apartado C del artículo 2 
del presente Reglamento tendrán la sede que se establece en el artículo 6 de 
este ordenamiento y ejercerán sus atribuciones en todo el territorio nacional. 
 
(…)” 
 
 
“Artículo 6.- El nombre y sede de las unidades administrativas 
desconcentradas del Servicio de Administración Tributaria será el siguiente: 
 
A. Administraciones Desconcentradas de Servicios al Contribuyente, de 
Auditoría Fiscal, Jurídicas y de Recaudación: 
 
(…) 
 
XXXII. Con sede en el Distrito Federal: 
 
(…) 
 
b) Distrito Federal "2"; 
 
(…)” 
 
 
“Artículo 11.- Los administradores generales, además de las facultades que 
les confieren otros artículos de este Reglamento, tendrán las siguientes: 
 
(…) 
 
XXIII. Imponer sanciones por infracción a las disposiciones jurídicas que 
rigen la materia de su competencia; 
 
(…)” 
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“Artículo 14.- Los administradores desconcentrados y de las aduanas y los 
administradores adscritos a dichas unidades administrativas 
desconcentradas, además de las facultades que les confieren otros artículos 
de este Reglamento, tendrán las siguientes: 
 
I. Las señaladas en las fracciones I, V, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVIII, 
XIX, XX, XXII, XXIII, XXIV y XXV del artículo 11 de este Reglamento; 
 
(…) 
 
VI. Notificar los actos que emitan relacionados con el ejercicio de sus 
facultades y los que dicten las unidades administrativas de la Administración 
General a la que se encuentren adscritos.” 
 
 
“Artículo 22.- Compete a la Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal: 
 
(…) 
 
XII. Determinar los impuestos y sus accesorios de carácter federal que 
resulten a cargo de los contribuyentes, responsables solidarios y demás 
obligados, así como los derechos, contribuciones de mejoras, 
aprovechamientos y sus accesorios que deriven del ejercicio de las 
atribuciones a que se refiere este artículo; 
 
(…) 
 
La Administración General de Auditoría Fiscal Federal estará a cargo de un 
Administrador General, auxiliado en el ejercicio de sus facultades por los 
servidores públicos siguientes: 
 
(…) 
 
8. Administradores Desconcentrados de Auditoría Fiscal: 
 
a) Subadministradores Desconcentrados de Auditoría Fiscal.” 
 
 
“Artículo 24.- Compete a las administraciones desconcentradas y a las 
subadministraciones desconcentradas de auditoría fiscal, ejercer las 
atribuciones que a continuación se señalan: 
 
I. A las administraciones desconcentradas de auditoría fiscal, conforme a lo 
siguiente: 
 
a) Las señaladas en las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, 
XIV, XVI, XVII, XVIII, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, 
XXIX, XXX, XXXI, XXXII, XXXIII, XXXVI, XXXVIII, XXXIX, XL, XLI, XLV, XLVI, 
XLVII, XLVIII y XLIX del artículo 22 de este Reglamento; 
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(…) 
 
Las administraciones desconcentradas de auditoría fiscal estarán a cargo de 
un Administrador Desconcentrado, quien será auxiliado en el ejercicio de las 
facultades conferidas en este Reglamento por los subadministradores 
desconcentrados de auditoría fiscal “1”, “2”, “3”, “4”, “5”, “6”, “7” y “8”, jefes de 
departamento, coordinadores de auditoría, enlaces, supervisores, auditores, 
inspectores, verificadores, ayudantes de auditor y notificadores, así como por 
el personal que se requiera para satisfacer las necesidades del servicio. 
 
(…)” 
 

Código Fiscal de la Federación 
 
“Artículo 33.- Las autoridades fiscales para el mejor cumplimiento de sus 
facultades, estarán a lo siguiente: 
 
(…) 
 
Cuando las Leyes, Reglamentos y demás disposiciones legales hagan 
referencia u otorguen atribuciones a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público o a cualquiera de sus Unidades Administrativas, se entenderán 
hechas al Servicio de Administración Tributaria, cuando se trate de 
atribuciones vinculadas con la materia objeto de la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria, su Reglamento interior o cualquier otra disposición 
jurídica que emane de ellos.” 
 
 
“Artículo 42. Las autoridades fiscales a fin de comprobar que los 
contribuyentes, los responsables solidarios o los terceros con ellos 
relacionados han cumplido con las disposiciones fiscales y aduaneras y, en 
su caso, determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así 
como para comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar 
información a otras autoridades fiscales, estarán facultadas para: 
 
(…) 
 
III. Practicar visitas a los contribuyentes, los responsables solidarios o 
terceros relacionados con ellos y revisar su contabilidad, bienes y mercancías. 
 
(…)” 
 
 
“Artículo 50.- Las autoridades fiscales que al practicar visitas a los 
contribuyentes o al ejercer las facultades de comprobación a que se refiere el 
artículo 48 de este Código, conozcan de hechos u omisiones que entrañen 
incumplimiento de las disposiciones fiscales, determinarán las contribuciones 
omitidas mediante resolución que se notificará personalmente al 
contribuyente o por medio del buzón tributario, dentro de un plazo máximo de 
seis meses contado a partir de la fecha en que se levante el acta final de la 
visita o, tratándose de la revisión de la contabilidad de los contribuyentes que 
se efectúe en las oficinas de las autoridades fiscales, a partir de la fecha en 
que concluyan los plazos a que se refieren las fracciones VI y VII del artículo 
48 de este Código. 
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El plazo para emitir la resolución a que se refiere este artículo se suspenderá 
en los casos previstos en las fracciones I, II y III del artículo 46-A de este 
Código. 
 
Si durante el plazo para emitir la resolución de que se trate, los contribuyentes 
interponen algún medio de defensa en el país o en el extranjero, contra el acta 
final de visita o del oficio de observaciones de que se trate, dicho plazo se 
suspenderá desde la fecha en que se interpongan los citados medios de 
defensa y hasta que se dicte resolución definitiva de los mismos. 
 
Cuando las autoridades no emitan la resolución correspondiente dentro del 
plazo mencionado, quedará sin efectos la orden y las actuaciones que se 
derivaron durante la visita o revisión de que se trate. 
 
En dicha resolución deberán señalarse los plazos en que la misma puede ser 
impugnada en el recurso administrativo y en el juicio contencioso 
administrativo. Cuando en la resolución se omita el señalamiento de 
referencia, el contribuyente contará con el doble del plazo que establecen las 
disposiciones legales para interponer el recurso administrativo o el juicio 
contencioso administrativo. 
 
 
“Artículo 63.- Los hechos que se conozcan con motivo del ejercicio de las 
facultades de comprobación previstas en este Código o en las leyes fiscales, 
o bien que consten en los expedientes, documentos o bases de datos que 
lleven, tengan acceso o en su poder las autoridades fiscales, así como 
aquéllos proporcionados por otras autoridades, podrán servir para motivar las 
resoluciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de cualquier 
otra autoridad u organismo descentralizado competente en materia de 
contribuciones federales. 
 
Cuando otras autoridades proporcionen expedientes o documentos a las 
autoridades fiscales conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, estas 
últimas deberán conceder a los contribuyentes un plazo de quince días, 
contado a partir de la fecha en la que les den a conocer tales expedientes o 
documentos, para manifestar por escrito lo que a su derecho convenga, lo 
cual formará parte del expediente administrativo correspondiente. 
 
Las mencionadas autoridades estarán a lo dispuesto en el primer párrafo de 
este artículo, sin perjuicio de su obligación de mantener la confidencialidad de 
la información proporcionada por terceros independientes que afecte su 
posición competitiva, a que se refiere el artículo 69 de este Código. 
 
Las copias, impresiones o reproducciones que deriven del microfilm, disco 
óptico, medios magnéticos, digitales, electrónicos o magneto ópticos de 
documentos que tengan en su poder las autoridades, tienen el mismo valor 
probatorio que tendrían los originales, siempre que dichas copias, 
impresiones o reproducciones sean certificadas por funcionario competente 
para ello, sin necesidad de cotejo con los originales. 
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También podrán servir para motivar las resoluciones de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y cualquier otra autoridad u organismo 
descentralizado competente en materia de contribuciones federales, las 
actuaciones levantadas a petición de las autoridades fiscales, por las oficinas 
consulares. 
 
Las autoridades fiscales presumirán como cierta la información contenida en 
los comprobantes fiscales digitales por Internet y en las bases de datos que 
lleven o tengan en su poder o a las que tengan acceso.” 
 
 
“Artículo 70.- La aplicación de las multas, por infracciones a las disposiciones 
fiscales, se hará independientemente de que se exija el pago de las 
contribuciones respectivas y sus demás accesorios, así como de las penas 
que impongan las autoridades judiciales cuando se incurra en responsabilidad 
penal. 
Cuando las multas no se paguen en la fecha establecida en las disposiciones 
fiscales, el monto de las mismas se actualizará desde el mes en que debió 
hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, en los términos del artículo 
17-A de este Código. 
 
Para efectuar el pago de las cantidades que resulten en los términos de este 
artículo, las mismas se ajustarán de conformidad con el décimo párrafo del 
artículo 20 de este Código. 
 
Las multas que este Capítulo establece en por cientos o en cantidades 
determinadas entre una mínima y otra máxima, que se deban aplicar a los 
contribuyentes que tributen conforme al Título IV, Capítulo II, Sección II de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, se considerarán reducidas en un 50%, salvo 
que en el precepto en que se establezcan se señale expresamente una multa 
menor para estos contribuyentes. 
 
Cuando la multa aplicable a una misma conducta infraccionada, sea 
modificada posteriormente mediante reforma al precepto legal que la 
contenga, las autoridades fiscales aplicarán la multa que resulte menor entre 
la existente en el momento en que se cometió la infracción y la multa vigente 
en el momento de su imposición. 
 
El monto de las multas y cantidades en moneda nacional establecidas en la 
Ley Aduanera se actualizarán conforme a las disposiciones establecidas en 
el artículo 17-A de este Código, relativas a la actualización de cantidades en 
moneda nacional que se establecen en este ordenamiento.” 

 

De los preceptos en cita se desprende lo siguiente: 

 

El artículo 16 Constitucional señala que nadie puede ser 

molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 

virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive 

la causa legal del procedimiento. 
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Asimismo, que la autoridad administrativa podrá practicar visitas 

domiciliarias únicamente para cerciorarse que se han cumplido los 

reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles 

indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, 

sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades 

prescritas para los cateos. 

 

Por su parte, el artículo 1° de la Ley del Servicio de Administración 

Tributaria señala que dicho Servicio de Administración, es un órgano 

desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el 

carácter de autoridad fiscal quien cuenta con las atribuciones y facultades 

ejecutivas que señala la referida Ley. 

 

Asimismo, el numeral 7 fracciones VII, XII y XVIII, de la aludida 

Ley, prevé que dicha autoridad contará, entre diversas atribuciones, con la de 

vigilar y asegurar el debido cumplimiento de las disposiciones fiscales y 

aduaneras y, en su caso, ejercer las facultades de comprobación previstas 

en dichas disposiciones y allegarse de la información necesaria para 

determinar el origen de los ingresos de los contribuyentes y de ser 

conducente del cumplimiento correcto de sus obligaciones fiscales; 

además de las que sean necesarias para llevar a cabo las previstas en 

dicha ley, así como su reglamento interior y demás disposiciones 

jurídicas aplicables. 

 

El artículo 8 fracción III de la referida Ley prevé que, para ejercer 

las anteriores atribuciones, el Servicio de Administración Tributaria contará 

con las unidades administrativas que establezca su reglamento interior. 
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Asimismo, que para la consecución de su objeto y el ejercicio de 

sus atribuciones, contará -entre otros- con las unidades administrativas que 

establezca su reglamento interior. 

 

Ahora bien, el artículo 1° del Reglamento Interior del Servicio 

de Administración Tributaria, señala que dicho Servicio de Administración 

como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, tiene a su cargo el ejercicio de las atribuciones y el despacho 

de los asuntos que le otorgan la Ley del Servicio de Administración Tributaria, 

otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones jurídicas 

aplicables, así como los asuntos que el Secretario de Hacienda y Crédito 

Público le encomiende ejecutar y coordinar en las materias a que se refiere 

dicho Reglamento. 

 

Ahora bien, el artículo 2 primer párrafo, inciso C), fracción II, del 

citado Reglamento, señala que dicho Servicio de Administración contará 

con unidades administrativas, en el caso, con Administraciones 

Desconcentradas. 

 

Asimismo, que las administraciones generales estarán integradas 

por sus titulares y por administradores centrales, coordinadores, 

administradores, administradores desconcentrados, administradores de las 

aduanas, subadministradores, jefes de departamento, enlaces, supervisores, 

auditores, ayudantes de auditor, inspectores, abogados tributarios, ejecutores, 

notificadores, visitadores, verificadores, oficiales de comercio exterior, 

personal al servicio de la Unidad de Apoyo para la Inspección Fiscal y 

Aduanera y demás servidores públicos que señala dicho Reglamento, así 

como por el personal que se requiera para satisfacer las necesidades del 

servicio. 

 

Por su parte, el artículo 5 tercer párrafo, del ordenamiento 

referido, establece que las administraciones generales y las administraciones 

centrales, así como las coordinaciones, las administraciones y las 
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subadministraciones adscritas a éstas, tendrán su sede en la Ciudad de 

México y ejercerán sus atribuciones en todo el territorio nacional. 

 

Mientras que el diverso artículo 6 párrafo primero, apartado A, 

fracción XXXII, inciso b), refiere que el nombre y sede de las unidades 

administrativas desconcentradas del Servicio de Administración Tributaria, 

entre otros, la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal del 

Distrito Federal “2” del Servicio de Administración Tributaria, con sede 

en el otrora Distrito Federal. 

 

Asimismo, el artículo 11 fracción XXIII, del Reglamento en 

cuestión, señala que los administradores generales, además de las facultades 

que les confieren el propio Reglamento, tendrán, entre otras, la imponer 

sanciones por infracción a las disposiciones jurídicas que rigen la materia de 

su competencia 

 

Por su parte, el numeral 14 fracciones I y VI del mencionado 

Reglamento, prevé que los administradores desconcentrados y de las 

aduanas y los administradores adscritos a dichas unidades administrativas 

desconcentradas, tendrán las facultades señaladas en las fracciones I, V, IX, 

X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVIII, XIX, XX, XXII, XXIII, XXIV y XXV del artículo 

11 del Reglamento en cuestión; así como notificar los actos que emitan 

relacionados con el ejercicio de sus facultades y los que dicten las unidades 

administrativas de la Administración General a la que se encuentren adscritos. 

 

Ahora el artículo 22, primer párrafo fracción XII y último, numeral 

8 del Reglamento de marras, señala que compete a la Administración General 

de Auditoría Fiscal Federal, determinar los impuestos y sus accesorios de 
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carácter federal que resulten a cargo de los contribuyentes, 

responsables solidarios y demás obligados, así como los derechos, 

contribuciones de mejoras, aprovechamientos y sus accesorios. 

 

Asimismo, se estipula que la Administración General de Auditoría 

Fiscal Federal estará a cargo de un Administrador General, auxiliado en el 

ejercicio de sus facultades por diversos servidores públicos, entre los que se 

encuentra, la Administradores Desconcentrados de Auditoría Fiscal, quien a 

su ves contara con Subadministradores Desconcentrados de Auditoría Fiscal. 

 

El numeral 24 párrafo primero, fracción I, inciso a), y último párrafo 

del multialudido Reglamento, indica que compete a las administraciones 

desconcentradas de auditoría fiscal ejercer las atribuciones señaladas en las 

fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XVI, XVII, XVIII, 

XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, XXIX, XXX, XXXI, XXXII, 

XXXIII, XXXVI, XXXVIII, XXXIX, XL, XLI, XLV, XLVI, XLVII, XLVIII y XLIX del 

artículo 22 del propio Reglamento. 

 

De igual forma indica que las administraciones desconcentradas 

de auditoría fiscal estarán a cargo de un Administrador Desconcentrado, quien 

será auxiliado en el ejercicio de las facultades conferidas en el Reglamento en 

cuestión por los subadministradores desconcentrados de auditoría fiscal 

“1”, “2”, “3”, “4”, “5”, “6”, “7” y “8”, jefes de departamento, coordinadores de 

auditoría, enlaces, supervisores, auditores, inspectores, verificadores, 

ayudantes de auditor y notificadores, así como por el personal que se requiera 

para satisfacer las necesidades del servicio. 

 

Por su parte, el artículo 33, último párrafo del Código Fiscal de 

la Federación, establece que cuando las Leyes, Reglamentos y demás 

disposiciones legales hagan referencia u otorguen atribuciones a la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público o a cualquiera de sus Unidades Administrativas, 

se entenderán hechas al Servicio de Administración Tributaria, cuando se trate 

de atribuciones vinculadas con la materia objeto de la Ley del Servicio de 
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Administración Tributaria, su Reglamento interior o cualquier otra disposición 

jurídica que emane de ellos. 

 

Mientras que del artículo 42, primer párrafo del ordenamiento 

federal citado tenemos que las autoridades fiscales a fin de comprobar que los 

contribuyentes, los responsables solidarios o los terceros con ellos 

relacionados han cumplido con las disposiciones fiscales y aduaneras y, en su 

caso, determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como 

para comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información 

a otras autoridades fiscales, estarán facultadas para practicar visitas a los 

contribuyentes, los responsables solidarios o terceros relacionados con ellos 

y revisar su contabilidad, bienes y mercancías. 

 

Por otra parte, el artículo 50 del Código de referencia, establece 

que las autoridades fiscales que al practicar visitas a los contribuyentes o al 

ejercer las facultades de comprobación a que se refiere el artículo 48 de dicho 

código, conozcan de hechos u omisiones que entrañen incumplimiento de las 

disposiciones fiscales, determinarán las contribuciones omitidas mediante 

resolución; asimismo, establece los plazos en que ésta deberá emitirse para 

considerarse válida. 

 

Por su cuenta, el artículo 63 citado, establece que los hechos que 

se conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación 

previstas en este Código o en las leyes fiscales, o bien que consten en los 

expedientes, documentos o bases de datos que lleven, tengan acceso o en su 

poder las autoridades fiscales, así como aquéllos proporcionados por otras 

autoridades, podrán servir para motivar las resoluciones de la Secretaría de 
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Hacienda y Crédito Público y de cualquier otra autoridad u organismo 

descentralizado competente en materia de contribuciones federales. 

 

Finalmente, el artículo 70 del código de referencia establece la 

forma en que se aplicarán las multas por infracciones a las disposiciones 

fiscales. 

 

Ahora bien, del conglomerado de preceptos normativos que 

fueron transcritos con antelación, esta Juzgadora advierte que la autoridad 

fiscalizadora no dejó en estado de incertidumbre jurídica a la hoy actora; esto 

en virtud, que de los dispositivos en comento se advierte que la autoridad 

fiscalizadora fundó adecuadamente su competencia material y territorial 

para la emisión de la resolución contenida en el oficio **********************, 

de 09 de mayo de 2018, para determinar el crédito fiscal aquí impugnado. 

 

En efecto, la autoridad fiscalizadora para justificar su 

competencia material citó, entre otros, los artículos 14, fracción I, en relación 

con el artículo 11, fracción XXIII; 24 párrafo primero, fracción I, inciso a), en 

relación con el artículo 22, primer párrafo fracción XII y último, numeral 8 del 

Reglamento Interno del Servicio de Administración Tributaria; así como los 

diversos artículos 42, primer párrafo y 70 del Código Fiscal de la Federación, 

de los cuales se advierte que la Administración Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal, de la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal del Distrito 

Federal “2” del Servicio de Administración Tributaria, tiene atribuciones para 

determinar los impuestos y sus accesorios de carácter federal que 

resulten a cargo de los contribuyentes, responsables solidarios y demás 

obligados, así como los derechos, contribuciones de mejoras, 

aprovechamientos y sus accesorios que deriven del ejercicio de sus 

facultades de comprobación, así como para imponer sanciones por 

infracción a las disposiciones jurídicas que rigen la materia de su 

competencia. 
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Asimismo, justificó su competencia territorial, con la invocación 

del artículo 5 tercer párrafo del Reglamento Interior del Servicio de 

Administración Tributaria, el cual establece que las administraciones 

generales y las administraciones centrales, así como las coordinaciones, 

las administraciones y las subadministraciones adscritas a éstas, 

tendrán su sede en la Ciudad de México y ejercerán sus atribuciones en 

todo el territorio nacional. 

 

Por lo que se tiene que la Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal, del Distrito Federal “2”, de la Administración General de 

Auditoría Fiscal Federal del Servicio de Administración Tributaria, es 

considerada como una autoridad fiscal que tiene -entre otras- la facultad de 

determinar los impuestos y sus accesorios de carácter federal que 

resulten a cargo de los contribuyentes, responsables solidarios y demás 

obligados, así como los derechos, contribuciones de mejoras, 

aprovechamientos y sus accesorios que deriven del ejercicio de sus 

facultades de comprobación, atribución que puede ejercer todo el 

territorio nacional. 

 

Consecuentemente, se concluye que la autoridad fiscalizadora 

al emitir la resolución determinante contenida en el oficio 

**********************, de 09 de mayo de 2018, fundó de manera adecuada 

su competencia material y territorial; por lo tanto, resulta infundado el 

argumento de la actora en lo tocante a la incompetencia por materia y territorio 

de la autoridad para emitir la resolución determinante del crédito impugnado. 

 

Sin que pase desapercibido para esta juzgadora que la presente 

resolución determinante fue firmada por la Subadministradora 



- 92 - 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal “7”; no obstante, se advierte que dicha 

autoridad precisó los fundamentos que le otorgan facultad para actuar por 

ausencia del Administrador Desconcentrado de Auditoría Fiscal, del 

Distrito Federal “2”, de la Administración General de Auditoría Fiscal 

Federal del Servicio de Administración Tributaria siendo éstos, los 

artículos 4 quinto párrafo; 6 apartado A, fracción XXXII, inciso b), 22 último 

párrafo, numeral 8, inciso a) y 24 último párrafo del Reglamento Interior del 

Servicio de Administración Tributaria, los cuales se transcriben a continuación: 

 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria  

“Artículo 4.- El Jefe del Servicio de Administración Tributaria será suplido en 
sus ausencias por los administradores generales Jurídico, de Grandes 
Contribuyentes, de Hidrocarburos, de Recaudación, de Auditoría Fiscal 
Federal, de Auditoría de Comercio Exterior, de Aduanas, de Servicios al 
Contribuyente o de Recursos y Servicios, por los administradores centrales 
de Amparo e Instancias Judiciales, de lo Contencioso, de lo Contencioso de 
Grandes Contribuyentes o de lo Contencioso de Hidrocarburos, en el orden 
indicado. 
 
(…) 
 
Los administradores adscritos a las unidades administrativas centrales, a las 
coordinaciones y a las administraciones desconcentradas, serán suplidos por 
los administradores o subadministradores que de ellos dependan. 
 
(…)” 
 
“Artículo 6.- El nombre y sede de las unidades administrativas 
desconcentradas del Servicio de Administración Tributaria será el siguiente: 
 
A. Administraciones Desconcentradas de Servicios al Contribuyente, de 
Auditoría Fiscal, Jurídicas y de Recaudación: 
 
(…) 
 
XXXII. Con sede en el Distrito Federal: 
 
(…) 
 
b)  Distrito Federal "2"; 
 
(…)” 
 
“Artículo 22.- Compete a la Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal: 
 
(…) 
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La Administración General de Auditoría Fiscal Federal estará a cargo de un 
Administrador General, auxiliado en el ejercicio de sus facultades por los 
servidores públicos siguientes: 
 
(…) 
 
8. Administradores Desconcentrados de Auditoría Fiscal: 
 
a) Subadministradores Desconcentrados de Auditoría Fiscal.” 
 
 
“Artículo 24.- Compete a las administraciones desconcentradas y a las 
subadministraciones desconcentradas de auditoría fiscal, ejercer las 
atribuciones que a continuación se señalan: 
 
(…) 
 
Las administraciones desconcentradas de auditoría fiscal estarán a cargo de 
un Administrador Desconcentrado, quien será auxiliado en el ejercicio de las 
facultades conferidas en este Reglamento por los subadministradores 
desconcentrados de auditoría fiscal "1", "2", "3", "4", "5", "6", "7" y "8", jefes de 
departamento, coordinadores de auditoría, enlaces, supervisores, auditores, 
inspectores, verificadores, ayudantes de auditor y notificadores, así como por 
el personal que se requiera para satisfacer las necesidades del servicio.” 

 

En efecto, de los artículos descritos, en específico del artículo 4 

quinto párrafo del Reglamento en cuestión, se advierte que los 

administradores adscritos a las unidades administrativas centrales, a las 

coordinaciones y a las administraciones desconcentradas, serán suplidos por 

los administradores o subadministradores que de ellos dependan; mientras 

que de los diversos 6 apartado A, fracción XXXII, inciso b), 22 último párrafo, 

numeral 8, inciso a) y 24 último párrafo, se advierte el nombre y sede de la 

autoridad suplida, así como, que la Subadministradora Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal “7” auxiliará en el ejercicio de sus funciones al 

Administrador Desconcentrado de Auditoría Fiscal, del Distrito Federal 

“2”, de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal del Servicio 

de Administración Tributaria. 
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Máxime que se precisó debidamente que dicha actuación fue 

realizada en suplencia por ausencia, por lo que ello no crea incertidumbre en 

la aquí actora respecto de la autoridad emisora de dicha resolución, 

permitiéndole así corroborar las facultades que ésta reviste. 

 

Tampoco pasa desapercibido, lo manifestado por el demandante 

en el sentido que niega la existencia de la Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal, del Distrito Federal “2”, de la Administración General de 

Auditoría Fiscal Federal del Servicio de Administración Tributaria; no obstante, 

el mismo deviene infundado ya que del artículo 2, primer párrafo, inciso C), 

fracción II, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, 

citado en la resolución determinante, se advierte que el Servicio de 

Administración Tributaria contará con unidades administrativas, como lo 

son en el caso, las unidades administrativas desconcentradas; mientras 

que por su parte, el artículo 6 refiere que el nombre y sede de las unidades 

administrativas desconcentradas del Servicio de Administración Tributaria 

será, entre diversos nombres, el del Distrito Federal, en específico, Distrito 

Federal "2”, quien de conformidad con lo previsto en el artículo 5 del 

ordenamiento referido, tendrá su sede en la Ciudad de México y ejercerá sus 

atribuciones en todo el territorio nacional; por lo que de dichos ordenamientos 

se desprende la existencia de la autoridad emisora de la resolución 

determinante impugnada. 

 

 

SEXTO.- CUMPLIMIENTO A LA EJECUTORIA DICTADA EL 28 

DE ABRIL DE 2023 POR EL DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO 

EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO EN EL D.A. 

99/2022. Esta Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, procede al estudio del concepto de 

impugnación identificado como primero, esgrimido en el escrito inicial de 

demanda, en conjunto con los argumentos que se advierten de los apartados 
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de hechos de la demanda y aclaración de los puntos planteados resultado 

de la revisión, en los cuales la demandante refirió literalmente lo siguiente: 
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De las anteriores digitalizaciones, se puede advertir que la parte 

actora aduce lo siguiente: 
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Apartado de hechos 

 

➢ Que el objeto de la empresa actora como consta en su Estatutos 

Sociales, es la venta de TIEMPO AIRE, lo que implica un intangible, razón por 

la cual la infraestructura que se requiere son equipos de cómputo, un servidor 

y un "software" o sistema que realice dicha labor, los cuales fueron prestados, 

previa celebración de contratos de comodato, por las empresas 

********************************, y *****************, quien en su momento fueron 

accionistas de la empresa actora. 

 

➢ Que derivado de lo anterior, es que la empresa actora si tuvo la 

capacidad para poder realizar su actividad, siendo que no es requisito legal 

tener activo propio o ser propietario de dicho activo para realizar su actividad. 

 

➢ Que por otra parte, en lo referente a la sociedad denominada 

*********************, se exhibe copia del contrato que dicha sociedad tenía 

celebrado con "******" para la venta de tiempo aire, esto es, "******" sí tenía en 

su activo "tiempo aire" y por ende dicha sociedad válidamente le vendía a la 

empresa actora el tiempo aire objeto de las transacciones que se están 

observando. 

 

➢ Que en otro sentido, solicitó se compulsara a las sociedades 

***************, ***************, ***************, ******************************, con el 

fin de cerciorarse que las operaciones observadas a la empresa actora 

efectivamente se realizaron, puesto que si en el caso se cuestionó que se 

calculó indebidamente el costo de ventas, al sostenerse que dichos 

proveedores no tenían los intangibles en cuestión, la mejor manera de verificar 

tal hecho es a través de las compulsas en comento.  



- 100 - 

 

➢ Que la empresa actora no está obligada a tener en su contabilidad 

los documentos que acrediten que sus proveedores tenían tiempo aire, pues 

su obligación se limita a poseer aquella que demuestre que efectivamente tuvo 

tiempo aire para vender al público en general, lo cual se acredita con las 

facturas exhibidas.  

 

 

PRIMER CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN 

 

➢ Que la autoridad fiscal debió y no lo hizo, compulsar a los 

proveedores en cuestión e incluso compulsar a ****** para saber si la empresa 

actora era un eslabón en la cadena de distribución de la venta de tiempo aire. 

 

➢ Que la empresa actora compraba tiempo aire a subdistribuidores 

de ******, y los vendía a otros subdistribuidores, lo cual acredita con las 

pruebas en ingeniería electrónica y en contabilidad que se ofrecerán en el 

juicio. 

 

➢ Que la empresa actora sí hacía una operación lícita de comercio, 

y en virtud de ello usaba la plataforma, computadores y software y todo el 

activo de la empresa *************, que es una empresa accionista de la 

demandante, precisando que dicha empresa en su momento le prestó sus 

activos, con los cuales se efectuaron las operaciones observadas por la 

autoridad.  

 

➢ Que si las operaciones son reales, la contabilidad de la empresa 

actora fue llevada de forma correcta, así como su declaración fiscal por lo que 

hace al Impuesto sobre la Renta y al Impuesto al Valor Agregado. 

 

 

Por su parte, al formular su contestación a la demanda, la 

autoridad enjuiciada esgrimió lo siguiente: 
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- 119 - 

 

 



- 120 - 

 

 

(…)” 

 

De las anteriores digitalizaciones se puede advertir que la parte 

demandada señala que resultan infundadas las manifestaciones de la parte 

actora, ya que la resolución impugnada fue emitida legalmente, en atención a 

los siguientes motivos: 
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➢ Que durante el transcurso de la visita domiciliaria se le requirió a 

la empresa actora diversa información y documentación, de la cual advirtió 

que la contribuyente recibió depósitos bancarios en cantidad total de 

*************, de los cuales no aclaró el origen y procedencia de los recursos 

con los que fueron efectuados. 

 

➢ Que las pruebas que ofreció para efecto de aclarar el origen y 

procedencia de dichos depósitos resultaron insuficientes para tal efecto. 

 

➢ Que las manifestaciones que realiza la actora en el sentido que 

usaba la plataforma, computadoras y software de la empresa *************, 

quien fue socia de la contribuyente visitada y con motivo de ello prestó sus 

activos para realizar las operaciones de venta de tiempo aire, las mismas 

resultan insuficientes para desvirtuar la legalidad de la resolución impugnada, 

pues sustenta dicho argumento en la celebración de contratos de comodato 

con dicha empresa los cuales fue omisa en exhibir. 

 
➢ Que la contribuyente actora en el procedimiento de fiscalización y 

en la presente instancia, no aporta el contrato de comodato, ni ningún otro 

medio de convicción por el cual pudiera acreditar que los activos que utilizó 

para realizar sus actos o actividades manifestadas fueron prestados por una 

tercero. 

 

➢ Que la actora realiza meras manifestaciones sin sustento legal, 

pues no exhibe documento alguno que ampare la existencia de los activos que 

utilizó para supuestamente realizar sus operaciones. 
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➢ Que la prueba pericial en materia de contabilidad carece de 

idoneidad al realizarse sobre registros que no cuentan con soporte 

documental. 

 

Ahora bien, en este punto es de indicarse que al formular sus 

alegatos, las partes fueron reiterativas respecto de los argumentos planteados 

en el escrito inicial de demanda y el oficio de contestación, por lo que en obvio 

de repeticiones innecesarias se omite su transcripción.  

 

Una vez conocidos los argumentos de las partes, 

contraponiéndolos unos con otros, los Magistrados integrantes de la Primera 

Sección de la Sala Superior de este Tribunal, arriban a la determinación que 

lo argüido por la accionante de nulidad resulta INFUNDADO, en atención a las 

consideraciones de hecho y derecho que se exponen a continuación:  

 

En principio, es de indicarse que la litis en el presente 

considerando consiste en dilucidar si la empresa actora acredita que 

contaba con activos para comprar, almacenar y vender tiempo aire de 

telefonía celular, a efecto de desvirtuar la legalidad de la resolución 

impugnada.  

 

Ahora bien, a efecto de resolver las litis planteada, se considera 

necesario imponernos del contenido de la resolución impugnada, misma que 

se valora en términos del artículo 46 fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo y es del tenor literal siguiente: 
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De lo supra digitalizado, se advierte que la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal del Distrito Federal “2”, con sede en la 
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Ciudad de México, de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal, 

del Servicio de Administración Tributaria, indicó lo siguiente: 

 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA PERSONAS MORALES 
 
 

Ingresos Acumulables por Depósitos Bancarios No Aclarados. 
 

➢ Que del análisis a los estados de cuenta bancarios mensuales, de 

las cuentas abiertas a nombre de la contribuyente actora, números ************* 

en la institución bancaria **************************, de la cuenta de cheques 

número *********** abierta en la institución bancaria ************************** de 

la cuenta número *********** abierta en la institución **********************, se 

conoció que por el ejercicio fiscal 2014, ésta tuvo depósitos bancarios por 

un total de *************, de los cuales la contribuyente visitada no aclaró el 

origen y procedencia de los recursos con los que fueron efectuados. 

 

➢ Que si bien la contribuyente visitada emitió comprobantes fiscales 

por internet por el ejercicio fiscal comprendido de 1 de enero al 31 de diciembre 

de 2014 por concepto de “Tiempo Aire Celular”, los mismos por si solos no 

hacen prueba plena de la existencia de las operaciones contenidas en las 

mismas, ya que dicho documento no queda perfeccionado con el simple acto 

de emisión, sino que su autenticidad debe ser verificada con posterioridad por 

la autoridad, ello a fin de corroborar si las operaciones que amparan los 

comprobantes efectivamente se realizaron y además cerciorarse que cumplen 

con los requisitos legales para su emisión. 

 
➢ Que respecto del Contrato para operar como vendedor 

independiente de tiempo aire de telefonía celular que celebraron por una 

parte la contribuyente actora y **********************, con fecha 22 de agosto 
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de 2013, se advirtió que no se encuentra firmado por ninguna de las partes 

actuantes. 

 
➢ Que aunado a lo anterior en la Cláusula Primera del referido 

Contrato, se convino que la hoy actora le suministraría tiempo aire a 

**********************, hasta por la cantidad que previamente le haya solicitado 

en suministro, siendo que en el caso, la contribuyente no aportó 

documentales que amparen los requerimientos de “tiempo aire” 

solicitados por la empresas “**********************”, mismos que deben estar 

en su poder pues forman parte de su contabilidad y amparan las supuestas 

operaciones manifestadas en los comprobantes fiscales expedidos por la 

contribuyente.  

 
➢ Asimismo, en la referida cláusula se establece que cada 

solicitud, compra o pedido estaría registrada electrónicamente a través 

de la plataforma electrónica denominada “Plataforma *************”; siendo 

que la contribuyente actora, no aportó las documentales que amparen, en 

su caso, el registro de las citadas operaciones en la plataforma establecida en 

el contrato. 

 

➢ Que así también el contrato aludido es un documento privado 

que hace prueba entre las partes que lo celebraron, no así contra terceros; por 

lo que no prueba la existencia de las operaciones que se pretenden amparar 

al no encontrarse adminiculado con otros elementos de prueba que 

permitan constatar que la operación se realizó y que por ende cuenta con los 

medios necesarios para llevar a cabo lo ahí pactado. 

 

➢ Que respecto del Manual de manejo y uso del sitio web 

denominado “MANUAL WEB”, se conoció que la visitada no aportó ninguna 

documental que ampare el contenido de éste, derivado que en el mismo se 

indica que para el acceso al portal cada cliente o proveedor debía contar 

con permisos para el acceso, así como las actividades y horarios para el 

uso del mismo, de lo cual la contribuyente actora no aportó los elementos 
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- 207 - 

que demostraran que el servicio web fuera el sistema y/o activo que le 

ayudara a desarrollar sus actividades manifestadas en sus comprobantes 

fiscales digitales con el concepto de “paquete de Tiempo Aire Celular”. 

 

➢ Que asimismo, no se aportó ninguna documental que ampare 

que el dominio http://www.************.com.mx/Pages/Signin.aspx, sea de 

su propiedad, y que en ella se desarrollaron las actividades manifestadas 

en los comprobantes fiscales digitales con el concepto de “Paquete de Tiempo 

Aire Celular”; así como que al momento de la emisión de la resolución 

determinante dicho dominio no fue localizado en los principales navegadores 

de internet. 

➢ Que por otro lado, la contribuyente actora no hizo entrega de los 

reportes y/o controles que aplicó para tener registro de las impresiones de 

los tickets que en su caso fueron efectuadas por sus clientes o de los 

vendedores del servicio, motivo por el cual, no ampara en el caso que hayan 

ocurrido las operaciones celebradas en dicho portal. 

 

➢ Que si bien la contribuyente actora manifestó que no es requisito 

legal contar con activos propios, ya que en el caso, los activos fijos 

consistentes en equipo de cómputo, servidores o software, le fueron 

prestados por la empresa ********************* mediante celebración de 

contratos de comodato; sin embargo, fue omisa en exhibir dichos 

contratos. 

 

➢ Que con la documentación proporcionada no se demuestra 

fehacientemente que las operaciones registradas se hayan realizado, 

asimismo no demuestra su ejecución o realización, en razón que, si bien es 

cierto que las pólizas proporcionadas por la contribuyente contienen 

http://www.************.com.mx/Pages/Signin.aspx
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documentación con la cual se proponer robustecer el registro contable, 

como son: facturas emitidas, forma de pago, detalle de conciliación diaria, 

contratos celebrados y manual de manejo de uso y sitio web, lo cierto es 

que dicha información no acredita que los bienes intangibles facturados 

por la contribuyente actora hayan sido efectivamente enajenados.  

 

➢ Que la contribuyente visitada, emitió comprobantes fiscales sin 

contar con los activos y los recursos para comercializar “Paquete de 

Tiempo Aire Celular”, señalados en los comprobantes fiscales digitales que 

emitió durante el ejercicio fiscal de enero a diciembre de 2014.  

 

➢ Que de igual forma no acreditó haber efectuado las 

operaciones facturadas, y toda vez que no aportó las documentales que 

ampararan el origen y procedencia de los recursos con los que se 

efectuaron los depósitos bancarios en cantidad de *********************, se 

determinó que los depósitos antes citados no corresponden a sus registros de 

contabilidad, esto es, a cobranza de las facturas emitidas por la contribuyente 

visitada. 

 

➢ Que en tal virtud, se determina que la cantidad de *************, 

correspondientes a depósitos bancarios respecto de los cuales la 

contribuyente actora no proporcionó el soporte documental que acredite el 

origen y procedencia de los recursos con los que fueron efectuados, de modo 

que constituyen ingresos acumulables para efectos del pago del Impuesto 

Sobre la Renta, en términos del artículo 59 fracción III, del Código Fiscal de la 

Federación. 

 
 

Deducciones declaradas indebidamente 

 

➢ Que del análisis a las balanzas de comprobación se conoció que 

la contribuyente visitada, en el ejercicio fiscal 2014, registró deducciones en 

cantidad de **************, al que corresponde un impuesto al valor agregado 
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de **************, por concepto de “TIEMPO AIRE PREPAGO R9, TIEMPO 

AIRE ELECTRÓNICO, PAQUETE DE TIEMPO AIRE”; deducciones que no se 

encuentran amparadas con documentación comprobatoria, por lo que se 

determinaron las mismas como improcedentes; integrándose de la siguiente 

forma: 

 

 

➢ Que en relación con las operaciones registradas en la cuenta 

contable número ************** denominada "INTERNET", en cantidad de 

**********, éstas carecen de documentación comprobatoria que ampare 

dichos gastos, por lo que en el caso la contribuyente actora dedujo 

indebidamente la cantidad de **********, a la que corresponde un Impuesto al 

Valor Agregado en cantidad de **********, toda vez que dichos gastos no son 

deducibles para efectos de este impuesto, en virtud que no cumplen con los 

requisitos fiscales de deducibilidad establecidos en el artículo 27 primer 

párrafo, fracción III de la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente en 2014. 
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➢ Que por otra parte, la demandante señaló que, para acreditar 

sus erogaciones, proporcionó contrato que celebra ********************y la 

contribuyente *************** para la venta de tiempo aire, y por ende dicha 

sociedad válidamente le vendía dicho bien intangible a la demandante; 

sin embargo, se le indicó que el citado contrato es sólo un documento 

privado que hace prueba entre los particulares que lo celebraron, no así 

contra terceros, y por tanto no puede surtir efectos de pleno derecho ante 

un tercero que no intervino en la resolución contractual. 

 

➢ Que asimismo la contribuyente visitada no proporcionó la 

documentación e información que acredite que los supuestos bienes 

intangibles facturados por las contribuyentes ***************, 

********************, ********************, 

**********************************************************, por concepto de 

"PAQUETE DE TIEMPO AIRE" y "TIEMPO AIRE PREPAGADO R9" los haya 

recibido. 

 
➢ Que aunado a lo anterior, los registros contables deben de estar 

soportados con la documentación correspondiente, que se refiere al hecho de 

que la información que aparece en los Estados Financieros debe mostrar los 

aspectos importantes de la entidad que fueron reconocidos contablemente, 

las Normas de Información Financiera señalan cuales son las características 

cualitativas que debe de reunir la información económico-financiera, siendo 

una de estas la denominada "CONFIABILIDAD", misma que se encuentra 

definida en la NIF A-4 en su párrafo 8. 

 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.  

 

➢ Por los motivos expuestos en el apartado de Impuesto Sobre la 

Renta.- Ingresos Acumulables por Depósitos Bancarios No Aclarados, se 

determina que la cantidad de *************, correspondientes a depósitos 

bancarios por los que la contribuyente actora no proporcionó el soporte 

documental que acredite el origen y procedencia de los recursos con los que 
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fueron efectuados, por lo que constituyen Valor de Actos y/o Actividades 

gravados a tasa del 16º/o, que omitió declara para efectos del cálculo y 

determinación del IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, correspondiente a los 

pagos mensuales definitivos del ejercicio 2014, en términos de lo establecido 

en los artículos 1, primer, segundo y penúltimo párrafos, S-D primer, segundo 

y tercero párrafos, y 39 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en relación 

con el artículo 79 del Reglamento del Impuesto al Valor Agregado ambas 

disposiciones vigente en 2014. 

 

Impuesto al Valor Agregado Acreditable. 

 
➢ Que eI Impuesto al Valor Agregado acreditable indebidamente en 

cantidad ***************, corresponde a supuestas erogaciones efectuadas por 

compra de tiempo aire que la contribuyente adquirió de los siguientes 

contribuyentes: ***************; **********************, *************************, 

************************* y *************************************, sin embargo la 

contribuyente no proporcionó los medios de convicción idóneos que 

comprobaran la existencia o realización de dichas operaciones; por los 

motivos expuestos, en el apartado de Impuesto Sobre la Renta.- Deducciónes 

Aclaradas Indebidamente. 

 

➢ Que en tal virtud, se concluye que la contribuyente actora, no 

proporcionó los medios de convicción idóneos que comprobaran la existencia 

o realización de las operaciones facturadas por las contribuyentes: 

***************, **********************, ****************************, 

*************************, ************************************* por lo que no se 

reconocen como deducciones para efectos del Impuesto Sobre la Renta, por 

consecuencia tampoco se reconoce el acreditamiento del Impuesto al Valor 
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Agregado por la cantidad de ***************, toda vez que no comprobó que los 

supuestos acreditamientos correspondan a cualquiera de los conceptos 

deducibles establecidos en el artículo en el artículo 5, primer párrafo, fracción 

I de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente en 2014, en relación con el 

artículo 25, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, ni que estos cumplieran 

con los requisitos que establece el artículo 27, primer párrafo, fracción I de la 

Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente en 2014. 

 

Una vez conocido lo anterior, es de precisarse que la 

determinación de la autoridad fiscalizadora encuentra sustento en que la 

empresa actora no acreditó contar con activos, esto es, computadoras, 

software, plataforma de internet y un servidor que le permitan llevar a 

cabo su actividad consistente en la compra y venta de tiempo aire de 

telefonía celular, pues no demostró tener los elementos necesarios para 

operar, no siendo posible que haya comprado, almacenado y vendido el 

referido tiempo aire, motivo por el cual se considera que las operaciones 

observadas no se realizaron al no estar soportadas documentalmente. 

 

Delimitado lo anterior, se procede al análisis y resolución de los 

argumentos formulados por la demandante con los cuales pretende demostrar 

la ilegalidad de las determinaciones efectuadas por la autoridad fiscalizadora. 

 

A manera de preámbulo, es factible mencionar que la contabilidad 

en materia tributaria se define como el conjunto de sistemas y métodos que 

los contribuyentes están obligados a utilizar para la clasificación, ordenación 

y registro de los actos o actividades que producen movimiento o 

modificaciones en su patrimonio y que son tomados en cuenta por las leyes 

fiscales para el pago de los impuestos. 

 

Lo anterior se advierte del Código Fiscal de la Federación y su 

Reglamento en los cuales se recogen los principios contables de objetividad y 

veracidad al señalar que los registros contables están integrados por la 
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documentación correspondiente, como se aprecia del artículo 28 fracciones I 

y II del Código de marras, numeral que establece lo siguiente:  

 
“Artículo 28.- Las personas que de acuerdo con las disposiciones fiscales 
estén obligadas a llevar contabilidad, estarán a lo siguiente: 
 
I. La contabilidad, para efectos fiscales, se integra por los libros, sistemas y 
registros contables, papeles de trabajo, estados de cuenta, cuentas 
especiales, libros y registros sociales, control de inventarios y método de 
valuación, discos y cintas o cualquier otro medio procesable de 
almacenamiento de datos, los equipos o sistemas electrónicos de registro 
fiscal y sus respectivos registros, además de la documentación comprobatoria 
de los asientos respectivos, así como toda la documentación e información 
relacionada con el cumplimiento de las disposiciones fiscales, la que acredite 
sus ingresos y deducciones, y la que obliguen otras leyes; en el Reglamento 
de este Código se establecerá la documentación e información con la que se 
deberá dar cumplimiento a esta fracción, y los elementos adicionales que 
integran la contabilidad. 
 
(…) 
 
II. Los registros o asientos contables a que se refiere la fracción anterior 
deberán cumplir con los requisitos que establezca el Reglamento de este 
Código y las disposiciones de carácter general que emita el Servicio de 
Administración Tributaria. 
 
(…)”.  

 

Del artículo previamente transcrito, se aprecia que la contabilidad 

se integra por los libros, papeles de trabajo, estados de cuenta, cuentas 

especiales, libros y registros sociales, control de inventarios y método de 

valuación, sistemas y registros contables que señala el Reglamento del código 

con los requisitos que éste establece. 

 

Asimismo, se advierte que la contabilidad se integra también, por 

la documentación comprobatoria de los asientos contables, pues señala 

textualmente que se encuentra conformada por "la documentación 

comprobatoria de los asientos respectivos". 
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A mayor precisión, y atendiendo a lo preceptuado por el artículo 

28 fracción II, del Código Fiscal de la Federación, que señala que los asientos 

contables deben llevarse de acuerdo a lo preceptuado en su Reglamento, se 

analizará lo que establece éste en materia de contabilidad. 

 

De esta manera, en el Reglamento del Código Fiscal de la 

Federación, en su artículo 29 fracciones I y VI, señala lo siguiente: 

 

“Artículo 29.- Para los efectos del artículo 28, fracción I del Código, los 
sistemas y registros contables deberán llevarse por los contribuyentes 
mediante los instrumentos, recursos y sistemas de registro o procesamiento 
que mejor convenga a las características particulares de su actividad, pero en 
todo caso deberán satisfacer como mínimo los requisitos que permitan: 

 

I. Identificar cada operación, acto o actividad y sus características, 
relacionándolas con la documentación comprobatoria, de tal forma que 
aquéllos puedan identificarse con las distintas contribuciones, tasas y cuotas, 
incluyendo las actividades liberadas de pago por las disposiciones aplicables; 
 
(…) 

 
VI. Contar con la documentación e información de los registros de todas las 
operaciones, actos o actividades y garantizar que se asienten correctamente, 
mediante los sistemas de control y verificación internos necesarios; 

 

(…)”. 

 

Del artículo previamente transcrito, se aprecia que los sistemas y 

registros contables deberán identificar cada operación, acto o actividad y sus 

características, relacionándolas con la documentación comprobatoria. 

 

Así las cosas, el Reglamento del Código en comento señala 

también de manera expresa que los registros contables deben relacionarse 

con la documentación comprobatoria. 

 

De esta manera, acudiendo a los preceptos que regulan la 

integración de la contabilidad, se colige que para que pueda afirmar que el 

contribuyente cumple plenamente su obligación de llevar sus registros 
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contables, éstos deben apoyarse en los documentos que los amparen, 

pues son parte integrante de los mismos. 

 

En ese sentido, este Órgano Colegiado aprecia que dentro de los 

artículos previamente citados del Código Fiscal de la Federación y su 

Reglamento, descansan los principios de contables de veracidad y objetividad, 

toda vez que al exigir que las anotaciones que se realicen en los libros 

contables, cuenten con documentación comprobatoria, ello obedece a que la 

contabilidad al ser la base para la liquidación de los tributos por parte del 

contribuyente, requiere que la misma refleje fielmente la realidad contributiva 

del sujeto pasivo al patentizar conforme a la realidad económica, las 

modificaciones y movimiento en el patrimonio del sujeto pasivo. 

 

En efecto, atendiendo a los principios que norman a la 

contabilidad y en específico al de veracidad y objetividad de la misma, es 

requisito necesario que los registros se encuentren soportados por la 

documentación correspondiente, pues la contabilidad al expresar los 

movimientos o modificaciones en el patrimonio del contribuyente, esto es, al 

indicar hechos económicos derivados de transacciones comerciales, las 

mismas transacciones se reflejan documentalmente. 

 

Es decir, los hechos económicos que se traducen en 

modificaciones o movimientos en el patrimonio del contribuyente -al ser 

resultado de transacciones comerciales-, se plasman en documentos que 

reflejan dichas transacciones a través de facturas, comprobantes, recibos y 

notas, por lo cual, para que un registro pueda considerarse como fiel y veraz 

indicador de la realidad económica del sujeto, debe acompañarse de la 

DOCUMENTACIÓN COMPROBATORIA CORRESPONDIENTE, pues de 
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esa forma se tendrá plena certeza de la veracidad de lo registrado en los libros 

de contabilidad, y en los comprobantes fiscales. 

 

Así, al analizarse los registros contables y para que los mismos 

tengan plena validez, deben estar apoyados en la documentación 

correspondiente, la cual debe ser la necesaria para poder comprobar la 

veracidad de las anotaciones que se efectúen en los libros contables y 

comprobantes fiscales emitidos. 

 

Afirmar lo contrario, haría nugatoria la obligación establecida por 

el legislador de soportar con documentación comprobatoria los registros 

contables, puesto que no existiría certeza de la veracidad y objetividad del 

contenido de dichos documentos.  

 

Bajo ese orden de ideas, el contar con la documentación 

comprobatoria suficiente para demostrar la autenticidad de los datos 

plasmados en los registros contables es imprescindible, puesto que la 

contabilidad –entendida como el conjunto de libros,  sistemas y métodos que 

los contribuyentes están obligados a utilizar para la clasificación, ordenación 

y registro de los actos o actividades que producen movimiento o 

modificaciones en su patrimonio-  tiene un papel importante, para poder 

conocer la situación económica de los contribuyentes, pues ésta es la base de 

la autodeterminación de los tributos, al revelar la misma, las modificaciones o 

movimientos del patrimonio de los contribuyentes.  

 

De ese modo, el hecho de que el contribuyente tenga registradas 

en su contabilidad las operaciones comerciales, tal circunstancia per se no 

implica que se esté cumpliendo cabalmente con la obligación de llevar 

adecuadamente los registros contables, puesto que es imprescindible contar 

con la documentación comprobatoria, para estimar la veracidad de los 

mismos.  
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Derivado de lo anterior, cuando la autoridad hacendaria 

despliegue sus facultades de comprobación, y en ejercicio de ellas requiere la 

documentación comprobatoria de los registros contables y de sus 

comprobantes fiscales, ésta debe ser suficiente como para demostrar la 

veracidad de las operaciones efectuadas.  

 

Ahora bien, este Cuerpo Colegiado reitera las consideraciones 

relativas a las compulsas a terceros que fueron solicitadas por la 

impetrante de nulidad, toda vez que las mismas se encuentran intocadas 

por la ejecutoria de fecha 28 de abril de 2023 dictada por el Décimo Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito en el 

D.A. 99/2022.  

 

En ese sentido, se califica de infundado lo argumentado por la 

accionante de nulidad, en el sentido que la autoridad fiscalizadora se 

encontraba obligada a compulsar a los proveedores de la empresa actora e 

incluso a la empresa ******************************, operadora de la marca 

conocida como ******, a fin de corroborar que la demandante contaba con 

activos que le permitieron llevar a cabo las operaciones observadas, 

relativas a la compra, almacenamiento y venta de tiempo aire de telefonía 

celular. 

 

A efecto de demostrar lo anterior, es de precisarse en primer 

término diversos aspectos sobre la facultad de la autoridad hacendaria para 

realizar compulsas de documentos durante el procedimiento fiscalizador; en 

ese sentido, cabe señalar que según el Diccionario de la Real Academia 

Española, la palabra “compulsa” significa acción y efecto de compulsar, 
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mientras que esta última refiere a cotejar una copia con el documento 

original para determinar su exactitud. 

 

Ahora bien, al trasladar este término al ámbito jurídico podemos 

entender que la compulsa es el análisis y cotejo que realiza la autoridad 

de dos o más documentos, comparándolos entre sí. 

 

De esta manera, en materia fiscal las compulsas a terceros no es 

otra cosa, sino la verificación que realiza la autoridad, en uso de sus facultades 

de comprobación, respecto de la autenticidad de la documentación fiscal del 

contribuyente, realizando un cotejo de ello con la información que poseen los 

terceros relacionados con este (clientes o proveedores), para determinar si 

dicho contribuyente cumple con sus obligaciones fiscales. 

 

Dicha facultad de comprobación tiene su sustento jurídico 

fundamentalmente en los artículos 42, fracción II y III, en relación con el 

diverso 63, ambos del Código Fiscal de la Federación, los cuales son del tenor 

literal siguiente: 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

 

“Artículo 42.- Las autoridades fiscales a fin de comprobar que los 
contribuyentes, los responsables solidarios o los terceros con ellos 
relacionados han cumplido con las disposiciones fiscales y, en su caso, 
determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para 
comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información a 
otras autoridades fiscales, estarán facultadas para: 
 
(…) 
 
II. Requerir a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos 
relacionados, para que exhiban en su domicilio, establecimientos, en las 
oficinas de las propias autoridades o dentro del buzón tributario, dependiendo 
de la forma en que se efectuó el requerimiento, la contabilidad, así como que 
proporcionen los datos, otros documentos o informes que se les requieran a 
efecto de llevar a cabo su revisión. 
 
III. Practicar visitas a los contribuyentes, los responsables solidarios o 
terceros relacionados con ellos y revisar su contabilidad, bienes y 
mercancías. 
 
(…)” 
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“Artículo 63.- Los hechos que se conozcan con motivo del ejercicio de 
las facultades de comprobación previstas en este Código o en las leyes 
fiscales, o bien que consten en los expedientes, documentos o bases de datos 
que lleven, tengan acceso o en su poder las autoridades fiscales, así como 
aquéllos proporcionados por otras autoridades, podrán servir para motivar 
las resoluciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de 
cualquier otra autoridad u organismo descentralizado competente en 
materia de contribuciones federales. 
 
Cuando otras autoridades proporcionen expedientes o documentos a las 
autoridades fiscales conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, estas 
últimas deberán conceder a los contribuyentes un plazo de quince días, 
contado a partir de la fecha en la que les den a conocer tales expedientes o 
documentos, para manifestar por escrito lo que a su derecho convenga, lo 
cual formará parte del expediente administrativo correspondiente. 
 
Las mencionadas autoridades estarán a lo dispuesto en el primer párrafo de 
este artículo, sin perjuicio de su obligación de mantener la confidencialidad de 
la información proporcionada por terceros independientes que afecte su 
posición competitiva, a que se refiere el artículo 69 de este Código. 
 
Las copias, impresiones o reproducciones que deriven del microfilm, disco 
óptico, medios magnéticos, digitales, electrónicos o magneto ópticos de 
documentos que tengan en su poder las autoridades, tienen el mismo valor 
probatorio que tendrían los originales, siempre que dichas copias, 
impresiones o reproducciones sean certificadas por funcionario competente 
para ello, sin necesidad de cotejo con los originales. 
 
También podrán servir para motivar las resoluciones de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y cualquier otra autoridad u organismo 
descentralizado competente en materia de contribuciones federales, las 
actuaciones levantadas a petición de las autoridades fiscales, por las oficinas 
consulares. 
 
Las autoridades fiscales presumirán como cierta la información contenida en 
los comprobantes fiscales digitales por Internet y en las bases de datos que 
lleven o tengan en su poder o a las que tengan acceso.” 

 

De lo anterior, podemos advertir que, a fin de comprobar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales, las autoridades fiscales podrán 

realizar visitas domiciliarias a los sujetos obligados o a los terceros con ellos 

relacionados y que la información que sea conocida a través de dicho medio 

podrá ser sustento de la determinación que en su caso se efectúe. 
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De esta manera, la compulsa a terceros, puede realizarse a través 

de una visita domiciliaria o mediante una revisión de gabinete que lleve a cabo 

la autoridad para corroborar el cumplimiento de las obligaciones tributarias de 

un contribuyente o deudor solidario, así la importancia de esta facultad de 

comprobación estriba en que los datos aportados por los terceros 

ayudan a verificar el contenido de los papeles y demás documentación 

comprobatoria de obligaciones que exhiben los contribuyentes. 

 

En esta tesitura, todos los hechos que sean conocidos por las 

autoridades en las compulsas realizadas, deben quedar debidamente 

circunstanciados en las actas de aportación de datos por terceros, mismas 

que posteriormente servirán de sustento para establecer si los documentos 

revisados del contribuyente son coincidentes con la información 

proporcionada por esos terceros con ellos relacionados y, de esta manera 

determinar el cumplimiento o incumplimiento de obligaciones en materia 

contributiva. 

 

Al respecto, el autor Hugo Carrasco Iriarte, en su libro Derecho 

Fiscal Constitucional (Carrasco Iriarte, Hugo, 4a. ed., México, Distrito Federal, 

Oxford, 2000, pp. 49 a 51.), menciona que las compulsas realizadas a terceros 

reúnen tres características fundamentales, a saber:  

 

a) son formas indirectas de investigación, respecto del grado de 

cumplimiento de obligaciones por parte del sujeto pasivo, 

 

b) tienen un determinado valor probatorio, pero de ninguna 

manera hacen prueba plena y,  

 

c) la información obtenida de los terceros debe ser adminiculada 

por la autoridad con otros medios probatorios a fin que la misma deba tener 

eficacia. 
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Bajo esa guisa, los últimos dos requisitos mencionados resultan 

relevantes para el caso que nos ocupa, ya que los comprobantes fiscales que 

exhiben los contribuyentes para demostrar la realización de sus actos y 

operaciones, son documentos idóneos para amparar sus deducciones 

autorizadas, siempre que cumplan con los requisitos establecidos por la 

normatividad de la materia; sin embargo las autoridades fiscales pueden 

desvirtuar la existencia de las operaciones registradas en tales comprobantes, 

a través de, entre otras facultades, las compulsas realizadas a terceros y, de 

esta manera demostrar que las deducciones realizadas no cumplen con los 

requisitos de ley.  

 

En tales condiciones, tenemos que los papeles de trabajo y 

demás documentos de comprobación fiscal de los contribuyentes, en principio 

y atendiendo al sistema de autodeterminación por el cual nos regimos en 

materia contributiva, respecto del cual se presumen existentes y legales tanto 

en forma como en contenido; no obstante lo anterior y, a efecto de corroborar 

que lo declarado y consignado en dichos documentos es correcto, las 

autoridades tienen expedito el ejercicio de sus facultades de comprobación. 

 

Es aquí donde cobran relevancia los medios de convicción de los 

que se alleguen tales autoridades para desvirtuar la presunción de existencia 

y legalidad tanto de los documentos exhibidos por los contribuyentes como de 

los datos asentados en estos. 

 

Bajo esta tesitura, tenemos que es la autoridad fiscal, si así lo 

considera, quien puede determinar ejercer sus facultades de 

comprobación mediante compulsas realizadas a los terceros 

relacionados con los contribuyentes, para verificar la existencia de las 
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operaciones consignadas en diversos documentos de comprobación 

fiscal exhibidos por estos últimos. 

 

En ese sentido, deviene de INFUNDADO lo argumentado por el 

demandante, ya que contrario a su dicho, la autoridad fiscalizadora no se 

encontraba obligada a realizar las compulsas con sus proveedores, ya 

que en primer término, ésta se refiere a una facultad de la autoridad que puede 

o no utilizar como medio indirecto de comprobación a fin de verificar la 

información que conste en los documentos aportados por la contribuyente 

fiscalizada. 

 

Al respecto, resulta aplicable mutatis mutandi la Jurisprudencia 

por contradicción de tesis VII-J-SS-148 emitida por el Pleno de la Sala 

Superior de este Tribunal de rubro y contenido siguientes: 

 

“COMPULSAS A TERCEROS. VALOR PROBATORIO DE LAS 
MANIFESTACIONES REALIZADAS POR LOS PROVEEDORES O 
PRESTADORES DE SERVICIOS DEL CONTRIBUYENTE.- De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 42, fracciones II y III, en relación con el diverso 
63, ambos del Código Fiscal de la Federación, las autoridades tienen la 
facultad de verificar, por medio de las compulsas realizadas a terceros, 
la autenticidad de la documentación fiscal de los contribuyentes, 
efectuando para ello un cotejo de la información que posean ambos; en 
esta tesitura, tenemos que si la autoridad se basa únicamente en las 
manifestaciones rendidas por los proveedores o prestadores de servicios, 
para rechazar las deducciones realizadas por los contribuyentes, aduciendo 
inexistencia de las operaciones dispuestas en sus documentos de 
comprobación exhibidos, ello es ilegal, pues tales testimonios únicamente 
constituyen declaraciones realizadas por particulares que carecen de fuerza 
probatoria por sí mismas para desvirtuar la existencia de las operaciones 
referidas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46, fracción I, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, y por lo tanto, para que 
puedan tener valor suficiente deben estar adminiculadas con otros elementos 
objetivos de prueba, tales como los asientos contables de los terceros y 
demás documentación que obre en su poder, pues sólo de esta manera no 
se estaría arrojando una carga probatoria indebida al contribuyente.” 

 

Adicionalmente, se debe tener presente que la demandante 

desde el inicio de la visita domiciliaria fue omisa en exhibir la documentación 

comprobatoria que avalara el correcto cumplimiento a las disposiciones 

fiscales, por ello, la actora no puede solicitar a este Órgano Jurisdiccional para 

que ordene a la autoridad hacendaria a realizar una compulsa con las 
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empresas ***************, ***************, ***************, ********************* y 

**************************************, con la finalidad de cerciorarse que las 

operaciones efectuadas por ella, realmente se realizaron, pues la 

documentación comprobatoria que respalda la materialidad de las 

operaciones observadas debe obrar en poder de la moral fiscalizada, hoy 

demandante, de conformidad con el artículo 28 del Código Fiscal de la 

Federación. 

 

Por otro lado, se reiteran las consideraciones por las cuales, 

esta Juzgadora determinó que el contrato celebrado entre 

****************************** y la diversa contribuyente ***************, no era 

idóneo para acreditar la materialidad de las operaciones de compra-

venta de tiempo aire, ello así pues dicha cuestión no fue materia de la 

ejecutoria dictada dentro del D.A. 99/2023 por el Décimo Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito el día 28 de abril 

de 2023.  

 

Bajo esa guisa, en relación al tópico de la deducciones, resulta 

infundado el argumento de la actora, en el cual arguye que el contrato 

celebrado entre ****************************** y la diversa contribuyente 

***************, ampara que ésta última vendía a la hoy demandante tiempo 

aire, con lo cual a juicio de la empresa actora se acredita que sí realizó el gasto 

relativo a compra de tiempo aire, por lo que resulta procedente las 

deducciones que pretende efectuar.  

 

A efecto de demostrar lo infundado del argumento en estudio, se 

procede en primer término a imponerse del contenido del contrato de marras, 

mismo que se reproduce a continuación:  
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CONTRATO ENTRE ****************************** Y ********************** 
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Del contrato previamente digitalizado, se advierte que en esencia 

que la empresa ******************************, y **********************, celebraron 

un acuerdo de voluntades, con el objeto que ésta última venda saldo a las 

líneas celulares de los clientes de la primera de las mencionadas, 

especificándose el proceso a seguir para efectuar dicha operación, como lo 

es, el valor de venta de saldos, la forma en que se adquirirán y liquidarán los 

mismos, la propiedad de los sistemas, publicidad, entre otras.  

 

Conocido lo anterior, a juicio de esta Juzgadora el contrato de 

mérito resulta insuficiente para acreditar que la empresa actora sí realizó 

el gasto relativo a compra de tiempo aire que pretende de deducir; ya que 

del acuerdo de voluntades en comento, si bien se desprende que existe una 

obligación contractual que tiene por objeto la venta de saldo -tiempo aire-; 

también lo es, que tal obligación es entre las empresas 

*********************************, y ***************, más no así con la empresa 

actora.  

 

De ese modo, resulta evidente que con del Contrato de marras no 

es posible advertir que la empresa actora tiene la capacidad para comprar, 



PRIMERA SECCIÓN DE SALA 
SUPERIOR 

 
EXPEDIENTE: 15044/18-17-06-
6/1707/19-S1-02-04. 

 
ACTORA: ***************** 

 

- 235 - 

almacenar y posteriormente vender el bien intangible consistente en tiempo 

aire de telefonía celular, a efecto de dilucidar la procedencia de las 

deducciones que pretende hacer efectivas.  

 

En ese contexto, se tiene que la empresa actora no acredita que 

las operaciones que pretende deducir efectivamente se materializaron, pues 

del multicitado contrato no es posible advertir que sí realizó el gasto relativo 

a compra de tiempo aire, por lo que resulta ajustado a derecho que la 

autoridad fiscalizadora determinara como improcedentes las 

deducciones que pretende efectuar derivado de dichas operaciones. 

 

En ese sentido, la actora debió haber presentado las 

documentales con las cuales acreditara la relación comercial que tiene con 

sus proveedores, así como que cuenta con los activos necesarios para realizar 

las operaciones consignadas en sus comprobantes fiscales digitales emitidos, 

situación que no aconteció en la especie; en consecuencia, sus 

manifestaciones resultan infundadas. 

 

Ahora bien, toda vez que el accionante ofrece las periciales en 

materia de contabilidad y sistemas computacionales, a efecto de acreditar que 

le compraba tiempo aire a subdistribuidores de “******”, y los vendía a otros 

subdistribuidores; así como que, usaba la plataforma, computadoras, software 

y activos de la empresa “*************”, toda vez que dicha persona moral fue 

socia de la empresa actora, y con motivo de ellos le prestó los aludidos activos, 

en cumplimiento a la ejecutoria dictada por el Décimo Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito el día 28 abril de 

2023 dentro del D.A. 99/2022, este Cuerpo Colegiado procede al análisis y 

valoración de las pruebas periciales ofrecidas, para los efectos propuestos.   
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En principio, es de indicarse que la prueba pericial es una 

actividad procesal desarrollada por personas especialmente calificadas por 

sus conocimientos técnicos, artísticos o científicos, mediante la cual, se 

suministran al Juzgador argumentos o razones para la formación de su 

convencimiento respecto de ciertos hechos, cuya percepción o entendimiento 

escapa al entendimiento del común de las personas.  

 

De ese modo, debemos destacar que la prueba pericial constituye 

una declaración técnica, toda vez que el perito expone lo que a su leal saber 

y entender considera correcto o no, sin pretender ningún efecto jurídico 

concreto con su exposición.  

 

Esa declaración contiene una operación valorativa, ya que 

esencialmente es un concepto o dictamen técnico de lo que el perito deduce 

sobre la existencia, características, apreciación del hecho, sus causas, efectos 

y no una simple narración de sus percepciones. 

 

Al respecto, resulta aplicable la tesis V.4o.4 K, visible en la Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXII, Diciembre de 

2005, página 2745, misma que reza a la voz de:   

 
“PRUEBA PERICIAL. SU NATURALEZA JURÍDICA Y ALCANCE. La 
doctrina, en forma coincidente con la esencia de las disposiciones legales 
que regulan la prueba a cargo de peritos, ha sustentado que la peritación 
(que propiamente es el conjunto de actividades, experimentos, 
observaciones y técnicas desplegadas por los peritos para emitir su 
dictamen), es una actividad procesal desarrollada en virtud de encargo 
judicial (o incluso ministerial), por personas distintas de las partes del 
proceso, especialmente calificadas por sus conocimientos técnicos, 
clínicos, artísticos, prácticos o científicos, mediante la cual se suministran 
al Juez argumentos o razones para la formación de su convicción respecto 
de ciertos hechos cuya percepción, entendimiento o alcance, escapa a las 
aptitudes del común de la gente, por lo que se requiere esa capacidad 
particular para su adecuada percepción y la correcta verificación de sus 
relaciones con otros hechos, de sus causas, de sus efectos o simplemente 
para su apreciación e interpretación. De esta manera, el perito es un 
auxiliar técnico de los tribunales en determinada materia, y como tal, su 
dictamen constituye una opinión ilustrativa sobre cuestiones técnicas 
emitidas bajo el leal saber y entender de personas diestras y versadas en 
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materias que requieren conocimientos especializados, expresados en 
forma lógica y razonada, de tal manera que proporcionen al juzgador 
elementos suficientes para orientar su criterio en materias que éste 
desconoce. Ese carácter ilustrativo u orientador de los dictámenes 
periciales es lo que ha llevado a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y a los diversos tribunales de la Federación a destacar que los peritajes no 
vinculan necesariamente al juzgador, el cual disfruta de la más amplia 
facultad para valorarlos, asignándoles la eficacia demostrativa que en 
realidad merezcan, ya que el titular del órgano jurisdiccional se constituye 
como perito de peritos, y está en aptitud de valorar en su justo alcance 
todas y cada una de las pruebas que obren en autos. 

 

Asimismo, resulta aplicable la tesis I.3o.C.1016 C (9a.), visible en 

la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 

IV, Enero de 2012, Tomo 5, página  4585, la cual ad litteram establece:  

 

“PRUEBA PERICIAL. NOTAS DISTINTIVAS. La peritación es una 
actividad procesal desarrollada, con motivo de encargo judicial, por 
personas distintas de las partes del proceso, especialmente calificadas por 
sus conocimientos técnicos, artísticos o científicos, mediante la cual se 
suministran al Juez argumentos o razones para la formación de su 
convencimiento respecto de ciertos hechos cuya percepción o 
entendimiento escapa a las aptitudes del común de las personas. Así 
tenemos, como notas distintivas de esta probanza judicial, las siguientes: 
1. Es una actividad humana, porque consiste en la intervención transitoria, 
en el proceso, de personas que deben realizar ciertos actos para rendir 
posteriormente un dictamen; 2. Es una actividad procesal, porque debe 
ocurrir con motivo de un procedimiento; 3. Es una actividad de personas 
especialmente calificadas en razón de su técnica, ciencia, conocimientos 
de arte o de su experiencia en materias que no son conocidas por el común 
de las personas; 4. Exige un encargo judicial previo; 5. Debe versar sobre 
hechos y no sobre cuestiones jurídicas ni sobre exposiciones abstractas 
que no incidan en la verificación, valoración o interpretación de los hechos 
del proceso; 6. Los hechos deben ser especiales, en razón de sus 
condiciones técnicas, artísticas o científicas, cuya verificación, valoración 
e interpretación no sea posible con los conocimientos ordinarios de 
personas medianamente cultas y de Jueces cuya preparación es 
fundamentalmente jurídica; 7. Es una declaración de ciencia, toda vez que 
el perito expone lo que sabe por percepción y deducción o inducción de los 
hechos sobre los cuales versa su dictamen, sin pretender ningún efecto 
jurídico concreto con su exposición; 8. Esa declaración contiene una 
operación valorativa ya que esencialmente es un concepto o dictamen 
técnico, artístico o científico de lo que el perito deduce sobre la existencia, 
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características, apreciación del hecho, sus causas, efectos y no una simple 
narración de sus percepciones, y 9. Es un medio de convicción.” 

 

En tal contexto, es menester precisar que el valor probatorio de 

la prueba pericial, está sujeto a la prudente apreciación de esta Primera 

Sección de la Sala Superior de este Tribunal, en los términos del artículo 

56 fracción III de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en relación con el diverso 43 de la citada Ley, a la luz de 

las siguientes tesis jurisprudenciales aplicadas por analogía, relativas a 

la valoración de pruebas periciales, como lo son las siguientes: 

 

 “PRUEBA PERICIAL.- SU VALORACIÓN CONFORME AL 
ARTICULO 221 FRACCIÓN I) DEL CÓDIGO FISCAL.- De acuerdo 
con el numeral citado, las Salas del Tribunal Fiscal de la Federación 
calificarán el valor probatorio de los dictámenes periciales según las 
circunstancias. Lo anterior quiere decir que si se da el caso de que 
el dictamen presentado por el perito de la actora y el del perito de las 
autoridades, difieran y, en consecuencia, se requiera de un tercer 
peritaje en discordia, y éste coincida, ya con el de la actora, ya con 
el de la autoridad, no por esto la Sala juzgadora deberá inclinarse 
necesariamente por los dos peritajes coincidentes, sino que podrá 
basarse en el único peritaje que difiera, si a su juicio, y en atención 
a las circunstancias del caso, éste es el único que aborda y resuelve 
las cuestiones técnicas que se plantearon. En efecto, de acuerdo con 
el artículo citado las Salas de este Tribunal al examinar las pruebas 
periciales ofrecidas por las partes deberán hacer uso de su prudente 
arbitrio y atender a las circunstancias del caso, a efecto de otorgarles 
el valor probatorio respectivo, pues la coincidencia de dos opiniones 
periciales frente a una tercera, aún cuando esta tercera corresponda 
al perito de alguna de las partes, no demuestra necesariamente que 
las primeras sean acertadas y la segunda equivocada, pues la razón 
no es de índole cuantitativa, sino que debe sostenerse por sus 
propios fundamentos. 
 
R.T.F.F. Segunda Época. No. 19. Julio 1981. p. 123” 
 
 

En el mismo sentido se ha pronunciado el Segundo Tribunal 

Colegiado del Cuarto Circuito en su jurisprudencia IV.2o. J/27, visible en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente al mes de 

noviembre de 1993, página 66, que textualmente establece: 
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“PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. COINCIDENCIA DE 
LOS DICTÁMENES. Es cierto que las Juntas de Conciliación y 
Arbitraje se encuentran facultadas para valorar las pruebas en 
conciencia y que tratándose de la prueba pericial son soberanas 
para apreciarlas, pero también están obligadas a estudiar 
pormenorizadamente las pruebas rendidas, haciendo el análisis de 
las mismas y expresando las razones que hayan tenido en 
consideración para llegar a tal o cual conclusión; sin que rija en 
relación con la pericial el principio de mayoría en cuanto al número 
de dictámenes coincidentes. Por consiguiente, es obligación de la 
Junta responsable, luego de efectuar un examen cuidadoso de las 
opiniones periciales, exponer con suficiente amplitud, sin tomar en 
cuenta el número de dictámenes coincidentes, las razones o motivos 
por los que en su concepto mereciesen mayor o menor valor uno u 
otro de los dictámenes referidos. 
 
Amparo directo 469/93. René López Medina. 11 de agosto de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Barocio Villalobos. Secretario: 
Eduardo Ochoa Torres.” 

 

 

En tal virtud, el valor probatorio de un dictamen pericial obedecerá 

a si el mismo logra crear al Juzgador convicción sobre los hechos que 

pretenden probar las partes; no obstante, el Juzgador deberá apreciar los 

aspectos intrínsecos de la prueba, como lo son: los fundamentos utilizados, 

que los motivos expuestos son lógicos y se encuentran encaminados al caso 

examinado y si existe una armonía entre los fundamentos utilizados y las 

conclusiones. 

 

Así, el Juzgador puede apartarse del dictamen formulado por el 

perito, si advierte que dichos elementos intrínsecos de la prueba 

contravienen normas generales, hechos notorios, una presunción de 

derecho o resultan exageradas o inverosímiles. 
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Señalado lo anterior, se procede a analizar y valorar los 

dictámenes periciales en materia de sistemas computacionales y 

contabilidad, en los términos en que fueron desahogados por las partes, 

sin subsanar ninguna omisión en su desahogo, pues en términos del artículo 

40 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

corresponde a cada una la carga procesal de acreditar sus pretensiones o sus 

excepciones y defensas.  

 

A. PERICIAL EN MATERIA DE CONTABILIDAD  

 

En primer término, se procede a reproducir el contenido del 

cuestionario propuesto por la demandante, mismo que es del tenor literal 

siguiente:  

 



 

PRIMERA SECCIÓN DE SALA 
SUPERIOR 

 
EXPEDIENTE: 15044/18-17-06-
6/1707/19-S1-02-04. 

 
ACTORA: *************************** 

 
 

-241- 
 

 

 

Por su parte, la autoridad demandada no amplió el cuestionario 

propuesto por la accionante para desahogar la prueba pericial en materia de 

contabilidad.  

 

Conocido lo anterior, esta Juzgadora procede a analizar el 

dictamen formulado por la parte actora, el dictamen pericial de la autoridad 

demandada, y el dictamen emitido por el perito tercero en discordia, a efecto 

de imponerse de las respuestas que ad litteram emitieron los expertos en 

relación a las preguntas antes citadas, con la finalidad de llegar a una 

conclusión respecto del punto a resolver. 

 

Haciendo el señalamiento que respecto de las preguntas 1 a 11 

del cuestionario propuesto por la actora, esta Juzgadora advirtió que el perito 

designado por la parte actora fue omiso en responderlas, en consecuencia, 

toda vez que por auto de fecha 12 de noviembre de 2018, el cual obra a folios 

958 de autos, la Instrucción apercibió al perito de la parte actora que en caso 
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de no rendir el dictamen oportunamente, se atendería al dictamen formulado 

por la autoridad demandada, esta Juzgadora solo tomará en cuenta las 

respuesta formuladas por el perito de la autoridad y el perito tercero.  

 

PREGUNTA 1: Diga ¿si el contribuyente (actora) presentó 

declaración anual de ISR y mensuales de IVA por el ejercicio fiscal de 1° 

de enero al 31 de diciembre de 2014?  

 

Perito de la actora: Fue omiso en contestar la pregunta.  

Perito de la autoridad:  

 

Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Esta 

Juzgadora estima pertinente desestimar la pregunta en análisis, 

así como las respuestas efectuadas por los peritos de las partes 

y el perito tercero, toda vez que no se encuentra en controversia 

si la contribuyente actora presentó las declaraciones 

correspondientes al Impuesto Sobre la Renta e Impuesto al Valor 

Agregado correspondientes al ejercicio fiscal 2014, pues el tema 

a dilucidar en la presente causa contenciosa administrativa 

consiste en determinar si el demandante contaba con los activos 

necesarios para efectuar las operaciones de compra venta de 

tiempo aire. 

 

PREGUNTA 2: En el evento de que su respuesta haya sido 

afirmativa a la anterior pregunta, diga ¿la fecha y hora, así como los 

montos por concepto de pago, de las declaraciones antes detalladas?  

 

Perito de la actora: Fue omiso en responder la pregunta.  

Perito de la demandada:  
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Perito tercero en discordia: 
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Este Cuerpo 

Colegiado estima pertinente desestimar la pregunta en análisis, 

así como las respuestas efectuadas por los peritos de las partes 

y el perito tercero, toda vez que, como se refirió en la pregunta 

que antecede, no se encuentra en controversia si la contribuyente 

actora presentó las declaraciones correspondientes al Impuesto 

Sobre la Renta e Impuesto al Valor Agregado, correspondientes 

al ejercicio fiscal 2014, la forma en que las presentó, así como  los 

datos asentados en las misma, pues se reitera que la cuestión a 

dilucidar en la presente instancia consiste en determinar si el 

demandante contaba con los activos necesarios para efectuar las 

operaciones de compra venta de tiempo aire.  
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PREGUNTA 3: Diga ¿cuál es la actividad principal comercial 

de la actora?  

 
Perito de la actora: Fue omiso en contestar la pregunta. 

 
Perito de la autoridad:  

 

 

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Esta 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federa de 

Justicia Administrativa, estima pertinente desestimar la pregunta 

en análisis, así como las respuestas efectuadas por los peritos de 

las partes y el perito tercero, toda vez que dicha cuestión no se 
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encuentra en controversia, pues la actora reconoce en los hechos 

de la demanda que su actividad principal es la compra, venta y 

suministro de tiempo aire, e incluso la litis en el presente asunto 

se constriñe a determinar si la demandante acredita la 

materialidad de dichas operaciones comerciales.  

 

PREGUNTA 4: Diga, el nombre de los proveedores de la 

actora y detalle su RFC y que operaciones tuvo con ellos en 2014 y como 

está documentada.  

 
Perito de la actora: Fue omiso en responder la pregunta. 

 
Perito de la demandada:  
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Perito tercero en discordia: 
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Del análisis 

a los dictámenes periciales rendidos por el perito de la autoridad 

demandada y por el perito tercero, esta Juzgadora advierte que 

los mismos coinciden entre sí, pues ambos peritos señalaron que 

de los comprobantes fiscales digitales que le fueron emitidos a la 

accionante por diversas personas morales durante el ejercicio 

2014, se aprecian operaciones amparadas con los conceptos 

“Tiempo Aire Recargado R9”, “Paquete Tiempo Aire”, “Tiempo 

Aire Electrónico”.  

 
Sin embargo, ambos peritos coinciden en que dichos 

comprobantes no pueden demostrar por sí mismos que las 

operaciones consignadas en ellos efectivamente se 

materializaron, pues su alcance probatorio se limita a demostrar 

que efectivamente se registró contablemente la operación.  

 
Por lo que, toda vez que de la documentación puesta a su 

disposición no se advierte la existencia de documentación 

comprobatoria que sustente las operaciones consignadas en los 

comprobantes fiscales digitales emitidos a la moral actora, ambos 

arriban a la conclusión que la actora no acredita la realidad de las 

operaciones realizadas con sus supuestos proveedores.  
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PREGUNTA 5: Diga el nombre de los clientes de la actora y 

detalle su RFC y que operaciones tuvo con ellos en 2014 y como están 

documentadas.  

 

Perito de la actora: Fue omiso en responder la pregunta.  

Perito de la demandada:  

 



-254- 
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Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: De la 

revisión a los dictámenes periciales formulados por el perito de la 

autoridad demandada y por el perito designado por este Tribunal, 

este Órgano Jurisdiccional, advierte que los mismos coinciden 

entre sí, pues ambos peritos refirieron que de los comprobantes 

fiscales digitales emitidos por la accionante a diversas empresas, 

se aprecian operaciones amparadas bajo el concepto “Paquete 

Tiempo Aire Celular”.  

 
No obstante, ambos dictámenes son coincidentes en que dichos 

comprobantes, por sí solos no pueden acreditar que la 

enajenación del bien intangible, efectivamente se ejecutó.  

 
Por lo que, al no advertir de autos la existencia de la 

documentación comprobatoria que acredite que la empresa 

actora efectivamente enajenó tiempo aire a las empresas a 

quienes les emitió los comprobantes fiscales digitales, concluyen 

que no se acreditó la materialidad de las operaciones realizadas 

con sus supuestos clientes.  

 

PREGUNTA 6: Diga ¿Cuáles fueron los ingresos de la actora 

en 2014?  

 
Perito de la actora: Fue omiso en contestar la pregunta.  
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Perito de la demandada:  

 

 



 

PRIMERA SECCIÓN DE SALA 
SUPERIOR 

 
EXPEDIENTE: 15044/18-17-06-
6/1707/19-S1-02-04. 

 
ACTORA: *************************** 

 
 

-259- 
 

Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Del análisis 

a la respuesta formulada por el perito de la autoridad enjuiciada, 

se desprende que reiteró lo indicado en la resolución impugnada, 

pues manifestó que de la Declaración del Impuesto Sobre la 

Renta correspondiente al ejercicio 2014 conoció que la actora 

obtuvo ingresos en cantidad de ******************.  

 
Por su parte, el perito tercero en discordia señaló que, la actora 

presentó su Declaración de Impuesto Sobre la Renta para el 

ejercicio 2014 una vez iniciadas las facultades de comprobación, 

por lo que la misma queda sin efectos y, por ende, no cuenta con 

documento legal que le permita responder la pregunta; de lo 

anterior, se advierte que la perito introdujo cuestiones que no 

forman parte de la litis en el presente asunto, al no haber sido 

consideradas por la autoridad enjuiciada al momento de emitir la 

resolución impugnada.  
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Resulta aplicable a lo anterior, por analogía, el precedente VIII-P-

1aS-757, sustentado por esta Primera Sección de la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de rubro y texto 

siguientes:  

PRUEBA PERICIAL. LOS PERITOS CARECEN DE FACULTADES PARA 
MEJORAR O CAMBIAR LA MOTIVACIÓN EN QUE SE SUSTENTA EL 
ACTO IMPUGNADO.- De conformidad con lo previsto en el artículo 143 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 
materia contenciosa administrativa federal, la prueba pericial tiene lugar en 
las cuestiones de un negocio relativas a alguna ciencia o arte, y en los casos 
en que expresamente lo prevenga la ley; por tanto, esta prueba es útil para el 
juzgador cuando resuelve sobre cuestiones de carácter eminentemente 
técnico, cuya percepción, alcance y/o entendimiento escapan de su 
conocimiento. Sin embargo, pese a que los peritos son especialistas versados 
en determinada materia, carecen de facultades para mejorar o cambiar la 
motivación en que se sustenta el acto impugnado, toda vez que, es la 
autoridad que lo emite quien tiene la obligación constitucional de fundarlo y 
motivarlo debidamente, de tal manera que dicho aspecto no constituye el 
objeto de la prueba pericial. De ahí que, los peritos no pueden pronunciarse 
respecto a si la documentación que analizan para emitir su dictamen cumple 
o no con los requisitos establecidos en la ley, verbigracia, si un comprobante 
fiscal satisface los requisitos previstos en el artículo 29-A, del Código Fiscal 
de la Federación, menos aun cuando la autoridad no motivó el acto 
impugnado en el incumplimiento de tal requisito legal; en todo caso, 
corresponde a este Tribunal determinar si los requisitos establecidos en una 
norma jurídica se satisfacen o no, al ser esta la materia de su competencia. 

 
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 1 de septiembre de 2020) 
 
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 47. Octubre 2020. p. 616 

 
 

No obstante lo anterior, ambos peritos coincidieron en que la 

actora no acredita la existencia de los ingresos declarados, pues 

no aportó la documentación comprobatoria que sirva de soporte 

para amparar la venta del tiempo aire, operación que fue 

consignada en los comprobantes fiscales digitales que emitió a 

diversas personas morales.  
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PREGUNTA 7: Diga ¿cuáles fueron las deducciones de la 

actora en 2014?  

 

Perito de la actora: Fue omiso en contestar la pregunta. 

 
Perito de la demandada:  
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Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: De la 

revisión a la respuesta rendida por el perito de la autoridad 

enjuiciada, se desprende que reitera lo asentado en la resolución 

impugnada pues manifestó que de la Declaración del Impuesto 

Sobre la Renta correspondiente al ejercicio 2014 conoció que la 

actora manifestó deducciones en el renglón denominado “TOTAL 

DE DEDUCCIONES AUTORIZADAS Y DEDUCCIÓN 

INMEDIATA DE INVERSIONES” en cantidad de ******************.  

 
Por otro lado, el perito tercero en discordia, introdujo cuestiones 

que no forman parte de la litis, al no haber sido tomadas en cuenta 

por la autoridad enjuiciada al momento de emitir la resolución 

impugnada, como lo es el hecho que la actora presentó su 

Declaración de Impuesto Sobre la Renta para el ejercicio 2014 

una vez iniciadas las facultades de comprobación, por lo que, a 

consideración del perito, no cuenta con documento legal que le 

permita responder la pregunta.  

 
Sin embargo, ambos dictámenes periciales son coincidentes en 

que la actora no acredita la existencia de las operaciones relativas 

a la compra de tiempo aire, consignadas en los comprobantes 

fiscales emitidos por diversas empresas a la parte actora, las 

cuales pretende hacer deducibles; ello en virtud que no se 

advierte la existencia de documentación comprobatoria que 

acredite que efectivamente se recibió el bien intangible.  
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PRGEUNTA 8: Diga ¿cuáles son los requisitos que deben 

reunir las deducciones en 2014?  

 
Perito de la actora: Fue omiso en responder la pregunta.  

 
Perito de la demandada:  
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Perito tercero en discordia: 

 



 

PRIMERA SECCIÓN DE SALA 
SUPERIOR 

 
EXPEDIENTE: 15044/18-17-06-
6/1707/19-S1-02-04. 

 
ACTORA: *************************** 

 
 

-269- 
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Esta 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa estima pertinente desestimar la pregunta 

en análisis, toda vez que la misma no versa sobre cuestiones 

técnico-contables, sino que se encuentra encaminada a dilucidar 

una cuestión jurídica.  

 
Robustece las conclusiones alcanzadas, el criterio jurisprudencial 

VIII-J-SS-48 de rubro y texto siguiente:  

 
“PRUEBA PERICIAL EN MATERIA CONTABLE. NO ES IDÓNEA 

PARA DEMOSTRAR EL ALCANCE DEL TEXTO DE LA LEY.- Lo 

anterior obedece a la naturaleza de las pruebas periciales, pues éstas 

deben versar sobre cuestiones eminentemente técnicas. En el caso de 

una prueba pericial contable, esta debe referirse a la técnica que 

sistemática y estructuralmente produce información cuantitativa 

expresada en unidades monetarias, sobre las situaciones económicas 

identificables y cuantificables que realiza una entidad, lo cual se logra a 

través de un proceso de captación de las operaciones que midan, 

clasifiquen, registren y resuman con claridad, tales aseveraciones a fin 

de producir información. Por otra parte, corresponde al juzgador 

conocer el derecho y aplicarlo atendiendo al texto e interpretación de la 

ley y de las normas a la situación concreta del caso. En consecuencia, 

la prueba pericial en materia contable no constituye el medio probatorio 

idóneo para acreditar o sustentar el alcance de una norma jurídica, pues 

esto último no corresponde a las cuestiones técnicas contables y en esa 

razón las respuestas del perito en materia contable enfocadas a ese fin 

resultarán inatendibles.” 
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Del criterio jurisprudencial en cita se desprende que la prueba 

pericial en materia contable no es idónea para demostrar el 

alcance del texto de la ley atendiendo a su naturaleza, pues ésta 

deben versar sobre cuestiones eminentemente técnicas, dar 

únicamente esos elementos técnicos, contables, para que en su 

caso sea el juzgador el  que determine lo que en derecho 

corresponda.   

 

9) Diga ¿si las deducciones de la actora reunieron los 

requisitos previstos en la legislación de 2014?  

 
Perito de la actora: Fue omiso en responder la pregunta.  

Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Esta 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa estima pertinente desestimar la pregunta 

en análisis, toda vez que la misma no versa sobre cuestiones 

técnico-contables, sino que se encuentra encaminada a dilucidar 

una cuestión jurídica, pues no es necesario una prueba pericial 

en materia de contabilidad a efecto de determinar si las 

deducciones declaradas por la actora cumplieron con los 

requisitos legales.  
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PREGUNTA 10: Diga ¿cómo se documenta contablemente la 

venta de un bien intangible?  

 
Perito de la actora: Fue omiso en contestar la pregunta. 

 
Perito de la demandada:  

 

 

 
Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL:  Este 

Cuerpo Colegiado estima pertinente desestimar la pregunta en 

análisis, en virtud que la cuestión relativa a como se registraron 

contablemente las operaciones de compra venta de tiempo aire, 

no forma parte de la litis en el presente asunto, en razón que no 

fue observado por la autoridad enjuiciada en el procedimiento de 

fiscalización ni al emitir la resolución impugnada.   

 

PREGUNTA 11: Diga ¿cómo se documenta contablemente la 

entrega de un bien intangible?  

 

Perito de la actora: Fue omiso en contestar la pregunta. 

 
Perito de la demandada:  
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Perito tercero en discordia:  

 

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Esta 

Juzgadora estima pertinente desestimar la pregunta en análisis, 

en razón que la cuestión relativa a como se registraron 

contablemente las operaciones de compra venta de tiempo aire, 

no forma parte de la litis en la presente causa contenciosa 

administrativa, toda vez que no fue observado por la autoridad 

enjuiciada en el procedimiento de fiscalización ni al emitir la 

resolución impugnada.   

 



-280- 

PREGUNTA 12: Puede contestar las siguientes preguntas:  

 
12.1 Nos puede decir la actividad principal del 

contribuyente 

 
Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

 

Perito tercero en discordia: Fue omisa en responder 

 
CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Este Órgano 

Jurisdiccional, estima pertinente desestimar la pregunta en 

análisis, así como las respuestas efectuadas por los peritos de las 

partes y el perito tercero, toda vez que dicha cuestión no se 

encuentra en controversia, pues la actora reconoce en los hechos 

de la demanda que su actividad principal es la compra, venta y 

suministro de tiempo aire, e incluso la litis en el presente asunto 

se constriñe a determinar si la demandante acredita la 

materialidad de dichas operaciones comerciales.  

12.2 Nos puede decir los ingresos que tuvo el 

contribuyente en el ejercicio fiscal.  
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Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DELÓRGANO JURISDICCIONAL:  En primer 

término, el perito en materia de contabilidad designado por la 

accionante de nulidad señaló que según la declaración anual 

presentada por el ejercicio 2014, la cantidad total de ingresos de 

la parte actora asciende a ******************.  

 
Por su parte, del análisis a la respuesta formulada por el perito de 

la autoridad enjuiciada, se desprende que manifestó que de la 

Declaración del Impuesto Sobre la Renta correspondiente al 

ejercicio 2014 conoció que la actora obtuvo ingresos en cantidad 

de ******************.  

 
Ahora bien, el perito tercero en discordia, introdujo cuestiones que 

no forman parte de la litis en el presente asunto, al no haber sido 

consideradas por la autoridad enjuiciada al momento de emitir la 

resolución impugnada, como lo es la cuestión relativa a que la 

actora presentó su Declaración de Impuesto Sobre la Renta para 

el ejercicio 2014 una vez iniciadas las facultades de 

comprobación, por lo que, considera que no cuenta con 

documento legal que le permita responder la pregunta.  

 
En ese orden de ideas, esta Juzgadora advierte que existe una 

discrepancia entre la cantidad señalada como ingresos 

declarados por la contribuyente en el ejercicio 2014, sin embargo, 

de la Declaración del Ejercicio de las Personas Morales del 

Régimen General F18 del Impuesto Sobre la Renta, la cual obra 

a folios 1490 a 1505 - Tomo II del expediente administrativo,  se 

advierte que la actora declaró haber obtenido ingresos en 

cantidad de ******************, misma que coincide con lo 

manifestado por el perito de la enjuiciada. 

 

12.3 Nos puede decir la fuente de estos ingresos.  
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Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

 

Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: De la lectura 

realizada a la respuesta proporcionada por el perito de la parte 

actora, esta Juzgadora advierte que el mismo manifestó que la 

fuente de ingresos de la parte actora es la compra venta de tiempo 

aire, sin embargo, es omiso en referir o señalar la documentación 

que sustente dicha aseveración.  

 
Ahora bien, el perito de la autoridad demandada manifestó que la 

actora manifestó obtuvo ingresos en el ejercicio fiscal 2014, en 

cantidad de ******************, sin embargo, refirió que la 

accionante no demostró la fuente de dichos ingresos ya que no 

aportó documentación suficiente para acreditar que las 

operaciones de venta de tiempo aire se efectuaron.  

 
Mientras que, el perito tercero en discordia, señaló que, de la 

documentación existente en autos, si la empresa no pudo 

demostrar fehacientemente la fuente de sus ingresos, dicho perito 

tercero se encuentra imposibilitado para hacerlo.  

 

12.4 Nos puede detallar cada una de las operaciones de los 

ingresos.  

Perito de la actora:  

 

Perito de la autoridad 
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Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: El perito de 

la parte actora señala que la operación de venta de tiempo aire 

cuando se trataba de ventas al contado se realizaba cuando un 

cliente depositaba efectivo, este tenía que notificar dicho depósito 

a través de la página de internet ************************, para que 

la empresa actora liberara el saldo. Por otra parte, detalló que, al 

tratarse de clientes a crédito, como lo era la empresa “************” 

se liberaba el saldo otorgando un crédito de 3-4 días ya que se 

hacían cortes dos veces por semana y se mandaba la factura para 

su cobro 

 

No obstante lo señalado anteriormente, la perito de la parte actora 

omite señalar la documentación que utilizó para arribar a dicha 

afirmación.  

 

Ahora bien, el perito de la enjuiciada señala que de la Declaración 

del Impuesto Sobre la Renta correspondiente al ejercicio 2014 se 

conoció que la accionante manifestó como ingresos totales 

acumulables la cantidad de ******************, los cuales se 

encuentran integrados por la cantidad ************* por concepto 

de ”VENTAS Y/O SERVICIOS NACIONALES”, los cuales la 

actora pretende acreditar con Comprobantes Fiscales Digitales, 

http://www.mobilerapid.com.mx/
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así como por la cantidad de ************* por concepto de “AJUSTE 

DE INFLACIÓN ANUAL”, información que coincide con la 

Declaración del Ejercicio 2018 de las Personas Morales del 

Régimen General F18 del Impuesto Sobre la Renta, que obra a   

folios 1490 a 1505 del Tomo II del expediente administrativo.  

 

Asimismo, el perito de la autoridad detalló el concepto de cada 

uno de los comprobantes fiscales digitales ofrecidos por la actora 

en el procedimiento de fiscalización, que es idéntico al detalle de 

conceptos señalados en la resolución impugnada, digitalizando la 

primera página a manera de ejemplo.  

 

 

 

Por su parte, el perito tercero manifestó que no se encuentra en 

posibilidad de responder la pregunta, pues por lo expuesto en 

respuestas anteriores, es su convicción no prestarse a ninguna 

simulación contable.  

 

12.5 Nos puede detallar cómo fueron registradas 

contablemente.  
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Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL:  Esta 

Juzgadora estima pertinente desestimar la pregunta en análisis, 

en virtud que la cuestión relativa a como se registraron 

contablemente los ingresos de la actora, no forma parte de la litis 

en el presente asunto, en razón que no fue observado por la 
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autoridad enjuiciada en el procedimiento de fiscalización ni al 

emitir la resolución impugnada. 

 

12.6 Nos puede decir si el contribuyente tuvo deducciones 

en el ejercicio fiscal.  

 
Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL:  Esta 

Juzgadora advierte que el perito de la parte actora se limita a 

señalar que la accionante sí tuvo deducciones en el ejercicio 

fiscal, sin embargo, omite detallar cómo es que llegó a dicha 

conclusión y cuál es la documentación soporte que sustenta dicha 

afirmación.  
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El perito de la autoridad demandada, manifestó que de la 

Declaración del Impuesto Sobre la Renta del ejercicio 2014 

conoció que la empresa demandante declaró deducciones en 

cantidad de ******************, sin embargo, señala que la 

contribuyente actora no demostró la existencia de las operaciones 

manifestadas en los comprobantes fiscales que le fueron emitidos 

por concepto de “Tiempo Aire Recargado R9” “Paquete de 

Tiempo Aire” “Tiempo Aire Electrónico”. 

 

El perito tercero señaló que la Declaración del Impuesto Sobre la 

Renta del ejercicio 2014 fue presentada por la actora una vez 

iniciadas las facultades de comprobación, siendo que por dicha 

cuestión la declaración de mérito no surte efectos y, por tanto, no 

existe documento legal que permita responder la pregunta.  

 
En ese contexto, se advierte que el perito tercero introduce al 

dictamen de marras cuestiones que no forman parte de la litis, al 

no haber sido tomadas en cuenta por la autoridad enjuiciada al 

momento de emitir la resolución impugnada.  

 

No obstante, la cantidad que la contribuyente declaró como 

deducciones se señala en la resolución impugnada, siendo que 

dicha cantidad coincide con la cantidad señala por el perito de la 

enjuiciada.  

 

 

12.7 Nos puede detallar cada una de estas deducciones  
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Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: El perito 

designado por la parte actora señala que las deducciones fueron 

principalmente la compra de tiempo aire y que de manera 

adicional hubo deducciones como comisiones, honorarios 

profesionales y servicios telefónicos, sin embargo, no señala el 

soporte documental de dicha conclusión.  

 
Por otro lado, el perito de la autoridad demandada señala que la 

empresa accionante no demostró fehacientemente la existencia 
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de las operaciones consignadas en ellos comprobantes fiscales 

digitales que le fueron emitidos por concepto “Tiempo Aire 

Recargado R9”, “Paquete de Tiempo Aire”, “Tiempo Aire 

Electrónico”, refiriendo que los comprobantes fiscales, no tienen 

el alcance probatorio de acreditar la existencia de operaciones.  

 

Bajo esa guisa, el perito tercero reitera que no se encuentra en 

posibilidad de responder la pregunta, pues por lo expuesto en 

respuestas anteriores, es su convicción no prestarse a ninguna 

simulación contable.  

 

En ese sentido, esta Juzgadora advierte que los dictámenes de 

los peritos de la actora y la demandada son coincidentes en que 

la mayor parte de las deducciones declaradas por la actora 

provienen de operaciones de compra de tiempo aire, cuestión que 

también resulta coincidente con lo asentado en la resolución 

impugnada.  

 
12.8 Nos puede decir cómo están registradas estas 

deducciones. 

Perito de la actora:  
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Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Este Órgano 

Colegiado estima pertinente desestimar la pregunta en análisis, 

en virtud que la cuestión relativa a como se registraron 

contablemente las deducciones de la actora, no forma parte de la 

litis en el presente asunto, en razón que no fue observado por la 

autoridad enjuiciada durante el procedimiento de fiscalización ni 

al emitir la resolución impugnada. 
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Una vez conocido lo anterior, de la valoración los dictámenes 

periciales en materia de contabilidad formulados por los peritos designados 

por la parte actora, la autoridad demandada y por este Tribunal, esta Primera 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

arriba a las siguientes CONCLUSIONES:  

  

1. Que al ser coincidentes los dictámenes rendidos por el perito 

de la autoridad enjuiciada, como por el perito tercero, y considerando que el 

perito del actor no señaló la documentación en la cual sustentó sus 

afirmaciones, esta Juzgadora adquiere convicción respecto que de la 

documentación que obra en los autos del presente juicio no se advierte 

documentación comprobatoria que soporte la existencia de las 

operaciones consignadas en los comprobantes fiscales digitales 

emitidos a la moral actora por sus supuestos proveedores, relativas a la 

compra de tiempo aire.  

 

2.  Que al coincidir entre sí el perito de la autoridad demandada y 

el perito tercero, y considerando que el perito del actor no señaló la 

documentación en la cual sustentó sus afirmaciones se genera convicción 

en relación a que de la documentación que obra en los autos del presente 

juicio no se advierte documentación comprobatoria que soporte la 

existencia de las operaciones consignadas en los comprobantes fiscales 

digitales emitidos por la empresa demandante a sus supuestos clientes, 

relativas a la enajenación de tiempo aire.   
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3. Que del dictamen pericial rendido por el perito de la autoridad 

demandada, concatenado con la información asentada en la resolución 

impugnada, se genera convicción en este Cuerpo Colegiado que la empresa 

actora declaró que durante el ejercicio fiscal 2014 su total de ingresos 

ascendió a ******************.  

 
4. Que al ser coincidentes los dictámenes de la autoridad 

demandada y el perito tercero en discordia, y en virtud que el perito de la parte 

actora fue omiso en señalar la documentación de la que se allegó para arribar 

a su conclusión; este Órgano Jurisdiccional adquiere convicción que, no es 

posible acreditar fehacientemente la existencia y fuente de los ingresos 

declarados por la accionante, al no advertir la existencia de documentación 

comprobatoria que ampare la existencia de las operaciones de enajenación 

de tiempo aire consignadas en los comprobantes fiscales emitidos a diversas 

personas morales.  

 
5.  Que del dictamen pericial formulado por el perito de la 

autoridad demandada, adminiculado con la información asentada en la 

resolución impugnada, se genera convicción en esta Juzgadora que la 

contribuyente actora declaró deducciones en cantidad de ****************** 

por el ejercicio 2014. 

 

B. PERICIAL EN MATERIA DE SISTEMAS 

COMPUTACIONALES  

 

En primer lugar, se trae a la vista el contenido del cuestionario 

propuesto por la parte actora, el cual se reproduce a continuación: 
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Por su parte, la autoridad demandada en su oficio de contestación 

de demanda, amplió el cuestionario adicionando las siguientes preguntas:  

(…) 

 

(…)  
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Conocido lo anterior, esta Juzgadora procede a analizar el 

dictamen formulado por la parte actora, el dictamen pericial de la autoridad 

demandada, y el dictamen emitido por el perito tercero en discordia, a efecto 

de imponerse de las respuestas que ad litteram emitieron los expertos en 

relación a las preguntas antes citadas, con la finalidad de llegar a una 

conclusión respecto del punto a resolver.  

 

Asimismo, se estima necesario precisar que del análisis realizado 

al dictamen del perito de la parte actora se desprende que contestó un 

cuestionario diverso al propuesto en el escrito inicial de demanda.  

 

No obstante, a efecto de no afectar el equilibrio procesal que debe 

permear en todo juicio contencioso administrativo, la valoración del dictamen 

pericial rendido por el perito de la demandante se realizará considerando 

únicamente las respuestas encaminadas a responder las preguntas 

planteadas en el cuestionario propuesto inicialmente.  

 

Para efectos ilustrativos, se reproduce el contenido del 

cuestionario propuesto en el escrito inicial de demanda, así como el contenido 

del cuestionario desahogado por el perito de la parte actora.  

 

 
Cuestionario propuesto en el escrito 

inicial de demanda 
 

Cuestionario contestado por el 
perito de la actora 

 
1. Describa lo que es una recarga de 
tiempo aire. 
 

1. Defina que es una recarga de tiempo 
aire (en términos electrónicos, bits, 
megas). 

 
2. Describa como se almacena una 
recarga de tiempo aire.  
 

2. Describa el proceso de una recarga 
de tiempo aire.  

 
3. Describa que se necesita para 
almacenar una recarga de tiempo aire.  
 

3. ¿Qué hardware se requiere para 
realizar una recarga?  

 
4. Describa que se necesita para vender 
y comprar una recarga de tiempo aire.  

4. ¿Qué software se requiere para 
realizar una recarga?  
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5. Diga si la actora tuvo los instrumentos 
para comprar, almacenar y vender 
recargas de tiempo aire en 2014.  
 

5. ¿Qué sistema (software) o sistemas 
uso MR para realizar sus recargas?  

 
6. Si su respuesta anterior es afirmativa, 
en que equipos esta esta información.  
 

6. Las recargas ¿son rastreables?  

 
 
7. Diga si hay rastros de la venta y 
compra de una recarga de tiempo aire.  
 
 

 
 
7. ¿Cómo se rastrean las recargas?  
 
 
 

 
8. Diga quien es el obligado para tener 
los registros de la venta, almacén y 
compra de tiempo aire.  
 

8. ¿Los servidores que uso MR, que 
marca, tipo y serie son?  

 
9. Quien es el propietario de los 
instrumentos que utilizó la actora para 
vender, comprar y almacenar tiempo 
aire en el 2014, si es que lo realizó.  
 

9. Los servidores que usó MR ¿quién es 
su propietario? 

 

 
10. ¿Quién/quienes fueron los 
proveedores de MR en recargas?  
 

 

 
11. ¿Quién es el proveedor del 
proveedor de MR en recargas?  
 

 

 
12. ¿Cómo acredita las dos preguntas 
anteriores y que base o sustento tiene?  
 

 
 
13. ¿Cómo se identifica una recarga?  
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14. ¿MR realizó las recargas de tiempo 
aire en el periodo de revisión de la 
auditoría fiscal?  
 

 

 
15. ¿Cuál es el sustento de la respuesta 
anterior?  
 

 

 

En ese tenor, solo se considerarán las preguntas identificadas 

con los numerales 1, 3, 4, 5, 6, 7 y 9 del cuestionario formulado por el perito 

de la actora.  

 

Ahora bien, respecto al dictamen rendido por el perito tercero en 

discordia, es dable precisar que por escrito ingresado en la Oficialía de Partes 

Común para las Salas Regionales Metropolitanas de este Tribunal el 15 de 

mayo de 2019 – folio 1143 de autos- el perito tercero a efecto de rendir su 

dictamen, solicitó tener acceso a:  

 

• La infraestructura, procesos, e instrumentos que utilizó 

la empresa actora para vender, comprar y almacenar 

tiempo aire en 2014.  

• Los elementos que componen los sistemas de cómputo 

utilizados por la empresa demandante para poder 

realizar las actividades de compra venta de tiempo aire 

en el 2014.  

• La información relacionada con el funcionamiento de los 

sistemas de cómputo utilizados por la empresa 

accionante de nulidad para llevar a cabo la compra venta 

de tiempo aire.  

 

Derivado de lo anterior, por auto de fecha 10 de junio de 2019, 

que obra a folios 1159 de autos, la Magistrada Instructora de la Tercera 

Ponencia de la Sexta Sala Regional Metropolitana de este Tribunal, citó al 
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perito tercero para que se presentara los días 27 de junio, así como 02 y 04 

de julio de 2019 en el domicilio de la empresa actora, a efecto que dicha 

empresa le proporcionara la información necesaria para poder desahogar la 

prueba pericial en materia de sistemas computacionales, sin que obre en 

autos acta alguna del desahogo de la referida diligencia.  

 

En ese sentido, esta Juzgadora, estima necesario desestimar las 

respuestas formuladas por el perito tercero con base en la información 

obtenida de la citada diligencia; en virtud que a efecto de rendir su dictamen, 

el perito tercero contó con elementos que no fueron puestos a disposición 

de los demás peritos, en específico, del perito designado por la autoridad 

demandada, afectando con ello la igualdad de las partes, pues con dicha 

actuación se rompe la equidad procesal dado que en el dictamen del tercero 

se toman elementos de convicción que no fueron aportados previamente ante 

dicha autoridad.  

 

Se sostiene lo anterior, toda vez que tanto el perito de la parte 

actora como el de la autoridad enjuiciada, desahogaron los cuestionarios con 

la documentación que obraba en el expediente, mientras que el perito tercero 

al responder con la información obtenida en la mencionada diligencia, lo que 

se traduce en que el perito tercero está introduciendo elementos probatorios 

que no fueron ofrecidos por la parte actora durante el procedimiento de 

fiscalización y, por ende, que la autoridad enjuiciada no tuvo a la vista al 

momento de emitir la resolución impugnada.  
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Es aplicable a lo anterior, mutatis mutandis, la Jurisprudencia VIII-J-

1aS-55, sustentada por esta Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, de rubro y texto:  

 

PRUEBA PERICIAL. SU DESAHOGO EN EL JUICIO DE NULIDAD NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA, SIEMPRE Y CUANDO 
VERSE SOBRE DOCUMENTALES QUE HAYAN SIDO OFRECIDAS 
DESDE LA INSTANCIA ADMINISTRATIVA.- De conformidad con lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, el juicio contencioso administrativo se rige por el principio de 
litis abierta, el cual permite al actor formular conceptos de impugnación no 
expresados en el recurso; empero, dicha prerrogativa no implica que el 
particular pueda exhibir en el juicio pruebas que no presentó en el 
procedimiento de origen o en el recurso administrativo. En ese orden de ideas, 
en caso de que el gobernado ofrezca en el juicio de nulidad la prueba pericial, 
y esta no hubiere sido ofrecida en el recurso de revocación, dicha probanza 
deberá ser admitida y, en su caso, valorada por el Juzgador, siempre y cuando 
verse sobre probanzas aportadas desde la instancia administrativa. Ello, toda 
vez que la prueba pericial refleja una opinión técnica en base a probanzas 
que habían sido aportadas por las partes, por lo que no constituye un medio 
de prueba novedoso, sino que únicamente perfecciona su ofrecimiento. Por 
lo tanto, el hecho de que en sede administrativa no se hubiera ofrecido la 
prueba pericial, no implica que el gobernado se encuentre impedido para 
ofrecerla en el juicio de nulidad, siempre y cuando verse sobre probanzas 
aportadas desde la instancia administrativa, atendiendo el principio de litis 
abierta. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-21/2018) 
 
R.T.F.J.A. Octava Época. Año III. No. 28. Noviembre 2018. p. 59 
 

 

Máxime, deben de desestimarse las respuestas obtenidas con 

base en la diligencia realizada por el perito tercero, en virtud de que la misma 

fue presuntamente realizada en los meses de junio y julio del año 2019, 

mientras que el ejercicio revisado por la autoridad enjuiciada en el 

procedimiento de fiscalización es del 01 de enero al 31 de diciembre de 2014, 

por lo que, no existe certeza alguna que los equipos revisados por el 

perito tercero durante el desahogo de la diligencia, hayan sido con los 

que efectivamente contaba el actor durante el año 2014.  

  

Bajo esa guisa, se procede a efectuar la valoración de las 

preguntas propuestas por las partes, así como las respuestas rendidas por los 
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peritos de la parte actora, la autoridad demandada y el perito tercero en 

discordia. 

 

PREGUNTA 1: Describa lo que es una recarga de tiempo aire.  

Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Del análisis 

a las respuestas proporcionadas por los tres peritos en materia de 

sistemas computacionales, se advierte que las mismas coinciden 

entre sí, por lo que, esta Juzgadora advierte que una recarga de 

tiempo aire es una operación consistente en la adquisición de un 

monto líquido, mediante el pago de un abono en dinero, para ser 

usado en una línea de telefonía celular.  
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 PREGUNTA 2: Describa cómo se almacena una recarga de 

tiempo aire.  

 
Perito de la actora: A juicio de esta Primera Sección, no existe 

una respuesta acorde a la pregunta planteada.  

Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL:  De las 

respuestas brindadas por el perito designado por la autoridad 

demandada, así como por el perito tercero en discordia, se 

desprende que ambos dictámenes son coincidentes respecto al 

punto en análisis, entendiéndose que la recarga de tiempo aire 

debe ser almacenado en las bases de datos de los proveedores 

de telefonía celular en el registro de la línea de telefonía.  

 

PREGUNTA 3: Describa qué se necesita para almacenar una 

recarga de tiempo aire.  

Perito de la actora:  
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Perito de la autoridad demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Las 

respuestas rendidas por el perito de la demandante y el perito de 

la autoridad enjuiciada, resultan ser coincidentes entre sí, por lo 

que, este Órgano Jurisdiccional advierte que a efecto de 

almacenar una recarga de tiempo aire se requiere contar con 

equipos de cómputo, softwares y aplicaciones web que permitan 

realizar las transacciones de tiempo aire y almacenen dicha 

transacción en una base de datos.  
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Por otra parte, esta Juzgadora estima conveniente desestimar la 

respuesta brindada por el perito tercero en discordia, toda vez que 

se advierte que dicha respuesta versa sobre el proceso a través 

del cual se realiza una recarga de tiempo aire, más no así sobre 

los elementos que se requieren a efecto de poder almacenar una 

recarga de tiempo aire.  

 

PREGUNTA 4: Describa qué se necesita para vender y 

comprar una recarga de tiempo aire.  

Perito de la parte actora:  

 

 

Perito de la autoridad demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: De las 

respuestas contenidas en los dictámenes de los tres peritos, al 

ser coincidentes entre sí, esta Primera Sección advierte que, para 

efecto de vender y comprar tiempo aire, es necesario contar 

equipos de cómputo, softwares, aplicaciones web, terminales y 

medios tecnológicos.   

 
Adicionalmente, el perito tercero indica que en el caso de la 

compra de tiempo aire, se requiere contar con un contrato vigente 

con algún operador de telefonía móvil.  

 
PREGUNTA 5: Diga si la actora tuvo los instrumentos para 

comprar, almacenar y vender recargas de tiempo aire en 2014.  

Perito de la actora:  

 

Perito de la demandada:  
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Perito tercero en discordia:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: En primer 

término, es de señalar que el perito propuesto por la parte actora 

manifiesta que la citada persona moral, para realizar las recargas 

de tiempo aire utilizó sistemas desarrollados por la empresa 

“*********”, sin embargo, es omisa en señalar en qué 

documentales sustenta dicha conclusión.  

 
Por su parte, el perito de la autoridad demandada señaló que no 

se advierte la existencia de la información que acredite que la 

parte actora cuenta con los instrumentos requeridos y los 

sistemas necesarios para realizar las operaciones de venta y 

recarga de tiempo aire.  

 
Ahora bien, el perito designado por este Tribunal en primer 

término, señaló que en la cláusula octava del contrato celebrado 

entre “******************” y “**********************************”, se 

precisó que los sistemas e infraestructura de comunicaciones 

necesarias para la operación se podrán desarrollar a través de 

subcontratistas, asimismo refirió que de la documentación puesta 

a su disposición encontró comprobantes fiscales emitidos por la 

empresa “**********************************” a la empresa accionante 

por la compra de tiempo aire. 

 
Por otra parte, hizo referencia a que, de la diligencia realizada 

para conocer la infraestructura tecnológica utilizada por la actora, 

se encontró un Manual WEB de soporte de la plataforma en 

Internet para venta de tiempo aire, así como archivos, registros e 
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imágenes de la plataforma de Internet para la venta de tiempo 

aire, en los siguientes equipos:  

 

 

No obstante, esta Juzgadora estima pertinente desestimar las 

cuestiones observadas por el perito tercero en la diligencia 

realizada para conocer la infraestructura tecnológica utilizada por 

la actora, toda vez que, rompe con el equilibrio procesal el hecho 

que se haya desahogado la prueba de mérito tomando cuenta 

elementos que no tuvieron a la vista los otros peritos y que no 

fueron ofrecidos en la instancia administrativa.  

 
Finalmente arribó a la conclusión que la empresa 

********************************** fungió como intermediaria 

subcontratada, proporcionando sistemas en infraestructura 

tecnológica, entre la compañía ********************************** y 

otras empresas para realizar la compra y venta de recargas de 

tiempo aire en el año 2014.  

 

Sin embargo, esta Juzgadora advierte que la conclusión arribada 

por el perito tercero, no resuelve la cuestión planteada, ya que si 

bien hay un contrato entre **********************y 

**********************, el perito tercero no señala con base en qué 

elementos concluye que la empresa actora fungió como 

intermediaria entre dos diversas empresas en la compra venta de 

tiempo aire, pues aún cuando se refiere al contrato celebrado 

entre dichas empresa; subsiste lo indicado por la autoridad 

demandada en la resolución controvertida, en el sentido que dicha 

documental privada solo hace prueba entre quienes lo celebran y 
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pueden surtir efectos ante un tercero que no intervino en la 

relación contractual.  

 
 

Por lo anterior, esta Juzgadora estima que, de los dictámenes 

rendidos por los peritos de las partes y el perito tercero en 

discordia, no se desprenden elementos que acrediten que la 

actora tuvo los instrumentos para comprar, almacenar y vender 

recargas de tiempo aire en 2014. 

 

PREGUNTA 6: Si su respuesta anterior es afirmativa, en qué 

equipos está esta información.  

Perito de la actora:  

 

Perito de la autoridad demandada:  
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Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: En primer 

lugar, el perito de la parte actora manifiesta que la empresa 

actora, para realizar las recargas de tiempo aire utilizó sistemas 

desarrollados por la empresa “*********”, sin embargo, es omisa 

en señalar en qué documentales sustenta dicha conclusión.  

 
Por lo que hace al perito de la autoridad demandada, el mismo no 

se encontraba en aptitud de dar respuesta a la pregunta de mérito 

en virtud que la respuesta que antecede, la contestó en sentido 

negativo.  

 
Por lo que hace a la respuesta brindada por el perito tercero este 

Cuerpo Colegiado, estima pertinente desestimarla, pues se basa 

en una diligencia que lo dotó de elementos probatorios que no 

fueron puestos a disposición de las partes, y que no fueron 

ofrecidos en el procedimiento de origen, por lo que, de tomarla en 

cuenta se contravendría el principio de equilibrio procesal.  

 
PREGUNTA 7: Diga si hay rastros de la venta y compra de 

una recarga de tiempo aire.  

Perito de la actora:  
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Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL:  En primer 

lugar, el perito de la parte actora indicó que las recargas generan 

un código de autorización, que cada usuario recibe en la 

confirmación de la operación, y que adicionalmente, cada 

operación cuenta el número de celular, el importe, así como fecha 

y hora en que se realiza la recarga.   

 
Por su parte, el perito de la autoridad demandada señaló que, de 

la documentación puesta a su disposición, no se desprenden 

datos que muestren rastros o evidencias de las operaciones de 

compra venta.  

 
Asimismo, el perito tercero en discordia refirió que como parte del 

proceso de compra y venta de tiempo aire se almacenan registros 

en las empresas que intervienen en dicho proceso, ya sea en los 
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canales de recarga para la generación de tickets, así como los 

registros para generar facturas.  

 
En ese sentido, es de advertirse que los tres peritos coinciden 

respecto a que la compra y la venta de recargas de tiempo aire sí 

es rastreable.  

 

PREGUNTA 8: Diga quién es el obligado para tener los 

registros de la venta, almacén y compra de tiempo aire.  

Perito de la actora: Esta Juzgadora no advirtió la existencia de 

una respuesta encaminada a responder esta pregunta.  

Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: Derivado de 

las respuestas brindadas por el perito de la autoridad demandada, 

así como el perito tercero en discordia, se genera convicción en 

este Cuerpo Colegiado, respecto a que se encuentran obligados 

a tener los registros de venta, almacén y compra de tiempo aire 

tanto los proveedores de telefonía celular, como todas las 

empresas que intervengan en el proceso.  
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En ese sentido, de lo anterior se concluye que, si la empresa 

actora adujo que formaba parte de la cadena de distribución y 

suministro de tiempo aire, sí se encontraba obligada a tener los 

registros de dichas operaciones comerciales.  

 
PREGUNTA 9: Quién es el propietario de los instrumentos 

que utilizó la actora para vender, comprar y almacenar tiempo aire en el 

2014, si es que lo realizó.  

Perito de la actora:  

 

Perito de la autoridad:  

 

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: En primer 

lugar, del análisis a la respuesta del perito de la parte actora, se 
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desprende que señaló que la empresa **********************, es la 

propietaria de los servidores y la plataforma utilizados por la 

actora para vender, comprar y almacenar tiempo aire en el 

ejercicio 2014, no obstante, es omiso en señalar, en qué 

documentación se sustentó a efecto de emitir dicha aseveración.  

 

A su vez, el perito de la autoridad demandada señaló que de la 

documentación proporcionada por el actor en la instancia 

administrativa no es posible deducir la respuesta.  

 
 Por su parte, el perito tercero en discordia manifestó que de la 

documentación que tuvo a su disposición no se encontró ninguna 

factura a nombre de la actora por la compra de los equipos de 

cómputo, sin embargo, tanto en la plataforma web, como en el 

manual y los correos electrónicos sí se encontró el nombre de la 

actora; sin embargo, dicha aseveración resulta insuficiente para 

dilucidar a quién corresponde la propiedad de los supuestos 

bienes utilizados por la actora.  

 

Aunado a que, como se desprende del análisis a la pregunta 6, 

no se acreditó que la parte actora contara con los activos para 

efectuar las operaciones de compra venta de tiempo aire.  

 

De lo anterior, se desprende que de la pericial de marras no se 

desprende la existencia elementos que permitan acreditar si la 

actora contó con instrumentos para realizar las operaciones de 

compra venta de tiempo aire, así como la propiedad de los 

mismos.  

 

Ampliación del cuestionario  

 

PREGUNTA 1: ¿Cuáles son los principales elementos que 

componen los sistemas de cómputo utilizados por la empresa 
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**************************, para poder realizar las actividades de tiempo aire? 

Listando:  

• Hardware  

• Versiones de sistemas operativos  

• Aplicaciones  

• Versiones de manejadores de bases de datos  

• Redes de Cómputo 

 

Perito de la actora:  
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Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  
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En virtud de que el perito tercero al responder la pregunta de mérito hace 

referencia a la Tabla 1, insertada al momento de dar respuesta a la pregunta 

6, se reproduce a continuación:  
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CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: En primer 

término, respecto la respuesta proporcionada por la actora, se 

desprende que si bien detalla cómo se componen los equipos de 

cómputo que supuestamente utilizó para poder llevar a cabo la 

compra venta de tiempo aire, sin embargo, no acredita que haya 

contado con dichos equipos de cómputo a efecto de realizar las 

citadas operaciones en el ejercicio 2014, ni a quién le pertenecían. 

 

Al respecto, el perito de la autoridad demandada señaló que de la 

documentación puesta a su disposición no advierte la existencia 

de información que acredite que la actora contaba con el equipo 

para efectuar operaciones de compra venta de tiempo aire.  

 

En ese sentido, este Órgano Jurisdiccional estima pertinente 

desestimar la respuesta formulada por el perito tercero en 

discordia, pues pues se basa en una diligencia que lo dotó de 

elementos probatorios que no fueron puestos a disposición de las 

partes, y que no fueron ofrecidos en el procedimiento de origen, 

por lo que, de tomarla en cuenta se contravendría el principio de 

equilibrio procesal. 

 

Entonces, es dable precisar que, de la pericial de mérito no se 

desprenden elementos que permitan acreditar que la accionante 

contó con los activos necesarios para realizar las operaciones de 

compra venta de tiempo aire en el ejercicio fiscal 2014.  

 

PREGUNTA 2: Describa en términos generales, el 

funcionamiento de los sistemas de cómputo utilizados por la empresa 

**************************, para llevar a cabo las actividades de compra/venta 

de tiempo aire.  
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Perito de la actora:  
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Perito de la demandada:  

 

Perito tercero en discordia:  

 

CALIFICACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL: En primer 

término, respecto a la respuesta proporcionada por la actora, se 

desprende que si bien detalla cómo se componen los equipos de 

cómputo que supuestamente utilizó para poder llevar a cabo la 

compra venta de tiempo aire, sin embargo, no acredita que haya 

contado con dichos equipos de cómputo a efecto de realizar las 

citadas operaciones en el ejercicio 2014.  
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Al respecto, el perito de la autoridad demandada señaló que de la 

documentación puesta a su disposición no advierte la existencia 

de información que acredite que la actora contaba con el equipo 

para efectuar operaciones de compra venta de tiempo aire.  

 

En ese sentido, el perito tercero señala que los sistemas de 

cómputo de la actora funcionaban como intermediarios entre las 

empresas que vendía al público final las recargas de tiempo aire, 

pues recibían y enviaban mensajes mediante servicios web para 

recibir peticiones de compra de tiempo aire y enviar estas 

peticiones para que la operadora de telefonía celular realizara la 

acreditación del saldo; sin embargo, es omiso en indicar cómo es 

que sustenta dicha conclusión.  

 
Por ello, se advierte que de la pericial de mérito no se desprenden 

elementos que permitan acreditar que la accionante contó con los 

activos necesarios para realizar las operaciones de compra venta 

de tiempo aire en el ejercicio fiscal 2014.  

 

Una vez conocido lo anterior, de la valoración los dictámenes 

periciales en materia de sistemas computacionales formulados por los peritos 

designados por la parte actora, la autoridad demandada y por este Tribunal, 

esta Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, arriba a las siguientes CONCLUSIONES:  

 

1.  Que al coincidir los dictámenes rendidos por los peritos de las 

partes, esta Juzgadora adquiere convicción que para efecto de almacenar, 

vender y comprar una recarga de tiempo aire, se requiere contar con 

equipos de cómputo, softwares y aplicaciones web que permitan realizar 

las transacciones y que las almacenen en una base de datos. 
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2.  Que el perito tercero en discordia desahogó la prueba con base 

en información obtenida en una diligencia realizada para conocer la 

infraestructura tecnológica utilizada por la actora, cuestión que rompe con el 

equilibrio procesal que debe permear en todo procedimiento judicial, pues 

tomó en consideración elementos que no tuvieron a su disposición los demás 

peritos y que tampoco fueron ofrecidos en sede administrativa, por lo que las 

respuestas formuladas con dicha información fueron desestimadas.  

 

3. Que de los dictámenes analizados no se encuentran 

elementos que permitan acreditar que la empresa demandante contó con 

los activos necesarios para llevar a cabo las operaciones de compra 

vente de tiempo aire en el ejercicio fiscal 2014.  

 

4. Que los dictámenes formulados por las partes, coinciden en 

que la compra y venta de recargas de tiempo aire son rastreables pues se 

almacenan registros en las empresas que intervienen en el proceso.  

 
En ese entendido, esta Juzgadora, advirtió que del “manual de 

uso de la plataforma WEB”, el cual fue ofrecido por la actora en el 

procedimiento de fiscalización, documental que obra de folios 12 a 29 del 

Tomo I del expediente administrativo, y se desprende que cada que se realice 

una venta de tiempo aire, la plataforma generará un ticket, el cual se podrá 

imprimir a petición del cliente o del vendedor, tal y como se muestra a 

continuación:  
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Entonces, de los dictámenes periciales formulados por las partes, 

concatenado con el “manual de uso de la plataforma WEB”, esta Juzgadora 

adquiere convicción que sí son rastreables las operaciones de venta y 

compra de una recarga de tiempo aire declaradas por la actora, pues en 

la plataforma, a través de la cual la actora aduce haber realizado las 

operaciones, se genera un ticket cada que se realiza la compra del bien 

intangible en un punto de venta.    

 

Lo cual, corresponde con lo observado por la autoridad 

demandada en la resolución impugnada, pues indicó que del referido manual 

se desprende la contribuyente actora no hizo entrega de los reportes y/o 

controles que aplicó para tener registro de las impresiones de los tickets 

que en su caso fueron efectuadas por sus clientes o de los vendedores del 

servicio, motivo por el cual, no ampara en el caso que hayan ocurrido las 

operaciones celebradas en dicho portal. 

 

5. Que al ser coincidentes los dictámenes rendidos por las partes 

y el perito tercero en discordia, se genera convicción en este Órgano 
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Colegiado, respecto a que, si la empresa actora intervenía en las operaciones 

de compra venta de tiempo aire, sí se encontraba obligada a tener los 

registros de dichas operaciones comerciales, con documentales que 

acreditaran los requerimientos de tiempo aire.  

 

En ese orden de ideas, una vez valorados los dictámenes 

periciales en materia de contabilidad y sistemas computacionales, este 

Órgano Jurisdiccional procede a estudiar si con las pruebas de mérito la parte 

actora logra desvirtuar los motivos por los cuales la autoridad demandada le 

determinó el crédito fiscal controvertido en el presente juicio.  

 

En primer lugar, se advierte que la autoridad enjuiciada sustentó 

su determinación en que la empresa actora no acreditó contar con activos 

fijos, esto es, computadoras, software, plataforma de internet y un 

servidor que le permitan llevar a cabo su actividad consistente en la 

compra y venta de tiempo aire de telefonía celular.  

 

Al respecto, la actora en su escrito inicial de demanda, manifestó 

que sí contaba con los activos fijos para desempeñar su actividad, toda vez 

que, usaba la plataforma, computadoras, software y activos de la empresa 

“*********”, en virtud que dicha persona moral, en calidad de accionista de la 

empresa actora, le prestó sus activos, y para acreditar dicha circunstancia 

ofreció las periciales de mérito.  

 

Ahora bien, se precisa que la prueba pericial en materia de 

contabilidad no versó respecto al motivo en estudio, pues las preguntas 
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del cuestionario propuesto no se encontraban encaminadas a dilucidar la 

existencia de dichos activos, y en su caso, la propiedad de los mismos.  

 
Lo anterior, porque como se podrá observar de la valoración 

realizada a la referida prueba pericial, la misma versó sobre los ingresos y 

deducciones declarados por la actora, pues las preguntas se encontraban 

encaminadas a acreditar el registro de las operaciones de compra y venta 

consignadas en los comprobantes fiscales digitales.  

 

Una vez precisado lo anterior, del análisis a la prueba pericial en 

sistemas computacionales se advierte que la misma sí versó sobre el motivo 

en análisis, pues las preguntas se encontraban encaminadas a acreditar la 

existencia y propiedad de los activos necesarios para llevar a cabo 

operaciones de compra venta de tiempo aire.  

 

No obstante, con dicha pericial, la parte actora no logra desvirtuar 

lo determinado por la autoridad demandada, pues ninguno de los peritos 

aportó elementos que generaran convicción en esta Juzgadora respecto a sí 

la actora contaba con computadoras, softwares, plataforma de internet o 

servidores a efecto de comprar, vender y almacenar recargas de tiempo aire.  

 

En ese sentido, respecto a lo argüido por la actora en el sentido 

que los activos que utilizó para efectuar las operaciones de compra venta de 

tiempo aire no le pertenecían a ella, sino que le fueron prestados por una 

diversa persona moral, en virtud que la misma era su accionista, dicho 

argumento es infundado.  

 

Se afirma lo anterior, pues en primera instancia, a consideración 

de este Cuerpo Colegiado, de la prueba pericial en materia de sistemas 

computacionales tampoco se desprenden elementos que permitan acreditar 

que la empresa “**********************” fuera propietaria de computadoras, 
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softwares, plataformas de internet y servidores, ni que dichos activos hayan 

sido prestados a la sociedad actora.  

 

No es óbice para esta determinación que durante el procedimiento 

de fiscalización, la contribuyente actora exhibió las modificaciones a su acta 

constitutiva, las cuales, se reproducen a continuación:  
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De la digitalización a la Póliza 

*****************************************************, a través de la cual se 

desprende lo siguiente:  

 

 

➢ Que mediante instrumento público queda formalizada el 

Acta de Asamblea General Ordinaria de Accionistas de 

“*************************************************** de fecha 03 de julio de 2012.  

 

➢ Que queda formalizada la aprobación del acuerdo a través 

del cual *********************** vendió sus 5,000 (cinco mil) acciones 
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representativas del capital social fijo en favor de la sociedad 

“**********************************************.  

 

➢ Que **********************************************, quedó como 

titular de 5,000 (cinco mil) acciones nominativas ordinarias y comunes, sin 

derecho de retiro, perteneciente a la Serie “A” cada una con un valor nominal 

de ************** Moneda Nacional, con valor nominal total de ************** 

pesos Moneda Nacional.  

 

➢ Que los comparecientes declaran bajo protesta de decir 

verdad, que la transmisión de acciones fue pagada en efectivo al momento de 

la citada asamblea, otorgándose el finiquito más amplio que en derecho 

corresponda.  

 

En ese sentido, de la documental previamente analizada, es dable 

colegir la empresa “********************” es accionista de la sociedad actora, sin 

embargo, dicha cuestión no resulta suficiente para acreditar que la 

aludida empresa accionista prestó las computadoras, softwares y 

activos necesarios para llevar a cabo la compra y venta de tiempo aire.  

 

De la misma forma, de la lectura a la documental digitalizada no 

se desprende que se haya pactado como obligación la de prestar activos a la 

sociedad, máxime que el pago de las acciones se realizó en efectivo.  

 

Entonces, se concluye que la parte actora no acreditó que la 

sociedad “**********************” le haya prestado los activos necesarios para 

realizar la compra y venta de tiempo aire, por lo que, debe entenderse que no 
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desvirtuó la determinación de la autoridad enjuiciada en el sentido que la 

empresa actora no acreditó contar con activos fijos, esto es, computadoras, 

software, plataforma de internet y un servidor que le permitan llevar a cabo su 

actividad consistente en la compra y venta de tiempo aire de telefonía celular. 

 

Asimismo, la autoridad también sustentó su determinación en que 

la contribuyente actora no aportó la documentación comprobatoria que 

soportara las operaciones de compra y venta de tiempo aire consignadas 

en los comprobantes fiscales digitales observados por la autoridad, 

motivo por el cual se considera que las operaciones observadas no se 

realizaron al no estar soportadas documentalmente. 

  

Al respecto, la demandante señaló que les compraba tiempo aire 

a subdistribuidores de “******************” (*********), y los vendía a otros 

subdistribuidores, ofreciendo la prueba pericial en materia de contabilidad y 

sistemas computacionales para acreditar tal situación.  

 

En ese sentido, de la prueba pericial en materia de 

contabilidad se desprendió que de la documentación que obra en los autos 

del presente juicio no se advierte la existencia de documentación 

comprobatoria que soporte la existencia de las operaciones consignadas 

en los comprobantes fiscales digitales emitidos a la moral actora por sus 

supuestos proveedores, relativas a la compra de tiempo aire.  

 

Asimismo, de la valoración a la citada pericial contable, se 

generó convicción que de la documentación que obra en los autos del 

presente juicio no se advierte la existencia de documentación 

comprobatoria que soporte la existencia de las operaciones consignadas 

en los comprobantes fiscales digitales emitidos por la empresa 

demandante a sus supuestos clientes, relativas a la enajenación de 

tiempo aire.   
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Por lo anterior, a consideración de esta Primera Sección, con la 

pericial en materia de contabilidad no se desvirtúa lo señalado por la autoridad 

enjuiciada en relación a que la actora no aportó la documentación 

comprobatoria que soporte la existencia de dichas operaciones.  

 

Por otro lado, de la valoración a prueba pericial en materia de 

sistemas computacionales se arribó a la conclusión que la compra y venta 

de recargas de tiempo aire son operaciones rastreables pues se almacenan 

registros en los sistemas de las empresas que intervienen en el proceso. 

 

Asimismo, se desprendió que, si la empresa actora 

efectivamente, intervenía en las operaciones de compra venta de tiempo aire, 

ésta sí se encontraba obligada sí se encontraba obligada a tener los 

registros de dichas operaciones comerciales.  

 

De lo anterior, se advierte que con la pericial de mérito no logra 

acreditar su dicho consistente en que le compraba tiempo aire a 

subdistribuidores de “******************” (*********), y lo vendía a otros 

subdistribuidores, pues si efectivamente fungió como intermediaria entre 

********* y otras personas morales, debía contar con los registros que 

permitieran rastrear las operaciones, sin que los haya exhibido en el 

procedimiento de fiscalización, ni en la presente instancia.  

 

En ese sentido, a consideración de este Cuerpo Colegiado, con 

las pruebas periciales en materia de contabilidad y sistemas 

computacionales, la parte actora no logra acreditar sus pretensiones y, 
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por ende, no desvirtúa los motivos consignados por la autoridad para 

determinar el crédito combatido.  

 

Por último, se precisa que los motivos expresados por la autoridad 

demandada en la determinación del crédito fiscal relativos a que “el contrato 

para operar como vendedor independiente de tiempo aire de telefonía celular 

que celebraron por una parte la contribuyente actora y *************************, 

con fecha 22 de agosto de 2013, se advirtió que no se encuentra firmado por 

ninguna de las partes actuantes”, así como que es dicho contrato un 

documento privado que no hace prueba contra terceros; por lo que no prueba 

la existencia de las operaciones que se pretenden amparar al no encontrarse 

adminiculado con otros elementos de prueba que permitan constatar que la 

operación se realizó y que por ende cuenta con los medios necesarios para 

llevar a cabo lo ahí pactado, no fueron controvertidos en el presente juicio 

contencioso, por lo que se entiende que se encuentran consentidos por la 

demandante.  

 

 

En ese sentido, una vez analizados todos los argumentos 

esgrimidos por el actor, sin que lograra desvirtuar la legalidad de la resolución 

impugnada, subsiste la presunción de validez que tiene conforme a los 

artículos 68 del Código Fiscal de la Federación y 42 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

 

En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 49, 50 y 52, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se resuelve: 
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I.- La parte actora no probó los hechos constitutivos de su 

pretensión, por lo que: 

 

II.- Se reconoce la validez de la resolución impugnada, la cual 

quedó descrita en el resultando primero del presente fallo, por los motivos y 

fundamentos expuestos en el presente fallo. 

 

III.- En vía de informe y mediante atento oficio que al efecto 

se gire al Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, remítasele copia certificada de la presente sentencia, 

en testimonio del cumplimiento dado a la ejecutoria del 28 de abril de 

2023, dictada dentro del toca de amparo D.A. 99/2022.  

 

IV.- NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvió la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, en sesión presencial de 27 de junio de 

2023, y transmitida utilizando medios telemáticos, por unanimidad de 4 

votos a favor de los CC. Magistrados Rafael Anzures Uribe, Maestra Luz 

María Anaya Domínguez, Carlos Chaurand Arzate y Víctor Martín Orduña 

Muñoz.  

 

Fue Ponente en el presente asunto el Magistrado Víctor Martín 

Orduña Muñoz, cuya ponencia se aprobó.  
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Se elaboró el presente engrose el día 27 de junio de 2023, y con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 8, 15, 55, fracción III y 57, 

fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 

11, fracción I, 93 y Séptimo Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa; firma el Magistrado Víctor Martín Orduña 

Muñoz, Presidente de la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, ante el Maestro Roberto Carlos Ayala 

Martínez, Secretario Adjunto de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 

 

 

 

____________________________________________ 

MAGISTRADO VÍCTOR MARTÍN ORDUÑA MUÑOZ 

Presidente de la Primera Sección de la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

 

 

__________________________________________ 

MAESTRO ROBERTO CARLOS AYALA MARTÍNEZ 

Secretario Adjunto de Acuerdos de la Primera Sección 

de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

VMOM/BVAA/aics 

 “El veintiuno de enero de dos mil veinticinco, la Licenciada Brenda Virginia 

Alarcón Antonio, Secretaria de acuerdos con adscripción en la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa hace constar y certifica que en 

términos de lo previsto en los artículos 108, 113, fracción I y II de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión 

pública suprime toda aquella información considerada legalmente como 

confidencial, por tratarse de denominación de la actora, nombre del 

representante legal, monto del crédito fiscal, nombre o denominación de 

terceros, monto de las operaciones, instituciones financieras, instituciones 

bancarias y número de cuentas bancarias, domicilios, RFC, firmas 

particulares, referencia de domicilio fiscal, número de oficios, folios, 

expedientes y juicios. Conste.” 


